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1) TEXTO DE LA CITACION 


“La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión extraordinaria, a solicitud de varios señores Sena- 
dores, mañana miércoles 28, a la hora 16, a fin de infor- 
marse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Informes de la Comisión Preinvestigadora sobre 
las actuaciones y decisiones adoptadas por el Mi- 
nistro del Interior escribano Guillermo Stirling que 
culminaron con el cese del Inspector General Ro- 
berto Rivero. 


(Carp. N”* 200/2000 - Rep. N* 44/2000 y Anexo l) 


2%) Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se modifican distintos artículos de la 
Ley N* 16.017, de 20 de enero de 1989, relativa al 
recurso de referéndum contra las leyes. 


(Carp. N* 194/2000 - Rep. N* 46/2000) 


Mario Farachio 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


Montevideo, 27 de junio de 2000. 


Señor Presidente del Senado, 
Don Luis Hierro López 


Los Senadores abajo firmantes solicitamos a usted 
se convoque al Senado a sesión extraordinaria para ma- 
ñana miércoles 28, a la hora 16, a fin de considerar el 
proyecto de ley aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes por el que se modifican distintos artículos de la 
Ley N* 16.107, de 20 de enero de 1989, relativa al 
recurso de referéndum contra las leyes. 


Saludamos a usted muy atentamente. 


Yamandú Fau, Guillermo García Costa, Wilson Sa- 
nabria, Sergio Chiesa, Luis A. Heber. Senadores. 


Montevideo, 27 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De acuerdo con lo establecido en el Reglamento, 
solicitamos por la presente se convoque a la Cámara de 
Senadores para el día 28 de junio, a la hora 16:00, a los 
efectos de considerar el informe de la Comisión Prein- 
vestigadora sobre las responsabilidades políticas y fun- 
cionales en ocasión del cese del Director Nacional de 
Policía, Inspector General Roberto Rivero. 


Sin otro particular, saludan a Ud. atentamente, 


Marina Arismendi, Alberto Cid, Alberto 
Couriel, Eleuterio Fernández Huidobro, Rei- 
naldo Gargano, José Korzeniak, José Muji- 
ca, Manuel Núñez, Enrique Rubio, Mónica 
Xavier. Senadores.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Atchugarry, 
Batlle, Carminatti, Chiesa, Chiruchi, Cid, Couriel, Fau, Fer- 
nández Huidobro, Garat, García Costa, Gargano, Heber, 
Korzeniak, Lescano, Malaquina, Michelini, Millor, Muji- 
ca, Núñez, Pereira, Pereyra, Riesgo, Rubio, Sanabria, Se- 
govia, Singer, Virgili y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Astori, La- 
rrañaga, Nin Novoa y Pou. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 10 minutos.) 


-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


28 de Junio de 2000 


(Se da de los siguientes:) 


“Montevideo, 28 de junio de 2000. 


La Presidencia de la Asamblea General destina va- 


rios Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompaña 
los siguientes proyectos de ley: 


por el que se autoriza la salida del país de efectivos 
del Regimiento de Caballería Mecanizada Nro. 7 del 
Ejército Nacional, con asiento en la ciudad de Río 
Branco para concurrir a la República Federativa del 
Brasil, ciudad de Yaguarón a efectos de participar 
en los festejos correspondientes a la conmemoración 
de la Independencia, 


por el que se autoriza la salida del país de efectivos 
de la Sub Prefectura del Chuy -Comando General de 
la Armada- a efectos de concurrir a la República 
Federativa del Brasil -Estado Do Río Grande Do Sul 
- Ciudad Do Chuí- a efectos de participar en los 
festejos correspondientes a la conmemoración de la 
Independencia. 

-A LA COMISION DE DEFENSA NACIONAL. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 


rios Mensajes del Poder Ejecutivo dando cuenta de ha- 
ber dictado los siguientes Decretos y Resoluciones: 


por el que se fijan los coeficientes con vigencia al 
19 de julio de 2000 a aplicar en la liquidación de 
haberes y partidas a los funcionarios del Servicio 
Exterior 


por el que se autorizan trasposiciones de créditos 
presupuestales, en el presente ejercicio, entre Pro- 
yectos de Inversión del mismo Programa del Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas, financiados 
con cargo a 2.1 Endeudamiento Externo, 1.1 Rentas 
Generales y 1.4 FIMTOP 


por el que se declara excedente un cargo pertene- 
ciente a la Unidad Ejecutora, 001 «Despacho de la 
Secretaría de Estado y Oficinas Dependientes», del 
Inciso 10 «Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas». 

-TENGANSE PRESENTE. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 


rias notas del Tribunal de Cuentas comunicando las re- 
soluciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


del Ministerio de Salud Pública relativos a las soli- 
citudes de inclusión en relaciones de créditos pen- 
dientes de pago de varios adeudos por concepto de 
servicios de Asistencia Integral; arrendamiento de 
inmueble; construcción del Centro Departamental de 
Colonia; servicios prestados por la Administración 
Nacional de Correos; y los servicios prestados por 
la Jefatura de Policía de Montevideo. 
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del Banco Hipotecario del Uruguay relacionado con 
los Estados de Situación Patrimonial y el Estado de 
Resultados y de notas contables al 31 de diciembre 
de 1998; 


del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente relacionado con el Informe 
de Auditoría relativo a los Estados de Situación Pa- 
trimonial, de Fuentes y Usos de Fondos y de Inver- 
siones por el período 1993 a 1999 y el Estado de 
Fuentes y Usos de Fondos por el período 1999; 


del Ministerio de Educación y Cultura relacionado 
con la solicitud de inclusión en la relación de crédi- 
tos pendientes de pagos de adeudos por concepto de 
aportes patronales durante el ejercicio 1994; 


del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca re- 
lacionado con el Informe de Auditoría relativo a los 
Estados Financieros correspondientes a la ejecución 
del Programa de Reconversión y Desarrollo de la 
Granja financiado parcialmente con recursos del Prés- 
tamo BID N* 1063/0C-UR; 


de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto rela- 
cionado con los Informes de Auditoría relativos a 
los Estados Financieros remitidos por la Unidad de 
Coordinación Técnico Administrativa de Apoyo al 
Fortalecimiento del Area Social (UCTA) y relativo 
a los Estados Financieros correspondientes a la eje- 
cución del Programa de Desarrollo Municipal IL, 
financiado parcialmente con recursos del Préstamo 
BID N* 993/0C-UR. 


de la Administración Nacional de Usinas y Trasmi- 
siones Eléctricas relacionados con los Informes de 
Auditoría relativos a los Estados de Situación Patri- 
monial, el Estado de Resultados y el Estado de Fuen- 
tes y Usos de Fondos por los períodos 1998-1999, 


de las Primeras Líneas Uruguayas de Navegación 
Aérea, relacionada con la Rendición de Cuentas pre- 
sentada por la Orden de Pago Especial N* 100572; 


de la Administración Nacional de Telecomunicacio- 
nes (ANTEL) relacionado con el Estado de Situa- 
ción Patrimonial, Estado de Resultados y las notas 
al 31 de diciembre de 1998, 


de la Comisión Honoraria para la Salud Cardiovas- 
cular, relacionada con el Estado de Situación Patri- 
monial, el Estado de Resultados, el Estado de Ori- 
gen y Aplicación de Fondos y el Balance de Ejecu- 
ción Presupuestal, correspondientes al Ejercicio ce- 
rrado el 31 de diciembre de 1998; 


de la Administración de Ferrocarriles del Estado, 
relacionada con el Estado de Ejecución Presupuestal 
al 31 de diciembre de 1998- 

-TENGANSE PRESENTE. 


C.S.-183 


184-C.S. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes solicitan- 
do venia para: 


designar como Miembros del Consejo Directivo Cen- 
tral de la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica a los señores Profesores: David Bonilla, Da- 
niel Corbo, Carmen Tornaría, Dr. Roberto Scarsi y 
Maestro Sirio Nadruz y solicita designar al Profesor 
David Bonilla en calidad de Director Nacional de 
Educación Pública y al Dr. Roberto Scarsi en cali- 
dad de Subdirector Nacional de Educación Pública. 
-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATI- 
VOS. Por disposición reglamentaria se efectuó el 
reparto. 


destituir de su cargo al señor Enrique Mario Vellozo 
Schipani, funcionario del Ministerio de Defensa Na- 
cional 

-A LA COMISION DE ASUNTOS ADMINISTRATI- 
vos. 


y comunicando la promulgación del proyecto de ley 
por el que se otorga licencia especial con goce de 
sueldo a las trabajadoras de la actividad privada y a 
las funcionarias públicas, a fin de facilitar su concu- 
rrencia a realizarse el examen de Papanicolau y/o 
radiografía mamaria. 

-TENGASE PRESENTE Y ARCHIVESE. 


El Ministerio de Defensa Nacional remite la infor- 
mación solicitada por el señor Senador Eleuterio Fer- 
nández Huidobro relacionada con una publicación del 
semanario “Búsqueda” en su edición del 25 de mayo. 

“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL 
SEÑOR SENADOR ELEUTERIO FERNANDEZ HUI- 
DOBRO. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite la in- 
formación solicitada por el señor Senador Reinaldo Gar- 
gano relacionada con el Museo Nacional de Historia 
Natural. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL 
SEÑOR SENADOR REINALDO GARGANO. 


La Cámara de Representantes remite varias notas, 
con destino a la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca adjuntando: 


la exposición escrita del señor Legislador Darío Pé- 
rez, referida a las normas dadas a conocer por la 
Dirección General de Servicios Ganaderos del Mi- 
nisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca relativas 
a la producción, acopio, transporte y transformación 
de quesos artesanales, y 


la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas 
por el señor Legislador Luis M. Leglise, referida a 
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la recuperación de los suelos y desarrollo de la hor- 
ticultura en el litoral norte del país, especialmente 
en el departamento de Salto; 

-A LA COMISIÓN DE GANADERIA, AGRICULTU- 
RA Y PESCA. 


con destino a la Comisión de Asuntos Internaciona- 
les adjuntando la versión taquigráfica de las pala- 
bras pronunciadas por el señor Legislador Carlos 
Baráibar, referidas al IX Encuentro del Foro de San 
Pablo, celebrado en la ciudad de Managua, Repúbli- 
ca de Nicaragua; 

-A LA COMISION DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 


y comunicando la sanción de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


con declaratoria de urgente consideración, sobre me- 
joras a los servicios públicos y privados, seguridad 
pública y condiciones en las que se desarrollan las 
actividades productivas, 


por el que se autoriza la salida del país de los Bu- 
ques ROU 02 «Artigas» y ROU 06 «25 de Agosto» 
y sus tripulaciones para participar de las Fases de 
Mar de la Armada de la República Argentina, 


y por el que se autoriza la salida del país de efecti- 
vos militares pertenecientes al Ejército Nacional, a 
fin de participar en los Ejercicios Combinados para 
el Mantenimiento de la Paz denominados «Opera- 
ción Ceibo 2000» y «Cabañas 2000» en la Repúbli- 
ca Argentina. 

-TENGANSE PRESENTE Y AGREGUENSE A SUS 
ANTECEDENTES. 


El señor Embajador de la República de Chile remite 
nota adjuntando el texto de la «Declaración de la Mesa 
de Diálogo sobre Derechos Humanos» y el discurso del 
señor Presidente don Ricardo Lagos, al recibir el docu- 
mento final. 

-TENGASE PRESENTE. 


El señor Secretario del Senado de la República de 
Chile remite nota adjuntando el texto del Acuerdo apro- 
bado por ese Cuerpo por el que se rechaza cualquier 
acción para con la Santa Sede que en la práctica pudie- 
ra importar una modificación a su estatuto de Santo 
Observador Permanente ante las Naciones Unidas. 

-TENGASE PRESENTE. 


PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un pedido de in- 


forme. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores Senadores Eleuterio Fernández Huido- 
bro y José Mujica solicitan se curse un pedido de infor- 


28 de Junio de 2000 


28 de Junio de 2000 


mes al Banco Central del Uruguay relacionado con la 
posible existencia de pagarés pendientes de cobro por 
parte del Banco, resultantes del Convenio de Pagos y 
Créditos Recíprocos de ALADI. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 26 de junio de 2000. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


Amparados en el artículo 118 de la Constitución de 
la República agradezco el envío al Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas y, por su intermedio, a las autoridades 
del Banco Central del Uruguay del siguiente pedido de 
informes: 


1 - Indicar si a la fecha existen pagarés pendientes 
de cobro por parte del Banco Central del Uruguay, re- 
sultantes del Convenio de Pagos y Créditos Recíprocos 
de ALADI (CCR) que no hayan sido abonados al venci- 
miento de los mismos. En caso de su existencia detalle 
el valor de los pagarés discriminados por Banco emisor 


y país. 


2 - Cuál fue la resolución del Tribunal Arbitral Ad 
hoc convenido con el Banco Central de la República 
Argentina (BCRA) dada la controversia por la no can- 
celación por parte del BCRA de los pagarés del Banco 
Austral de Argentina, y Banco Integrado Departamental 
de Argentina con fecha de vencimiento al primer cuatri- 
mestre de 1996. 


Agradeciendo desde ya la respuesta saludan atenta- 
mente, 


José Mujica, E. Fernández Huidobro. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de otro pedido 


informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Alberto Cid solicita se curse un 
pedido de informes al Ministerio de Salud Pública rela- 
cionado con los hechos ocurridos en el Instituto de Trau- 
matología en el lapso comprendido entre el 25 de marzo 
y el 19 de mayo del presente año 2000.” 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes:) 
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de 


“Montevideo, 26 de junio de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A los efectos del presente pedido de informes adjun- 
to carta de la Sra. Sylvia Sierves quien relata los hechos 
ocurridos en el Instituto de Traumatología en el lapso 
comprendido entre el 25 de marzo y el 19 de mayo del 
presente año 2000. 


Los hechos narrados en el documento adjunto fue- 
ron confirmados por el Senador Carlos Julio Pereyra en 
lo que refiere a la asistencia del paciente procedente del 
departamento de Rocha, los que finalmente terminaron 
con la amputación de la pierna fracturada del paciente 
en cuestión. Esta situación a la que refiere la Sra. Sylvia 
Sierves, se hizo pública a través del matutino La Repú- 
blica y radio Centenario, lo cual no fue desmentido por 
autoridades del Ministerio de Salud Pública. De confir- 
marse estos hechos, se estaría ante una gravísima per- 
turbación funcional del Instituto de Traumatología, que 
al constituir el único centro en la esfera de Salud Públi- 
ca para esa especialidad, deja a los usuarios en una 
particular situación de dependencia. 


En la carta referida, así como en el testimonio del 
Senador Pereyra, existen evidencias de omisión en el 
tratamiento de los pacientes allí internados, a los que se 
agregan malos tratos a los mismos y a los acompañantes 
por parte de algunos médicos, que desarrollan su tarea 
en ese centro, así como por servicios tercerizados, como 
el de vigilancia. La denuncia involucra a este último al 
igual que a los servicios de limpieza en la actuación con 
exceso en lo que son sus funciones, en algún caso con 
clara incidencia en el proceso asistencial, lo que consti- 
tuye, de confirmarse tal extremo, un elemento grave e 
inaceptable. 


Al deterioro notorio del edificio, lo que le da un 
especial aspecto de abandono, se le suman la ausencia 
de condiciones mínimas de alojamiento para los acom- 
pañantes, los que cumplen una tarea fundamental en el 
proceso asistencial, sustituyendo en muchos casos las 
carencias de personal. La presencia de acompañantes es 
fundamental ya que muchos de los pacientes están im- 
pedidos por su enfermedad para realizar desplazamien- 
tos y en otros casos para alimentarse e higienizarse. 


Por lo expuesto y de conformidad con lo que esta- 
blece el artículo 118 de la Constitución de la República 
solicito se curse al Ministerio de Salud Pública el si- 
guiente pedido de informes: 


C.S.-185 


186-C.S. 


1. Si las autoridades del MSP conocen los hechos 
denunciados por los medios de prensa señalados 


2. Si se han puesto en marcha los mecanismos de 
investigación administrativa que permitan aclarar estos 
hechos, entre los que se destacan las denuncias reitera- 
das de trato discrecional por parte del Sr. Director del 
Instituto. 


3. Si se ha realizado alguna otra investigación en ese 
centro asistencial y de ser afirmativa la respuesta, cuá- 
les han sido las conclusiones a las que se han llegado. 


4. ¿Qué facultades operativas tiene el servicio de 
vigilancia? 


5. Si el servicio de limpieza en el Instituto de Trau- 
matología está tercerizado y en ese caso, qué entrena- 
miento reciben los funcionarios asignados a la tarea. 
Asimismo, ¿qué dependencia del MSP autoriza a estas 
empresas en su funcionamiento y qué exigencias se es- 
tablecen previo a su autorización? 


6. Si la noticia aparecida el día jueves 22 en el dia- 
rio La República sobre una eventual clausura del Insti- 
tuto se ajusta a los planes del Ministerio y, de ser co- 
rrecta la información, cómo serían los detalles de la 
misma. 


Sin otro particular reciba el Sr. Presidente mis aten- 
tos saludos y elevada consideración. 


Alberto Cid. Senador. 
Barros Blancos 2 de junio de 2000. 


Estimado señor Omar Gutiérrez, me llamo Sylvia 
Sierves y antes que nada quiero felicitarte por el progra- 
ma y por tu persona, ya que te interesás por todo lo que 
le interesa a nuestra gente, desde las cosas más impor- 
tantes hasta las más simples, no dejas a nadie a pie, por 
todo lo que hay detrás de estas pocas palabras, es que 
decidí dirigirme a vos. 


Mi familia está compuesta por mi esposo Juan de 39 
años, mis hijos, Noelia de 18, Natali de 15, y Santiago 
de 13, somos usuarios de Salud Pública, a lo largo de 
los años hemos pasado por diferentes policlínicas (Ba- 
rros Blancos, Pando, Suárez), el Hospital Pasteur y por 
el Pereira Rossell, y sinceramente me saco el sombrero 
ante la atención que hemos recibido tanto profesional 
como humana, por parte de los médicos, enfermeros y 
personal administrativo, pero lamentablemente el 25 de 
marzo pasado mi esposo sufrió un accidente, la camio- 
neta en que viajaba volcó y el resultado fue una fractura 
expuesta del antebrazo derecho, el accidente fue alrede- 
dor de las 8:30 h de la mañana, a las 15:00 h lo opera- 
ron en el Instituto de Traumatología quedó internado en 
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el 1? piso sala 2, tengo que agregar que mi esposo es 
diabético grado 2, a las 18:30 h al culminar la opera- 
ción, salió el Dr. Mangareli que junto al Dr. Castro 
fueron los que lo intervinieron, y me dijo que el brazo 
había quedado bien a pesar de haber llegado con el 
mismo casi amputado, pero que debido a la diabetes 
corría graves riesgos de infección, que la herida no de- 
bía curarse en sala sino en BLOC QUIRÚRIGICO y 
que era imprescindible la administración de antibióticos 
y el control de diabetes tres veces por día. 


A partir de eso comenzó para nosotros un calvario 
que en la vida nos imaginamos que podía pasar. 


El día que el Dr. Mangareli nos dio las instruccio- 
nes me dijo, señora es imprescindible que esté atenta 
para que le hagan estas cosas, porque aquí los enfer- 
meros no leen las historias, en ese momento me pare- 
ció extraño que el médico se expresara así pero con 
los nervios del momento me quedé con lo que había 
que hacerle a mi esposo y a lo demás no le presté 
atención, hasta que empecé a darme cuenta a qué se 
refería el médico, si yo tuviera que definir al Instituto 
de Traumatología, lo definiría como un campo de con- 
centración, un lugar de hacinamiento, tierra de nadie, 
es aterrorizante las cosas que pasan ahí dentro, noso- 
tros a pesar de todo y de que mi esposo se agarró una 
infección horrible y tuvieron que sacarle parte del mús- 
culo, tuvimos suerte, luego de dos denuncias porque 
no le administraban los antibióticos ni le hacían los 
exámenes de diabetes y después de esperar 22 días 
para que le hicieran un injerto de piel, logramos salir 
con bien el 19 de Mayo pasado, pero lo que nos pasó a 
nosotros es nada al lado de lo que les ha pasado a 
otros, da pena ver personas que llegan ahí por quebra- 
duras de caderas y como generalmente son alcohóli- 
cos, están solos y no tienen acompañante, quedan tira- 
dos por dos o tres meses, no los operan, no los bañan, 
no los atienden ni les dan de comer, hacen crisis de 
abstinencia, se orinan, se ensucian y así están por días 
hasta que algún acompañante se compadece y lo atien- 
de y si no cuando comienza a atrasarse a causa de las 
llagas que se le forman en los lugares de apoyo como 
el coxis, las caderas, los hombros, los codos, los talo- 
nes, la deshidratación y la inanición, entonces lo deri- 
van al Pasteur o al Maciel, a los pacientes de la sala 4 
que supuestamente es la sala de los infestados, así la 
definen ellos, la gente se pudre en vida y nadie los 
quiere atender ni curar, yo vi llegar a un hombre de 
Rocha con una fractura expuesta en el pie y estar 36 
horas perdiendo sangre que dejaba el charco a los pies 
de la cama y no lo atendían, tuvo que intervenir el 
Senador Carlos Julio Pereyra para que lo atendieran y 
luego de la operación se suponía que a las 24 horas le 
tenían que hacer una limpieza quirúrgica, se la hicie- 
ron a las 90 horas por supuesto aquel pie estaba a la 
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miseria el pobre hombre además de todo lo que había 
sufrido física y sicológicamente tuvo que sufrir la agre- 
sión del Dr. Bonino quien llamado por la enfermera 
del turno de la noche cuando hacía una hora que había 
salido de la sala de operaciones teniendo aún los efec- 
tos de la anestesia y sufriendo de dolor porque le ha- 
bían raspado el pie hasta el hueso, pedía por favor que 
le dieran un calmante este “doctor” le dijo y habemos 
18 personas de testigo, que era un histérico de M. 
textuales palabras del Dr. Bonino, a lo que el paciente 
se terminó de descontrolar y lo insultó, motivo por el 
cual el Dr. Bonino hizo un amague como para golpear- 
lo, lo pensó y dio unos pasos hasta la puerta de la sala 
desde donde le dijo que (ahora se jodiera y que iba a 
sufrir como un perro, que por él reventara) y se fue, 
ante tremenda situación la esposa del paciente salió 
detrás del médico para recriminarle su actitud y la res- 
puesta que recibió fue una serie de insultos y el ama- 
gue de un puñetazo, a todo esto y viendo el estado en 
que se encontraba el paciente, yo tomo la iniciativa y 
le pregunté a una amiga del paciente que estaba acom- 
pañándolos, si no quería que buscáramos un médico 
en la emergencia, bajamos, encontramos un médico, le 
explicamos la situación y en el estado en que se en- 
contraba el paciente, este Dr. del que no sabemos el 
nombre, sube, lo ve, le habla con tranquilidad y le 
administra Diazepán intramuscular y a los veinte mi- 
nutos el paciente estaba calmado, aliviado y tranquilo. 
También vi gente a la que llevaban a la sala de opera- 
ciones y la traían de vuelta o porque se les había per- 
dido un tornillo o no tenían material estéril, etc. etc. 
Los cuentos son miles, intenté hablar con el Dr. Suero 
Director del hospital y este señor ni siquiera me miró 
para responderme que no, con un desprecio tal del que 
nunca en mi vida había sido objeto, con ese mismo 
desprecio el tan prestigioso doctor Suero eminencia en 
Traumatología trata a todo el mundo, es vergonzoso 
que alguien trate a otro de la forma que él lo hace. 
Como ves Omar las negligencias se suman y podría 
contarte mucho más, al caso del muchacho de Rocha 
tengo que agregar que se fue para el hospital de Rocha 
en contra de la voluntad de los médicos y después de 
estar prácticamente tres horas secuestrado dentro del 
hospital porque no lo dejaban salir por lo que tuvo que 
volver a intervenir el Sr. Carlos Julio Pereyra, al llegar 
a Rocha le amputaron el pie, con respecto a este caso 
en particular se hizo una denuncia y supuestamente el 
Ministro de S.P. está investigando, pero esta gente de 
Rocha con la cual quedé en contacto y por eso sé qué 
les pasó luego de dejar el hospital y sé lo de la denun- 
cia, me informaron que el Ministerio no lo iba a hacer 
público por eso es que nos dirigimos a vos, porque 
resulta Omar que yo no sé quién o qué (MAFIA) res- 
palda a la Dirección de este hospital que cuando hay 
una denuncia la Dirección del hospital es la primera en 
enterarse, vienen las inspecciones y ellos ya están pre- 
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parados y esperándolas, en una de esas inspecciones 
quise hablar con algún integrante del grupo y no qui- 
sieron escucharme, es evidente que lo que hacen es 
para llenar formas y no para darle fin a tanta injusticia. 
Con respecto a la higiene que por supuesto es una 
fantochada, la empresa que está a cargo es MARIANI 
SA. Omar el 1” piso que es el de los hombres cuenta 
con un baño con dos inodoros, un lavatorio y un du- 
chero para un promedio de treinta y cinco pacientes y 
alrededor de 20 acompañantes, no hace falta tener mu- 
chas luces para imaginarse lo que son esos baños, don- 
de los usuarios son personas que tienen limitados sus 
movimientos, están doloridos o son muy mayores, por 
más que los más jóvenes y conscientes de la situación 
traten de mantener limpio llega un momento que se 
hace imposible y las personas de la empresa que men- 
ciono antes, limpian una sola vez al día y a esto hay 
que agregar que con el mismo trapo lavan el piso del 
baño, los inodoros, el lavatorio, los pisos de las salas, 
los pasillos, el piso de la cocina, la mesada y las pile- 
tas de la cocina (incluida la sala cuatro). 


Y no podía faltar el tema de la seguridad, todos los 
días de lunes a viernes a las seis de la mañana una 
señora guardia de seguridad del hospital entra en la 
sala, prende la luz y a los gritos comienza a despertar a 
los acompañantes y como generalmente uno al cabo de 
los días está muerto de cansancio, termina tirando una 
frazada en el suelo y se acuesta, esta señora lo despierta 
a las patadas, me lo hizo a mí, como también a los 
demás, sin tener en cuenta el estado de los pacientes, a 
veces operados tarde de la noche, corren a los acompa- 
ñantes de las salas a las siete de la mañana y no les 
permiten subir a los pisos hasta las once de la mañana, 
cuando los acompañantes vuelven a las salas se encuen- 
tran con los pacientes que no desayunaron porque a 
veces están inmovilizados, o todos sucios porque no 
había quien les alcanzara la chata. 


En lo que me es personal el día 9 de mayo solicité a 
la prensa para hacer una denuncia pública, la única que 
asistió fue la Radio 36, ese día salió la nota a las 10:30 
de la mañana, sé que el diario La República ha llegado 
a publicar fotos de todo esto pero nadie se hace cargo, 
entonces Omar: ¿qué hay que hacer para revertir todo 
esto? Yo apelo a tu solidaridad y a tu sentido común 
para poder divulgar esto con altura como es tu estilo, 
porque debido a lo que hemos sufrido en carne propia y 
viendo sufrir a los demás, nosotros no lo haríamos con 
la altura que se merece el caso. Es tremendo el dolor 
que se siente ante todo esto, la impotencia de no saber 
adónde ir, de no encontrar quien te escuche, de saber 
que el que está llegando no sabe lo que realmente le 
espera, no hay palabras para describir estos sentimien- 
tos, generados después de estar dos meses internados 
ahí dentro, salís lacerado, porque quizás salís con la 
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quebradura curada, pero la parte humana y sicológica? 
No entiendo cómo es posible que haya gente tan deshu- 
manizada, pero no todos son así, los menos, se preocu- 
pan realmente por el paciente y entre esos menos desta- 
co a la doctora Patricia Landrix y al enfermero Rúben 
que está en el turno de doce a dieciocho, que por cierto 
por querer hacer las cosas bien también se ven afecta- 
dos y sufren agresiones por parte de los demás funcio- 
narios, tendría muchísimo más para decir, pero creo que 
con esto te doy un pantallazo de la realidad que se vive 
dentro del Hospital de Traumatología, dejo a tu criterio 
la lectura total o parcial o la no lectura de mi carta, te 
doy nuestro teléfono y dirección por si te interesa char- 
lar con nosotros, lo que sí nos gustaría es que esto se 
difundiera, que se sepa, creemos que todos tienen dere- 
cho a saber y quizás logramos que otros no tengan que 
sufrir lo mismo que nosotros. Desde ya te agradezco la 
atención y te pido disculpas porque quizás te estoy in- 
volucrando en algo horroroso, otra vez gracias y ojalá 
vos no nos des la espalda. 
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TELF. 288 38 54.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de otro pedido 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“La señora Senadora Mónica Xavier solicita se cur- 
se un pedido de informe al Ministerio de Turismo rela- 
cionado con la Resolución N* 082-2000 de la Dirección 
General de Aviación Civil referente a la fijación de co- 
misiones por ventas de pasajes aéreos a las agencias de 
viajes.” 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 28 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo establecido por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicito a usted envíe al 
Ministerio de Turismo el siguiente pedido de informes: 


1) Cuál ha sido la posición del Ministerio de Turis- 
mo en relación a la Resolución N* 082 - 2000 de la 
Dirección General de Aviación Civil del 21 -6- 00. 
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2) Qué consecuencias prevé para las 90 agencias de 
viaje que comercializan la inmensa mayoría de los pa- 
sajes aéreos en nuestro país. 


3) Cómo afectaría a los aproximadamente 1400 pues- 
tos de trabajo vinculados a dichas agencias. 


4) Cómo impactarían estas medidas en los usuarios 
del transporte aéreo. 


5) Si esta nueva situación de progresiva desregula- 
ción afectará o no el flujo comercial y turístico desde y 
hacia Uruguay en la consideración de los planes de di- 
cho Ministerio. 

Sin otro particular, le saluda atentamente. 

Mónica Xavier. Senadora.” 


ARCHIVO DE CARPETA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un pedido de la 


Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


(Se da del siguiente:) 


“La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad So- 
cial aconseja el archivo de la Carpeta N* 1526/99 que 
contiene un proyecto de ley por el que se establece la 
compatibilidad entre la actividad del discapacitado en 
cualquier forma de empleo con la jubilación, pensión o 
subsidio por incapacidad, ya que en la Comisión se en- 
cuentra a estudio un proyecto de ley de esta Legislatura 
que tiene la aprobación de la Cámara de Representan- 


” 


tes. 

-S1 no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 


licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Nin Novoa solicita licencia por el 
día de la fecha.” 


-Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- 
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“Montevideo, 23 de junio de 2000. 


Señor Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi consideración: 

Por la presente le solicito a Ud. licencia por el día 
28 de junio por encontrarme fuera del país en la XV 
Reunión Plenaria de la Comisión Parlamentaria Con- 
junta del MERCOSUR en Santa Fe-República Argenti- 


na. 


Asimismo solicito que se convoque a mi suplente el 
doctor Héctor Lescano. 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamente, 
Rodolfo Nin Novoa. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 


licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se invita a pasar a Sala al doctor Lescano, quien ya 


prestado el juramento de estilo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Lescano) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Larrañaga solicita licencia por el 
día de la fecha.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 28 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito del Cuerpo que usted presi- 
de, licencia por el día de la fecha, por motivos persona- 
les, ampliándose ante una eventual prórroga. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente muy 
atentamente, 


Jorge W. Larrañaga. Senador.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
7) INTEGRACION DEL CUERPO 
SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un desistimiento. 
(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- La docto- 
ra Ana Lía Piñeyrúa comunica que, en esta oportunidad, no 
acepta la convocatoria para suplir al señor Senador Jorge W. 
Larrañaga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde convocar, entonces, 
al suplente respectivo, que lo es el señor Ariel Pereira, a quien 
se le invita a pasar a Sala para tomarle el juramento de estilo. 


(Ingresa a Sala el señor Ariel Pereira.) 


-La Mesa invita a las señoras y señores Senadores y asis- 
tentes a la Barra a ponerse de pie. 


Don Ariel Pereira: ¿Jura usted desempeñar debidamente el 
cargo de Senador y obrar en todo conforme a la Constitución 
de la República? 


SEÑOR PEREIRA.- Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Jura usted guardar secreto en 
todos los casos en que sea ordenado por la Cámara o por la 
Asamblea General? 


SEÑOR PEREIRA.- Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado su juramento y la convoca- 
toria respectiva, queda usted investido en su calidad de Sena- 
dor. 


Felicitaciones. 
(Aplausos en la Sala y en la Barra) 


S) INFORMES DE LA COMISION PREINVESTIGADO- 
RA A FIN DE ANALIZAR LAS ACTUACIONES Y 
DECISIONES ADOPTADAS POR EL SEÑOR MI- 
NISTRO DEL INTERIOR, QUE CULMINARON 
CON EL CESE DEL INSPECTOR GENERAL RO- 
BERTO RIVERO. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden del 
día con la consideración del asunto que figura en primer tér- 
mino: “Informes de la Comisión Preinvestigadora sobre las 
actuaciones y decisiones adoptadas por el Ministro del Inte- 
rior, escribano Guillermo Stirling, que culminaron con el cese 
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del Inspector General Roberto Rivero (Carp. N* 200/00 - Rep. 
N?* 44/00 y Anexo I)”. 


lleva a cabo en el día de hoy, en régimen de Comisión 
General con la presencia del señor Ministro del Interior. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 200/00 
Rep. N* 44/00 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión Preinvestigadora 


INFORME 
Al Senado: 


Esta Comisión Preinvestigadora asume una situación 
especial en tanto el Senado se reúne el mismo día que 
debe elevarse este informe para considerar la situación 
que origina el pedido de investigación. El hecho ad- 
quiere relevancia porque se va a transformar en decisi- 
vo en oportunidad de las conclusiones. 


El señor Senador denunciante tanto en la articula- 
ción escrita que elevó a esta Preinvestigadora, como en 
la fundamentación que hizo ante la misma, señaló que, 
con los procedimientos puestos en marcha se busca “ob- 
tener el total esclarecimiento de las eventuales respon- 
sabilidades políticas y funcionales en relación con las 
decisiones y medidas adoptadas en el Ministerio del 
Interior a raíz de los hechos que culminaron con el cese 
del ex Director Nacional de Policía, Insp. Gral. Roberto 
Rivero”. 


A criterio de la mayoría de esta informante, si la 
preocupación mayor pasa por “las eventuales responsa- 
bilidades políticas”, la Constitución de la República pre- 
vé mecanismos más idóneos y rápidos que el de una 
investigación. 


Lo que se quiere saber atendiendo a lo presentado 
puede ser preguntado en el marco del Art. 118 de la 
Constitución. Puede estimarse que este procedimiento a 
veces dilata la respuesta en el tiempo y hace perder 
eficacia a la oportunidad de las respuestas. Si se acepta 
tal razonamiento, hay entonces un mecanismo más ex- 
pedito: el previsto en el Art. 119 de la Constitución, 
conocido como “el llamado a Sala de los señores Minis- 
tros”. 


Para el caso que nos ocupa, si se recurriera a este 
procedimiento, el sector político que lo promueve no 
necesita ningún apoyo extrapartidario ya que el número 
de integrantes de esa Bancada cubre la cantidad de Se- 
nadores que se necesitan para hacer venir al Ministro. 


Estos mecanismos no han sido considerados aptos 
por los denunciantes y están en su derecho a hacerlo. A 
criterio de estos informantes iguales propósitos, y de 
mejor manera, se logran con la sesión que el Senado 


Es esta una oportunidad ideal para recabar en forma 
inmediata toda información que se procura a través del 
largo e inseguro camino de la investigación. El señor 
Ministro adelantó su mejor disposición para responder 
todos y cada uno de los planteamientos, razón por la 
cual, la sesión del día de hoy se transforma en una 
excelente oportunidad para lograr los objetivos de es- 
clarecimiento que animan a los proponentes de la inves- 
tigación. 


Siendo ésta una razón básica para determinar el in- 
forme que se suscribe, pasan a tener relativa importan- 
cia los requisitos que el Reglamento del Senado plantea 
tener en cuenta para la decisión. 


En cuanto a la entidad, primer punto sobre el que 
debe haber pronunciamiento de acuerdo al Art. 136 del 
Reglamento, cabe plantearse que su importancia surge 
tanto del pedido de investigación como de la convoca- 
toria a Comisión General. La entidad no se discute, sí la 
forma de procesar sus consecuencias. 


El segundo requisito, el de la seriedad, permite decir 
que más que una valoración del fondo del asunto, su 
carácter lo da el origen de la propuesta: un señor Sena- 
dor cuya seriedad en la actuación parlamentaria está 
fuera de discusión. 


Y en lo que tiene que ver con el tercer requisito, el 
de la oportunidad y procedencia, surge de las funda- 
mentaciones anteriores que ni una ni la otra correspon- 
den en esta oportunidad. 


Por todas estas razones, más las que podrán expo- 
nerse en Sala, es que aconsejamos al Cuerpo no hacer 
lugar a la investigación solicitada. 


Sala de la Comisión, 22 de junio de 2000. 


Yamandú Fau (Miembro Informante), Carlos M. 
Garat. Senadores. 


INFORME 
Al Senado: 


Como se sabe, nuestro informe será muy breve, por- 
que la decisión de pedir el nombramiento de una Comi- 
sión Investigadora -en la que también se designó al se- 
ñor Senador Rubio para cooperar como denunciante, 
siguiendo las disposiciones reglamentarias- fue consen- 
suada por toda la Bancada. 


En consecuencia, mi informe empezaría por decir 
que su primer capítulo es compartir íntegramente la de- 
nuncia, tal como fue formulada, con las ampliaciones 
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que ahora han sido establecidas en esta exposición del 
señor Senador Rubio. 


La segunda precisión que quiero hacer es la que 
había comenzado a exponer cuando el señor Presidente 
de esta Comisión Preinvestigadora hizo una acotación 
absolutamente correcta, estableciendo que si no había 
preguntas que formular al señor Senador denunciante, 
se le agradecía su presencia. Esa precisión consiste en 
determinar -prácticamente es una lectura de lo que esta- 
blece el Reglamento al respecto- los cometidos de una 
Comisión Investigadora: seriedad de la denuncia, su en- 
tidad y su oportunidad. Se trata de una vieja disposición 
reglamentaria que antes no existía en el Reglamento del 
Senado. El de la Cámara de Representantes era, hace 
unos 20 años, el más abundante en disposiciones sobre 
Comisiones Investigadoras, pero ahora también, prácti- 
camente repitiendo lo de la otra Cámara, existen en el 
Senado. 


A efectos de hacer un pronunciamiento inicial muy 
rápido diré, en primer lugar, que la denuncia tiene enti- 
dad, no sólo por el tema que está en juego. Al pedirse 
que la Cámara determine como objeto principal de la 
investigación la actuación y posibles responsabilidades 
funcionales y políticas, se trata de un tema de mucha 
entidad, pero también porque la lista de posibles contra- 
diccioones y dudas es tremendamente grande. ¿Por qué? 
Considero que hay varios factores que contribuyen a 
que las dudas, las incertidumbres -que es a lo que tiende 
a despejar una Comisión Investigadora, es decir, averi- 
guar la verdad- son muchas. 


Hay un factor que, creo, aumenta esas dudas e incer- 
tidumbres. Aclaro que hago esta afirmación a título muy 
personal, pero pienso que es un factor que contribuye a 
lo que estoy expresando. Hay dos personas básicamente 
claves en este tema: el señor Ministro Stirling y el ex 
Inspector General Roberto Rivero; el primero, como je- 
rarca directo del Instituto Policial porque, en definitiva, 
el jerarca máximo es el Poder Ejecutivo; y el señor 
Rivero, el ex Director Nacional de Policía, porque es su 
actuación la que estuvo en tela de juicio y fue cesado, 
no como funcionario del Instituto Policial, sino en su 
cargo. Ocurre -repito que esta es una impresión que 
expreso a título personal, pero sé que la comparte mu- 
cha gente- que se trata de dos personas que por las 
referencias que tengo -en el caso del Ministro Stirling, 
experiencias vividas y en el del señor Rivero, a través 
de versiones que me han hecho llegar muchas personas- 
son dos excelentes hombres, tanto desde el punto de 
vista de sus preocupaciones por la vida del país, como 
su honestidad personal y hombría de bien. Pero ocurre 
que en todo este episodio está cuestionada, no su perso- 
nalidad íntima, su esencia humana, sino su forma de 
actuación. En el caso del señor Ministro Stirling -por 
quien tengo mucho aprecio- he vivido alguna alternati- 
va en la que he tenido pruebas más que fechacientes de 
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su hombría de bien y de su disposición para cumplir 
con gran eficacia como Ministro de ese Instituto Poli- 
cial. Sin embargo, tengo la impresión de que en este 
caso ha aparecido, diría yo, tremendamente descoloca- 
do. 


También aventuro una conclusión, en el sentido de 
que se justifica una Comisión Investigadora porque se 
trata de una hipótesis y, por tanto, corresponde averi- 
guar. Creo que el señor Ministro Stirling tuvo descono- 
cimiento de muchos hechos a pesar de ser el jerarca de 
la Policía, pero también tuvo reacciones seguramente 
bien inspiradas. Asimismo, hay que tener en cuenta la 
vida política, que es un tema complejo, dado que exis- 
ten disciplinas políticas y adhesiones personales que lo 
llevaron a tomar decisiones que creo fueron equivoca- 
das. Por eso digo que una Comisión Investigadora per- 
mitiría averiguar si ello es así. 


En el caso del Inspector Rivero, repito que no lo 
conozco, pero he encontrado muchas referencias perso- 
nales vinculadas a dos o tres aspectos básicos en un 
policía de nivel: su tremenda honestidad, sobre la cual 
me ha hablado todo el mundo; su inteligencia para con- 
ducir investigaciones y también su carácter independiente 
desde el punto de vista de que cuando se propone inves- 
tigar algo lo lleva adelante. Sin embargo, la contradic- 
ción -que también quiero averiguar, porque tal vez no 
lo es, ya que son hipótesis que uno se plantea- consiste 
en que tuvo marchas y contramarchas, porque aparente- 
mente no firmó pero sí impulsó un oficio inicial -que ya 
fue descrito con detalle- y luego experimentó un cam- 
bio bastante importante. Además, después que la inves- 
tigación judicial había sido archivada “sin perjuicio”, 
presenta otra vez otra contramarcha y, entonces, presen- 
ta una serie de elementos probatorios. Asimismo, repito 
que creo que hay que investigar para ver si las cosas 
son así, porque creo que es un hombre que se veía 
sometido a fuertes presiones de tipo personal o de con- 
sejos vehementes de personas a las que tenía mucha 
adhesión. También creo que estuvo encerrado en esas 
contradicciones. Insisto: creo que son dos figuras muy 
importantes. 


Desde el punto de vista institucional es notorio que 
s1 el Parlamento quiere juzgar políticamente la actua- 
ción de un Ministro, hay mecanismos clásicos para ha- 
cerlo, como la interpelación. Quiero decir -no cometo 
ninguna infidencia con ello- que en la reunión de Ban- 
cada estuvimos hablando y planificando cómo íbamos a 
Operar a nivel parlamentario, y no estuvo ajena la posi- 
bilidad de una interpelación. Sin embargo, se optó -y 
nos pareció prudente- por una Comisión Investigadora, 
no descartando ninguna otra acción parlamentaria. 


La Comisión Investigadora, cuando se lleva como se 
debe, es decir, no para hacer escándalo político sino 
para averiguar hasta donde se pueda la verdad de las 
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cosas, es un instrumento que en este caso permitiría, 
por ejemplo, escuchar al señor Rivero, cosa que no pue- 
de hacerse en una interpelación porque no se puede 
interpelar a un funcionario policial; sólo puede hacerse 
con el señor Ministro. 


También quiero expresar -con la misma reserva so- 
bre mi consideración personal- que se comentó, ade- 
más, después que salieron tantos documentos o versio- 
nes de esos documentos por la prensa -digo versiones 
porque nunca los hemos visto- tanto en la reunión de 
Bancadas como en diversos ámbitos, la posibilidad de 
que el desconocimiento del señor Ministro de algunos 
temas fuera producto de que el Vicepresidente de la 
República, señor Hierro López, que estaba enterado de 
los oficios y que había recibido quejas del señor Arbi- 
lla, no se lo hubiera comunicado al jerarca de la repar- 
tición policial -que es un principio de debida colabora- 
ción informativa entre órganos y funcionarios públicos- 
y tiene la jerarquía necesaria para conducir una investi- 
gación o un instituto policial. 


Pero en esas mismas conversaciones o lucubracio- 
nes acerca de qué actitud parlamentaria seguíamos para 
averiguar todo esto y cuál era la verdad, nos pusimos a 
pensar que el Vicepresidente de la República no está 
sometido a una interpelación. No íbamos a imputarle 
sin saber cómo había sido esa no puesta en conocimien- 
to del señor Ministro, ni iniciarle un juicio político al 
señor Vicepresidente, porque podría ser una exagera- 
ción jurídica y política. 


Por consecuencia, nos parece que hay entidad sufi- 
ciente en todo el tema como para realizar una investiga- 
ción. Aclaro que nosotros la concebimos con circuns- 
pección, con tranquilidad, discretamente, ya que esas 
son las condiciones por las cuales las Comisiones In- 
vestigadoras -en ese librito que los señores Senadores 
tienen está la opinión de Barthelemy, que es un estudio- 
so del tema- sirven para algo. De lo contrario, no sirven 
porque se convierten en un lugar de escándalo político, 
a veces no por culpa de los integrantes sino por factores 
exógenos como, por ejemplo, una excesiva alharaca rea- 
lizada a través de la prensa y otras veces puede ser por 
el temperamento y las características de cada uno de los 
temas. En definitiva, nosotros concebimos una investi- 
gación para aclarar concretamente qué pasa con todos 
esos elementos. 


Creo que la seriedad de la denuncia no está en tela 
de juicio. El tema tiene aspectos vinculados a las res- 
ponsabilidades funcionales y políticas y otros que tie- 
nen que ver con denuncias y versiones -serán o no cier- 
tas- de que Uruguay sería una plaza muy vulnerable a 
las operaciones de lavado de dinero del narcotráfico, 
con una aclaración tremendamente necesaria que me 
apresuro a hacer: ninguna de las actuaciones de una 
Comisión en este segundo sentido, en este segundo as- 
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pecto, podría entrar a todos los temas concretos que 
está estudiando en este momento el Poder Judicial a 
través de un Juez y un Fiscal que están actuando. Eso 
sería invadir jurisdicción y no respetar los principios 
racionales de la separación de Poderes. De manera que 
cuando digo que el Uruguay sería, o no, una plaza vul- 
nerable, lo digo con convicción y lo he expresado en la 
Comisión a la que asistió el señor Ministro Stirling. 
Considero que es una plaza muy vulnerable y lo digo 
con convicción personal. Creo que en nuestro país se 
lavan dólares en cantidades importantes. Según infor- 
maciones no oficiales -que quisiera saber si son ciertas- 
habría varias sociedades que se dedican a esos meneste- 
res en el país. Entonces, ya sea por insuficiente norma- 
ción o por prácticas de control no suficientes, el sistema 
no está funcionando bien. 


Si en una Comisión Investigadora se extraen conclu- 
siones de esa naturaleza -aunque no sea el objeto espe- 
cífico- no necesariamente debe terminar con conclusio- 
nes sancionatorias para alguien. Por ejemplo, una Co- 
misión Investigadora puede terminar proponiendo me- 
didas legislativas, así como a veces una Comisión con 
fines legislativos -si en su estudio se comprueba que 
hay delito penal o responsabilidad política- puede con- 
cluir con recomendaciones de otra índole. 


Quiero señalar que hay un tema que tiene que que- 
dar tremendamente aclarado y no veo otra fórmula que 
hacerlo a través de una Comisión Investigadora. Por eso 
aquí estoy juntando tanto la entidad como la seriedad 
de la denuncia. En mi opinión no les podemos hacer 
preguntas a los jueces sobre su actividad jurisdiccional, 
ni aun en una Comisión Investigadora. ¿Por qué? Por- 
que por analogía se da la limitación de que en materia 
de pedidos de informes el artículo 118 de la Constitu- 
ción dice que no podrá ser objeto de dicho pedido lo 
relacionado con la materia y competencia jurisdicciona- 
les del Poder Judicial. Pero por otro lado podemos soli- 
citar al Poder Ejecutivo y al Ministerio del Interior que 
esas actuaciones internas -y un oficio redactado por un 
funcionario policial es una actuación interna- las hagan 
llegar, de pronto, con carácter reservado a una Comi- 
sión Investigadora. 


Creo que tenemos que manejarnos de una vez con 
los documentos. Recuerdo una especie de escaramuza 
verbal o gramatical que hubo el día que estuvo el señor 
Ministro Stirling en la Comisión de Constitución y Le- 
gislación en el sentido de que si el primer oficio que 
había presentado, no Rivero sino el funcionario que lo 
firmó, aunque aparentemente la autoría intelectual fue 
de Rivero, era o no una acusación. Se especificó que el 
término técnico no era “acusación” pero en definitiva 
acusaba a gente, a estudios profesionales, a bancos y a 
personas, siendo el caso del señor Arbilla el más espec- 
tacular por la trascendencia que tuvo en la prensa. 
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Yo quisiera constar qué es lo que realmente dice 
allí. Si tenemos en cuenta, por ejemplo, un memorán- 
dum o un escrito policial enviado a un Juez que dice 
que determinados hechos ocurrieron y se ponen a dispo- 
sición del Juez para que investigue, éste no tendría ca- 
rácter de acusación, ni siquiera en sentido técnico, sino 
en sentido laxo. Por ejemplo, si aparece un cadáver con 
un disparo, si bien no se encuentra al culpable, la Poli- 
cía da cuenta al Juez para que investigue el hecho y en 
el informe se detalla que el hecho sucedió en tal calle y 
que había tantas personas caminando por allí. Y eso no 
sería una acusación. Pero si en cambio se dice que se 
acuerdo a sus convicciones ésta o aquélla persona po- 
drían haber sido los criminales, es otra situación. Aun- 
que no sea una acusación, admito que en sentido técni- 
co es una imputación, como ocurre con las denuncias en 
general. 


Creo que tenemos que tener conocimiento de ello, 
no he podido convencerme de que realmente los acusa- 
ba y que le sugería a la señora Jueza que habría deter- 
minados informes nacionales o internacionales, y que 
habría que investigar porque a lo mejor estarían impli- 
cados. Entiendo que en Derecho las fórmulas pueden 
hacer variar una conclusión, como podemos hacerlo en 
una Comisión Investigadora. 


Pienso que otro elemento que se podría haber mane- 
jado es el pedido de informes al señor Ministro del 
Interior que, obviamente, es una persona que siempre 
está dispuesta a venir al Parlamento. Sin embargo, el 
instituto del pedido de informes está muy desacreditado 
en el país, lamentablemente. No hay una ley reglamen- 
taria con plazos ni con criterios para que tenga un poco 
más de fuerza y seriedad. 


A mi juicio, la comparecencia del señor Ministro del 
Interior a la Comisión de Constitución y Legislación fue 
muy insatisfactoria. 


Por último, se habla de la oportunidad. En ese senti- 
do, he investigado por razones académicas por qué se 
exigen estos pronunciamientos. Si la formulación es se- 
ria y tiene entidad por qué no hacer la investigación y 
por qué se plantea la oportunidad como un elemento 
que debe pronunciarse. Se plantea porque existen situa- 
ciones, sobre todo en lo que es el Derecho Constitucio- 
nal clásico, donde la Comisión Investigadora por sí mis- 
ma podría dar resultados negativos. Tengamos en cuen- 
ta que el presupuesto de una Comisión Investigadora es 
que haya irregularidades o se sospeche su existencia; de 
lo contrario, no se nombraría una Comisión para averi- 
guar. Pero si bien podrían haber irregularidades, en al- 
gunos casos habría mecanismos más discretos y menos 
espectaculares, por la sensibilidad especial del tema, 
para evitar que una Comisión Investigadora genere más 
daños que beneficios. En este sentido voy a dar un ejem- 
plo, y aclaro que no me refiero a ningún hecho real. 
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Supongamos que los dueños de un banco lo vacían y 
que, por lo tanto, se va a producir una crisis en la insti- 
tución. Entonces, nombrar una Comisión Investigadora 
para decir eso puede apresurar una corrida bancaria y 
una desestabilización financiera. En ese caso se justifi- 
caría lo relativo a la oportunidad. 


En cambio, a la altura en que se encuentra este asun- 
to, temas tales como si hay o no sociedades que lavan 
en el Uruguay dinero de origen ilícito, si hubo un me- 
morándum policial apresurado involucrando gente que 
no debió involucrar, si el Ministro actuó bien o mal, no 
provocan ningún daño. Digo esto aún cuando la desig- 
nación de la Comisión tuviera una gran repercusión por 
factores que nosotros esperamos no se produzcan. En 
este sentido, reitero que nuestra intención es que la Co- 
misión trabaje discretamente, con circunspección, para 
tratar de averiguar la verdad, y no queremos que al- 
guien saque rédito político de la misma. 


Por estos motivos me parece que en este caso no se 
plantea el tema de la oportunidad. Creo que el Ministro 
estaba equivocado cuando se refería a que se ponía en 
tela de juicio la actuación de bancos o de estudios por- 
que sobre esto se habla hace muchos años en diarios 
argentinos, brasileños e incluso uruguayos y hasta en 
las revistas internacionales que se colocan en la solapa 
de los asientos de los aviones. Se referirán a hechos 
ciertos O no, pero por el hecho de que se averigile, no se 
va a provocar un daño mayor que el beneficio que apa- 
reja su averiguación. 


En este sentido quiero hacer algunas manifestacio- 
nes. En primer lugar, quisiera saber concretamente qué 
mandó decir el Ministro del Interior al Juzgado. Eso lo 
digo con toda tranquilidad. Yo desconozco -aclaro que 
no digo que no exista- que en toda la historia del Uru- 
guay haya habido un caso donde las autoridades poli- 
ciales -y menos, un Ministro- manden decir a un Juez 
que archive la investigación. Reitero, no conozco algo 
similar. Pudo haber llamadas telefónicas -y seguramen- 
te se hicieron- por parte de un Ministro, un Senador o 
un Diputado diciendo que Fulano es buena persona, pero 
no conozco ningún caso en que se elevara una nota 
oficial y, ¡vaya que ha habido memorandos policiales 
equivocados! En este sentido, hace poco hubo un trági- 
co episodio en la sucursal del Banco de la República de 
La Paloma, donde se relacionó a un ex policía o retira- 
do de la Policía. Se dio casi como noticia a la Policía, 
pero no hubo ninguna responsabilidad del Estado y fue 
una injusticia que lo hayan hecho porque, obviamente, 
esa persona no tenía nada que ver con el tema. Además, 
detrás de eso había un episodio muy doloroso relacio- 
nado con el asesinato de uno de los policías que había 
intervenido para evitar un robo en esa sucursal. A nadie 
se le ocurrió pensar que en este caso iba a haber respon- 
sabilidad del Estado o que la Policía debía ser sancio- 
nada por lo que hizo. Constantemente se producen erro- 
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res policiales dentro de la labor de investigación que 
llevan a cabo. Mientras procedan sin lesionar, sin gol- 
pear gente y tratando de no sacar la información hacia 
afuera, se considera que están actuando en la labor in- 
vestigativa. 


Reitero que es necesario saber qué fue lo que le dijo 
el Ministro del Interior a un Juez porque esa posibilidad 
de actuar no existe. Es absolutamente irrelevante si el 
Juzgado había archivado o no el expediente. Pero si le 
mandaron decir que cesara la investigación fue, entre 
otras cosas, porque no se sabía si se había archivado sin 
perjuicio, como dijo la doctora Canessa. Este es un punto 
que me parece clave. 


El otro aspecto que me parece absolutamente nece- 
sario conocer se relaciona con lo siguiente. Si es cierto 
que el Inspector Rivero no sólo acusó -si en realidad 
acusó- sin ningún elemento de juicio razonable y vero- 
símil y, más allá, si fuera verdad lo que contó el señor 
Ministro -realmente no sé si es así, habría que conside- 
rar el tenor literal con que se produjo- en el sentido de 
que el Inspector Rivero dijo a un subordinado que el 
Ministerio lo había sancionado pero lo incitó a no cum- 
plir con la sanción, no entiendo cómo una persona en 
esas condiciones pueda seguir siendo funcionario poli- 
cial y no se le haya efectuado un sumario para destituir- 
lo. Dudo que haya ocurrido así. 


Me parece que estas cosas son demasiado graves 
como para que no se investiguen. Si este fuera el infor- 
me que tuviera que hacer, doy por incorporada la de- 
nuncia y la ampliación que hizo el señor Senador Ru- 
bio, ya que creo que hay suficiente entidad y seriedad y 
que es oportuna la investigación. 


Quiero terminar diciendo que hay otros mecanismos 
institucionales que se pueden seguir. Hoy día, no en el 
Derecho Constitucional clásico, pero sí en el funciona- 
miento político real, ésta sería la manera más adecuada 
de averiguar cómo ocurrieron los hechos. De ahí en 
adelante, sí se podrían adoptar actitudes parlamentarias, 
o de otro tipo, acorde con una averiguación bien hecha, 
discreta, seria y responsable. 


Sala de la Comisión, a 22 de junio de 2000. 
José Korzeniak. Senador. 
Montevideo, 21 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores, 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración 


De acuerdo a lo establecido por el artículo 120 de la 
Constitución de la República, y en función del procedi- 
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miento establecido por el artículo 136 del Reglamento 
del Senado, hago moción para la creación de una Co- 
misión Investigadora con el fin de obtener el total escla- 
recimiento de las eventuales responsabilidades políticas 
y funcionales en relación con las decisiones y medidas 
adoptadas en el Ministerio del Interior a raíz de los 
hechos que culminaron con el cese del ex Director Na- 
cional de Policía, Insp. Gral. Roberto Rivero. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy atte. 
Prof. Enrique Rubio. Senador. 


Comisión Investigadora Parlamentaria 
sobre las responsabilidades políticas y funcionales 
en ocasión del cese del Director Nacional de 

Policía, 
Inspector General Roberto Rivero 


FUNDAMENTOS 
I) Antecedentes 


El 1? de junio del corriente año el Sr. Ministro del 
Interior dispuso el cese del Director Nacional de Poli- 
cía, Insp. Gral. Roberto Rivero. Teniendo en cuenta la 
importancia del cargo que ocupaba el jerarca- el cuarto 
en la jerarquía ministerial -el hecho no pasó inadvertido 
para la opinión pública. Pese a ello el Sr. Ministro, en 
sus manifestaciones a la prensa, fue muy poco preciso 
en las explicaciones de las causas de su decisión, dejan- 
do en claro que no estaba en juego ni la honorabilidad 
ni la capacidad del funcionario cesado. 


En los días siguientes, en forma sorpresiva y a partir 
de versiones periodísticas, nuestro país se ha visto sacu- 
dido por una sucesión de revelaciones respecto a las 
circunstancias y motivos del mencionado cese. 


Así han generado estado público memorandos reser- 
vados y oficios policiales con sorprendentes afirmacio- 
nes respecto al papel que juegan nuestro país, el sistema 
financiero y determinados ciudadanos en el circuito de 
lavado del dinero proveniente del narcotráfico. 


El 16 de marzo se libró un oficio policial dirigido a 
la Jueza de Maldonado, Dra. Fanny Canessa a quien se 
le solicitaban diligencias judiciales previas. Esta solici- 
tud se basaba en el pedido de asistencia recibido por 
nuestra Policía proveniente de Agencias antidrogas de 
los EEUU, pero también se establecían afirmaciones 
carentes del sustento probatorio necesario (¿originadas 
en informes externos o en elaboraciones propias?). Ante 
la reacción que motivó el conocimiento de tal oficio en 
una de las personas involucradas, el periodista Danilo 
Arbilla, se realizó una segunda comunicación el 24 de 
marzo donde se mantenían las solicitudes realizadas pero 
se excluían varias de las controvertidas afirmaciones. 
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Al parecer, esta rectificación no colmó las expectativas 
del Sr. Arbilla, quien habló el 28 de marzo directamente 
con el Sr. Presidente de la República de la situación, y 
posteriormente los hechos se precipitaron según se han 
publicado en la prensa. 


De esta manera, la opinión pública y este Senado 
fueron enterándose de algunos de los pormenores del 
acontecimiento y del proceso que le dio origen a través 
de la cobertura que hicieron los distintos medios de 
comunicación. 


Podemos afirmar que, hasta el presente, las conse- 
cuencias de estos hechos parecen incluir a un Ministro 
del Interior debilitado, al que se no se le brindó infor- 
mación tanto por parte de sus subalternos como del 
Vice Presidente de la República, que ha aplicado en su 
Ministerio sanciones sin un criterio coherente, y que se 
ha presentado ante la opinión pública con versiones con- 
tradictorias; a un alto funcionario policial sancionado 
por impulsar en forma indebida una indagatoria que in- 
volucraba a personas con influencia en las esferas insti- 
tucionales y de poder; a una controversia entre periodis- 
tas, con intercambio de fuertes acusaciones, que desnu- 
da conflictos de intereses en un campo ajeno al centro 
de este asunto pero de gran importancia en lo económi- 
co y político; y también a una petición del propio Mi- 
nistro del Interior de archivo de las investigaciones ju- 
diciales, y a una indagatoria policial paralizada, inclu- 
yendo la disolución de la Brigada Antidrogas de Mal- 
donado. 


Por considerar que es parte ineludible de la función 
de control inherente a nuestra condición de Senador de 
la República, impulsamos en nombre del EP-FA la com- 
parecencia de Ministro actuante ante la Comisión de 
Constitución y Legislación con el fin de que, en el ám- 
bito parlamentario, se tuviera la posibilidad de esclare- 
cer los hechos. 


La concurrencia del Ministro no se hizo esperar, y 
en una extensa sesión de la Comisión mencionada, rea- 
lizada el 14 de los corrientes, aportó la versión oficial 
de lo sucedido. 


Tenemos un alto concepto del Sr. Ministro, al igual 
que de la gestión que viene realizando en la Secretaría 
de Estado que ocupa. No obstante ello, debemos expre- 
sar que no nos conformaron las explicaciones que diera 
en el asunto. Mantenemos muchas dudas sobre los he- 
chos y sobre las responsabilidades emergentes a partir 
de ellos. 


Los dichos del Sr. Ministro no han esclarecido a 
cabalidad -desde nuestro punto de vista- lo ocurrido, 
por lo que consideramos pertinente la creación de una 
Comisión Investigadora que, en forma seria y sistemáti- 
ca, profundice el examen de los hechos narrados y ana- 
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lice las eventuales responsabilidades políticas o funcio- 
nales, sin perjuicios ni búsqueda de protagonismos mal- 
sanos para la institucionalidad democrática. 


TI) Fundamentos de la solicitud 


Fundamos el pedido antedicho en los siguientes ele- 
mentos: 


1) ¿Se decidió la clausura de la investigación en el 
orden policial y judicial? No surgen con cristalinidad 
los motivos que llevaron al Sr. Ministro a solicitar a la 
Justicia Penal, a través de un documento oficial y en 
forma inmediata al conocimiento de su existencia, la 
clausura de la investigación en curso (recordar que se 
trataba de diligencias judiciales previas, conducentes o 
no a una investigación presumarial, con independencia 
de la opinión que nos pueda merecer el primer oficio). 
No nos convence el argumento de la falta de pruebas, al 
menos en relación con el oficio del 24/3/00, ya que 
éstas justamente son el resultado de una investigación y 
no su motivo. Si existieran de antemano las pruebas, no 
correspondería una investigación, sino proceder en con- 
secuencia. En esta forma de razonamiento hay una in- 
versión de la relación investigación-prueba, donde se 
pretende la existencia previa de pruebas para proceder 
al trabajo indagatorio. Esta manera de obrar, si se uni- 
versaliza, muy probablemente sea capaz de hacer abor- 
tar cualquier investigación. 


Tampoco alcanzamos a identificar con claridad los 
motivos por los cuales el Sr. Ministro se habría negado 
a continuar las actuaciones en el ámbito judicial, tal 
como lo reclamó el Inspector Rivero en el memorán- 
dum elevado a su conocimiento el 17/4/00. 


En la especie, la indagatoria tiene que estar motiva- 
da por las características repudiables de los delitos co- 
nexos al narcotráfico, pero también está determinada 
por la legislación vigente y los convenios internaciona- 
les signados por nuestro país, que establecen obligacio- 
nes en la materia. En particular nos referimos a las Le- 
yes N” 16.431 (que ratifica el Tratado de Asistencia 
Jurídica Uruguay - EEUU), N* 16.579 (que ratifica la 
Convención de la ONU contra el tráfico ilícito de estu- 
pefacientes), N” 16.972 (que ratifica el Convenio entre 
Uruguay y México para la prevención y represión del 
tráfico de drogas), y a la Ley N* 17.016, que aprobada 
en octubre del año 1998 significó un gran avance en la 
legislación vigente en nuestro país en la materia. 


Uruguay ha transitado en la última década un cami- 
no de creciente lucha contra el narcotráfico, con prota- 
gonismo internacional en este combate. Resultan difíci- 
les de comprender algunas afirmaciones al respecto rea- 
lizadas por jerarcas gubernamentales recientemente, al 
igual que la dispuesta disolución de la Brigada Antinar- 
cóticos de Maldonado. 


C.S.-195 


196-C.S. 


Asimismo, son absolutamente contradictorias con la 
conformación de un comité de asesoramiento para la 
prevención y combate del lavado de dinero que impulsa 
paralelamente la Junta Nacional de Drogas, una medida 
que encara un problema que dejó -hace años- de ser 
ajeno a nuestro país. No podemos considerar el “blan- 
queo” de narcodólares en nuestra plaza financiera como 
una entelequia, o como el producto de una mente con 
una imaginación exacerbada. Existen antecedentes pro- 
bados, y se han aportado por agencias de otros gobier- 
nos un conjunto de datos sobre sociedades anónimas 
con presunta actuación en nuestro país -para el caso en 
particular y como ejemplo- SASUR S.A. con domicilio 
constituido en Montevideo y N” de RUC en la DGI, 
pero en la nómina también se incluyen, en los informes 
externos, otras sociedades anónimas, todo lo cual exige 
mantener la mayor atención al respecto. 


2) ¿Es posible elaborar conclusiones sin informa- 
ción con base documental y testimonial? 


También nos resulta incomprensible que no se le 
aporten al Senado de la República las actuaciones ofi- 
ciales. Hemos leído en la prensa escrita y obtenido por 
Internet documentos relativos al caso en estudio, pero 
de manos del Sr. Ministro no hemos recibido la docu- 
mentación oficial: tanto los Memorandos, los oficios 
dirigidos a la Justicia, las notas presentadas por el Sr. 
Danilo Arbilla, la investigación administrativa realiza- 
da, y otros materiales sobre el fondo de la cuestión son 
documentos que es ineludible estudiar para hacerse una 
composición de lugar adecuada sobre los hechos. De 
igual manera, los testimonios de los protagonistas ante 
el Senado resultan imprescindibles para la formulación 
de conclusiones fundadas. 


3) ¿Hubo juicios contradictorios y no congruentes 
con las decisiones adoptadas por el Sr. Ministro Stir- 
ling? 


Otro elemento desconcertante lo configuran las dife- 
rentes versiones que se dieron de los hechos. No vemos 
con nitidez los elementos que motivaron las sucesivas 
informaciones sobre los hechos que el Sr. Ministro brindó 
a la prensa, en particular las apreciaciones extremada- 
mente contradictorias sobre el jerarca cesado, que fue 
considerado simultáneamente un honorable y brillante 
policía y como un funcionario capaz de cometer accio- 
nes calificables de “terrorismo de Estado”. Comparti- 
mos con el Sr. Ministro la voluntad de defender los 
derechos de los ciudadanos ante posibles abusos de po- 
der por parte de cualquier funcionario. No se trata de 
aceptar cualquier acusación incriminatoria que ponga 
en tela de juicio el buen nombre y la reputación de un 
ciudadano. Pero entendemos que en este asunto no se 
actuó en forma equilibrada y correcta. 
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En función de esto, abrigamos importantes dudas 
respecto de si las sanciones aplicadas en la vía adminis- 
trativa fueron las adecuadas, e impuestas en el momento 
preciso, dudas que aparecen agravadas por la falta de 
cabal cumplimiento de las mismas tal como surge de las 
propias palabras del Sr. Ministro. 


Ante conductas que merecen los calificativos que se 
usaron, vale preguntarse si, más que sanciones adminis- 
trativas, no se debería haber recurrido a la Justicia Pe- 
nal. Pensemos especialmente en las acusaciones de ha- 
ber proferido amenazas y de llevar adelante acciones 
calificables como “terrorismo de Estado”. 


4) ¿Cuáles fueron las responsabilidades específicas 
del Inspector Rivero? 


En último término, no logramos identificar con cla- 
ridad las circunstancias y los fundamentos del cese del 
Inspector Rivero. Es preciso responder en profundidad 
a distintos interrogantes. Por ejemplo: ¿Cuáles fueron 
las responsabilidades específicas del Inspector Rivero? 
¿todos los oficios caen bajo su responsabilidad? ¿hubo 
“amenazas”, “veladas amenazas”, o ni lo uno ni lo otro? 
¿el Memorándum de enero de 2000 tenía valor confi- 
dencial o poseía otro alcance? ¿desacató el Inspector 
Rivero al Ministro? ¿le ocultó información? ¿se realiza- 
ron escuchas telefónicas? 


5) ¿En qué consistió la intervención del Vice Presi- 
dente de la República? 


Finalmente, debemos expresar que nos surgen muy 
serias interrogantes sobre la actuación que le cupo en 
los hechos al Sr. Vice Presidente de la República, el 
que informado de la situación creada, al parecer no so- 
lamente no participó de los hechos el Ministro respecti- 
vo, sino que tampoco habría informado al Sr. Presiden- 
te de la República, el que se enteró varios días después 
de boca del Sr. Arbilla, una de las personas directamen- 
te involucradas; el Sr. Presidente a su vez había sido 
quien hace llegar la noticia al Sr. Ministro Stirling. 


TD Objeto de la solicitud 


En virtud de las consideraciones expuestas solicita- 
mos al Senado la conformación de una Comisión Inves- 
tigadora con el fin de obtener el esclarecimiento de las 
eventuales responsabilidades políticas y funcionales en 
relación con las decisiones y medidas adoptadas en el 
Ministerio del Interior a raíz de los hechos que culmina- 
ron con el cese del Director Nacional de Policía, Ins- 
pector General Roberto Rivero. 


Prof. Enrique Rubio. Senador. 
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Año 1997 
Setiembre 
19/9/97 


30/9/1997 


Año 1998 
May 
18/5/1998 


Octubre 


Año 1999 


Setiembre 
20/9/1999 


Diciembre 


Año 2000 
Enero 


Febrero 
9/2/2000 


Cronología básica 


Compra de Sasur SA (Informe DGI, en 
Posdata 16/6/00). 


Sasur SA adquiere el chalet Holliday en 
Punta del Este, propiedad del Sr. Danilo 
Arbilla. Sasur SA será presidida por el 
Sr. Nicolás Di Tullio hasta el 1? de octu- 
bre de 1997, luego por la Sra. Mirta Bea- 
triz Llera hasta el 19 de marzo de 1999 y 
finalmente por el Sr. Jaime Martínez 
Ayón (Informe DGI, en Posdata 16/6/00). 


Incautación de los fondos de la finan- 
ciera “Mercado Abierto” en el City Bank 
de Nueva York (Memo de Rivero del 
17/4/00, en La República 15/6/00). 


Inversiones en campos de Uruguay por 
“Idafal SA”, presidida por el Sr. Raúl 
Oscar Marinone. Las firmas “Sasur SA” 
e “Idafal S.A.” fijan su sede en el escri- 
torio del escribano Javier Morassi (Memo 
de Rivero del 17/4/00 en La República 
15/6/00). 


Oficio de la Gendarmería Argentina a 
la DGRTID por el que se aporta y soli- 
cita información (Memo de Rivero del 
17/4/00 en La República 15/6/00). 


El Juez Federal argentino Dr. Rodolfo Ca- 
nicoba Corral atiende denuncia del gobier- 
no de México contra personas y socieda- 
des vinculadas al Cartel de Juárez (Memo 
de Rivero del 17/4/00 en La República 
15/6/00). 


Memorándum reservado del Inspector Ro- 
berto Rivero, Director General de la Re- 
presión del Tráfico Ilícito de Drogas (Bús- 
queda del 15/6/00). 


La Agregaduría de Aduanas de Estados 
Unidos en Uruguay solicita asistencia so- 
bre personas y sociedades que operan 
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14/2/2000 


Fines de feb. 


Fines de feb. 


Marzo 
16/3/2000 


22/3/2000 


23/3/2000 


24/3/2000 


¿27/3/2000? 


28/3/2000 
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en nuestro país (Memo de Rivero del 
17/4/00 en La República 15/6/00). 


El fiscal Alejandro N. Mayorkas, de Esta- 
dos Unidos, presenta demanda ante la Cor- 
te Federal de los Angeles contra la finan- 
ciera “Mercado Abierto” (Memo de Rive- 
ro del 17/4/00 en La República 15/6/00). 


Aporte de información complementaria de 
la Gendarmería Argentina (Memo de Rive- 
ro del 17/4/00 en La República 15/6/00). 


Aporte de información complementaria de 
US Custom Service (Memo de Rivero del 
17/4/00 en La República 15/6/00). 


Primer oficio dirigido a la jueza Fanny 
Canessa firmado por el Oficial Principal 
Gonzalo Cozzolino, librado por la Briga- 
da Este de la División Narcóticos a la Jus- 
ticia Penal solicitando se investigue el la- 
vado de dinero en nuestro país. Se men- 
ciona al Sr. Danilo Arbilla, al estudio ju- 
rídico “Posadas, Posadas y Vecino” y al 
sistema financiero (Búsqueda del 15/6/00). 


El Sr. Danilo Arbilla se entera y habla 
con el Vice Presidente de la República, 
Senador Luis Hierro (“amigo de hace cua- 
renta años”) (Reportaje a Arbilla en CX 
14, En Perspectiva del 12/6/00). 


Reunión Arbilla - Rivero. Este último 
anuncia un segundo oficio aclaratorio. 


Segundo Oficio dirigido a la jueza Fanny 
Canessa firmado por el Comisario Ins- 
pector Julio Guarteche, Director de la Bri- 
gada Antidrogas. En su texto desaparece 
el estudio jurídico “Posadas. Posadas y 
Vecino”, la mención al sistema financie- 
ro y sólo queda la referencia a las pro- 
piedades del Sr. Danilo Arbilla (Búsque- 
da del 15/6/00). 


La Jueza Fanny Canessa decreta el ar- 
chivo (“sin perjuicio”) del expediente 
(Acta de la Comisión de Constitución y 
Legislación de la Cámara de Senadores 
del 14/6/00). 


El Dr. Danilo Arbilla envía una carta al 
Inspector Roberto Rivero en la que sos- 
tiene “Reitero mi disposición a dar toda 
la información que usted o la Dirección 
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28/3/2000 


29/3/2000 


29/3/2000 


Abril 
17/4/2000 


24/4/2000 


24/4/2000 


Mayo 
16/5/2000 
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General de Represión del Tráfico lícito 
de Drogas requieran o cualquier agencia 
extranjera en particular la DEA” (Búsque- 
da del 15/6/00). 


El Sr. Danilo Arbilla envía una carta al 
embajador de los Estados Unidos en Uru- 
guay poniéndose a “disposición de las 
agencias de su país que tengan que ver 
con la represión del narcotráfico, a los 
efectos de poner en claro mi situación” 
(Búsqueda del 15/6/00). 


Reunión SIP - Presidencia (Arbilla - Bat- 
lle). El Presidente informa al Ministro del 
Interior Guillermo Stirling. 


Tercer oficio dirigido a la Jueza Fanny 
Canessa solicitando el archivo del caso al 
Juzgado “al tomar conocimiento en el día 
de hoy” (Búsqueda del 15/6/00). 


Resolución del Ministro del Interior Gui- 
llermo Stirling por la que se determina 
una investigación administrativa (Acta de 
la Comisión de Constitución y Legislación 
de la Cámara de Senadores del 14/6/00). 


Memorándum reservado del Inspector 
Roberto Rivero al Ministro del Interior 
Guillermo Stirling, “Fundamentos para 
continuar la investigación” en el que se 
propicia la investigación de una extensa 
nómina de empresas (La República del 
15/6/00). 


Conclusiones de la Investigación adminis- 
trativa realizada por el Sub Secretario del 
Ministerio del Interior Dr. Daniel Borrelli 
(Acta de la Comisión de Constitución y 
Legislación de la Cámara de Senadores 
del 14/6/00). 


Sanción al Oficial Principal Cozzolino con 
10 días de arresto. Según el Ministro del 
Interior Guillermo Stirling, Rivero habría 
indicado a Cozzolino no cumplir la san- 
ción (Acta de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación de la Cámara de Sena- 
dores del 14/6/00). 


Disolución de la Brigada Antidrogas de 


Maldonado. 


Sanción al Inspector Roberto Rivero con 
30 días de arresto. 


31/5/2000 


Junio 
1/6/2000 


1/6/2000 


7/6/2000 


9/6/2000 


9/6/2000 


9/6/2000 


12/6/2000 


12/6/2000 
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Almuerzo del Sr. Danilo Arbilla con el 
Comisario Inspector Olivera Montes. 


Llamada del Inspector Roberto Rivero al 
Sr. Danilo Arbilla, advirtiéndole “que no 
jugara con él” (La República del 10/6/00). 


Memos del Sr. Danilo Arbilla al Presi- 
dente de la República Dr. Jorge Batlle y 
al Ministro del Interior Guillermo Stirling 
(Acta de la Comisión de Constitución y 
Legislación de la Cámara de Senadores el 
14/6/00). 


Destitución del Inspector Roberto Rivero. 


El Poder Ejecutivo promulga el Decreto 
N* 170/000 que modifica el artículo 2* 
del Decreto 346/999 de Creación de la 
Junta Nacional de Drogas. 


El Poder Ejecutivo promulga el Decreto 
N* 611/000 que ratifica al Dr. Alberto Sca- 
varelli como experto del Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay ante el 
Grupo de Expertos Gubernamentales del 
Mecanismo de Evaluación Multilateral de 
la Comisión Interamericana para el Con- 
trol del Abuso de Drogas de la Organiza- 
ción de Estados Americanos. 


El semanario Brecha, publica una nota de 
María Urruzola titulada “Un cese inexpli- 
cable”, dando cuenta del cese del Inspec- 
tor General Roberto Rivero. 


La Asociación de Prensa del Uruguay 
(APU) difunde una declaración de prensa 
en la que rechaza prácticas “contrarias al 
Estado de derecho y a la democracia”. 


Los periodistas del semanario Búsqueda 
realizan una conferencia de prensa en la 
que piden la intervención del Dr. Oscar 
Peri Valdéz, Fiscal de Corte. “Queremos 
saber cuánto tiempo, quiénes y por qué 
estuvieron espiando y registrando las con- 
versaciones telefónicas de los periodistas 
de Búsqueda”. 


En el programa En Perspectiva que se 
emite por CX 14, Radio El Espectador, se 
realiza una entrevista a la Jueza Dra. Fan- 
ny Canessa. En la misma expresa “yo en 
el momento tampoco tenía elementos para 
no solicitar la información que me pedían 
del registro, no podía saber si no había 
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13/6/2000 


13/6/2000 


13/6/2000 


14/6/2000 


14/6/2000 


14/6/2000 


una ebullición. (...) si no aparecería esta 
persona Di Tullio”, agregando, “el oficio 
del Sr. Ministro pidiendo el archivo, no 
tiene nada que ver con mi resolución. Mi 
resolución es un archivo sin perjuicio, por- 
que no encontré elementos probatorios 
para continuar las actuaciones. Esto no 
quiere decir que si aparecen, no se conti- 
núe la investigación”. 


La Asociación de la Prensa del Uruguay 
(APU) y los periodistas de Búsqueda en- 
tregan un escrito al Dr. Oscar Peri Val- 
déz, Fiscal de Corte solicitando iniciar una 
investigación. 


En el programa En Perspectiva se realiza 
una entrevista al Ministro del Interior Gui- 
llermo Stirling en la que el Secretario de 
Estado manifiesta “a partir de ese momen- 
to me tuve que convertir en un adminis- 
trador para evitar daños mayores. Ya sólo 
la presentación de ese escrito significó un 
daño muy grande para todos los involu- 
crados”, agregando “En este momento el 
Inspector Rivero tiene la obligación de sa- 
lir a los medios (...) aclarar su posición 
por una razón de prestigio de la policía 
que hoy está empeñada por su actitud, de 
prestigio del país que hoy está compro- 
metido por su irresponsable actitud y el 
Inspector Rivero está absolutamente auto- 
rizado, no sólo a formular declaraciones, 
sino a aportar las pruebas que entienda 
necesario”. 


El diario El Observador publica una en- 
trevista al Sr. Danilo Arbilla titulada “Es 
notorio que esto estuvo en Posdata, en La 
República y en Mate Amargo”. 


El Ministro del Interior Guillermo Stir- 
ling concurre a la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación de la Cámara de Sena- 
dores. 


En el programa En Perspectiva se realiza 
una entrevista al director de la revista Pos- 
data. En la misma Manuel Flores Silva 
afirma que Arbilla “mete al vicepresiden- 
te de la República -que citó dos veces a 
su despacho al señor Rivero-; dice inves- 
tiguen pero ve al ministro y al presidente. 
El resultado es una cosa rarísima: se para 
la investigación” 


El diario La República publica una nota 
titulada “Un mercado bien abierto”. En la 
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misma informa que “el Banco Central del 
Uruguay (BCU) autorizó la instalación de 
una Bolsa de Valores de futuro “Lafex 
SA”, presidida por Ramón Díaz”; publi- 
cada la lista de autoridades y asesores de 
la firma. 
14/6/2000 El diario La República informa que “a úl- 
tima hora de la noche pasada el inspector 
Roberto Rivero entregó a la jueza de 4* 
Turno de Maldonado, doctora Fanny Ca- 
nessa, un extenso documento conteniendo 
sus pruebas”. 


16/6/2000 La revista Posdata publica un extenso ar- 
tículo titulado “El caso Arbilla y todos 
sus detalles” en el que se reproduce el 
informe de la Dirección General 


Impositiva sobre la empresa Sasur SA.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Fau. 


SEÑOR FAU.- Señor Presidente: el Senado ha sido convo- 
cado para considerar los informes elevados por la Comisión 
Preinvestigadora nombrada en su oportunidad. 


Quiero señalar que el informe en mayoría que presentamos 
con el señor Senador Garat tiene, en lo que hace a los procesos 
de investigación en el Parlamento, algunas particularidades. 
Las mismas están dadas por una instancia que el Senado iba a 
vivir cuando la reunión de la Comisión Preinvestigadora y que, 
en realidad, luego vivió cuando llevó a la práctica su decisión 
del día anterior de trabajar en régimen de Comisión General 
con el señor Ministro del Interior, a efectos de debatir y anali- 
zar en profundidad y con amplitud todo lo que había venido 
ocurriendo hasta ese momento. 


La convocatoria del Senado a una reunión en régimen de 
Comisión General fue un hecho importante entre los determi- 
nantes para elevar este informe desaconsejando la conforma- 
ción de una Comisión Investigadora. Lo que se señalaba era 
que si el Senado, con idénticos propósitos, con los mismos 
objetivos había sido convocado para analizar con el señor Mi- 
nistro este tema, no parecía razonable, entonces, que de ante- 
mano se estableciese la decisión de aconsejar al Senado que 
abriera un proceso de investigación sin saber los resultados de 
lo que allí iba a ocurrir. 


Trataré de dar lineamientos objetivos del informe que com- 
prendan la voluntad del señor Senador Garat y la mía aunque 
luego, obviamente, haremos algunas referencias que no nece- 
sariamente deben identificarse con el informe, puesto que son 
las opiniones que, desde el punto de vista personal y político, 
ha de verter quien está llevando a cabo este informe. 


Asumo que luego de haber debatido más de ocho horas este 
asunto puede tener el riesgo de caer en el tedio pero, en defini- 
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tiva, es lo que el Senado ha resuelto y el Reglamento de la 
Cámara manda y la Constitución dispone. Con lo cual, sin 
duda alguna, en más de un aspecto va a darse una reedición de 
las instancias dialécticas que se vivieron en aquella oportuni- 
dad. El pedido de la Comisión Investigadora, tal cual surge en 
forma clara de la solicitud que en su momento se hizo se 
establece con una precisión fuera de otra consideración, que 
tiene como objetivo obtener el total esclarecimientio de las 
eventuales responsabilidades políticas y funcionales en rela- 
ción con las decisiones y medidas adoptadas en el Ministerio 
del Interior, a raíz de los hechos que culminaron con el cese 
del ex Director Nacional de Policía, Inspector General Roberto 
Rivero. Esto está en la nota del 21 de junio de este año firmada 
por el señor Senador Rubio para poner en marcha los mecanis- 
mos de la investigación. 


Es una situación atípica que cuando existe la voluntad de 
poner en marcha un mecanismo de responsabilidad política, se 
procese a través de una investigación. No digo que este méto- 
do esté excluido ni que vaya contra las normas constituciona- 
les y legales. Simplemente digo que en las prácticas parlamen- 
tarias no es el instituto o recurso que más se ha usado, sino que 
han sido otros y de otras formas. Cuando se habla de las res- 
ponsabilidades políticas lo que se juzga es la conducta del 
señor Ministro que es el que, por mandato constitucional, apa- 
rece como responsable político ante el Parlamento. 


Por lo tanto, es a él a quien se juzga, de acuerdo a su 
conducta, de acuerdo a los hechos o a las omisiones que pudo 
haber protagonizado. En este sentido, las disposiciones previs- 
tas en el artículo 119 de la Constitución son las que natural- 
mente siempre se han puesto en marcha y en práctica cuando 
se llama a responsabilidad a un Ministro, sin perjuicio de las 
otras disposiciones que ya establecen las formas procesales 
para llegar a la censura y cese de un Ministro. 


En consecuencia, si lo que se busca es la responsabilidad 
política, nosotros creíamos -y lo decimos en el informe- que se 
equivocó el camino que se utilizó, que era otro el que se debió 
haber recorrido, pero que naturalmente el denunciante estaba 
en todo su derecho de elegir aquellos mecanismos o procedi- 
mientos que considerara más adecuado. 


Importa sí señalar y enfatizar en el fundamento de la con- 
vocatoria a una investigación por parte del Senado y se mate- 
rializa y se delimita en forma muy concreta a esas responsabi- 
lidades políticas y funcionales. Pese a que no surge ninguna 
duda con respecto a que lo que anima al denunciante y a su 
sector político es tratar de esclarecer las responsabilidades po- 
líticas, en oportunidad de que el señor miembro denunciante 
compareció en la Comisión Preinvestigadora a efectos de fun- 
damentar y explicar cuál es la razón de lo que se busca y qué 
se procura -lo hizo con mucha seriedad y precisión el señor 
Senador Rubio- en una parte de su intervención, y según surge 
de la versión taquigráfica de dicha Comisión, el señor miem- 
bro denunciante dice que ésta es su preocupación básica; que 
no pretende que se integre una Comisión Investigadora para 
que se dedique a investigar el problema del lavado de dinero y 
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del narcotráfico en el Uruguay, sino que se quiere saber si en 
realidad la política a seguir que se piensa adoptar por parte de 
las autoridades, es la pertinente en la materia. 


Con la nota que firma el señor Senador Rubio donde dice 
para qué pide la Comisión Preinvestigadora y con la funda- 
mentación en forma expresa que realiza en la propia sesión de 
dicha Comisión, queda claro que el objetivo sobre el que nos 
debíamos pronunciar los asesores del Cuerpo, en este caso, 
para aconsejar o no la investigación, era la posibilidad de de- 
terminar las responsabilidades políticas del señor Ministro. No- 
sotros no nos teníamos que pronunciar si era bueno que el 
Senado investigara sobre el problema del lavado de dinero y 
del narcotráfico en el Uruguay, porque el propio denunciante 
dice que no pretende que esa Comisión se integre con esos 
fines, sino con el objetivo de esclarecer las eventuales respon- 
sabilidades políticas y funcionales del señor Ministro. Este no 
es un dato menor, sino por demás relevante, porque en el deba- 
te que se produjo en la sesión de Comisión General algunos 
señores Senadores -seguramente con la mayor honestidad- se- 
ñalaban que querían que se investigaran esos hechos para po- 
der esclarecer la situación que se originaba con un eventual 
lavado de dinero y el narcotráfico en el Uruguay. No nos tuvi- 
mos que pronunciar sobre eso y no tuvimos que analizar esa 
posibilidad porque la única denuncia, que fue la que tuvimos 
en cuenta, es la que nos dice que ese tema no forma parte de la 
preocupación de quienes han puesto en marcha estos procedi- 
mientos de investigación. 


Creo que el Senado debe tener en cuenta estos elementos 
en el momento de tomar la decisión final, porque me parece 
que hacen a la esencia y sustancia. Si de lo que se trata enton- 
ces no es investigar el problema del lavado de dinero y el 
narcotráfico en el Uruguay, sino analizar las responsabilidades 
políticas del señor Ministro, entonces pasa a tener especial 
importancia la sesión del Senado de la semana pasada en opor- 
tunidad de la discusión general. Allí estuvimos más de ocho 
horas conversando con el señor Ministro en un debate -coinci- 
do con varios señores Senadores cuando lo calificaron de cons- 
tructivo, civilizado y maduro- en el que se permitió que el 
señor Ministro contestara todas y cada una de las preguntas 
que se le formularon. Obviamente, para algunos señores Sena- 
dores habrá contestado en su absoluta satisfacción y para otros 
pudieron ser respuestas no satisfactorias, pero lo cierto es que 
ninguna de las preguntas que se le formularon al señor Minis- 
tro quedaron sin contestar. Es más, otro elemento fuerte en las 
afirmaciones de quienes propiciaban la investigación estaba la 
necesidad de poder contar con documentos que hasta ese mo- 
mento no se habían conocido oficialmente y que de ellos se 
tenía conocimiento a través de versiones periodísticas. 


En esta Sala y en este Recinto se repartió toda aquella 
documentación que estaba al alcance del señor Ministro poder 
proporcionar al Senado, con lo cual los señores Senadores 
pasaron de tener conocimiento de los documentos publicados a 
través de la prensa a tenerlos a través de fotocopias auténticas, 
que el titular de la Cartera entregó a cada uno, conteniendo la 
documentación que se le había reclamado. 
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Eso fue lo que ocurrió allí en la sesión del Senado y, ade- 
más, sin perjuicio de todo lo que se preguntó al señor Ministro, 
que se refirió especialmente a los cinco planteamientos que 
forman la pieza de solicitud de la investigación. A su vez, el 
señor Ministro, aparte de haberlo tenido por escrito, escuchó 
en esta Sala qué era lo que se quería saber y para qué se pedía 
la investigación y, minuciosamente, frente a cada interrogante 
formulada en la denuncia presentada, realizó una larga exposi- 
ción que, reitero, habrá sido satisfactoria o no, pero dio una 
respuesta. 


Eso es lo que hay que juzgar desde el punto de vista políti- 
co y eso es lo que deben tener en cuenta quienes promueven 
estos procedimientos: si esas explicaciones satisfacen o no, y 
en caso de que no satisfagan, existen los caminos para el lla- 
mado a responsabilidad política del señor Ministro. 


Lejos de nuestro ánimo está sugerir ningún camino; dema- 
slada jerarquía política tiene cada uno de los miembros de este 
Cuerpo como para que un par de ellos le indique qué debe 
hacer. Reitero que no es ese el ánimo con que estamos hacien- 
do estas reflexiones; simplemente estamos tratando de exponer 
un razonamiento acorde con la costumbre y la práctica parla- 
mentarias. 


Hice referencia a los antecedentes parlamentarios vertidos 
en aquella oportunidad en el Senado y me vino a la memoria 
una intervención que tuvo casi al final del debate el señor 
Senador Pereyra, quien además de su natural autoridad para 
Opinar en este Cuerpo en función de su trayectoria pública y 
personal, para dar más autoridad a sus juicios, agrega una in- 
tensa y vasta experiencia parlamentaria, con lo cual para mu- 
chos -seguramente para todos- cuando da su punto de vista es 
escuchado con respeto y con mucha consideración. Como ve- 
nía diciendo, el señor Senador Pereyra hizo una referencia a un 
aspecto puntual relacionado con llamar a responsabilidad polí- 
tica a un Ministro por hechos cometidos por funcionarios so- 
metidos a su jerarquía y en ese sentido, dijo que no es pensable 
que cuando se llama a responsabilidad política a un jerarca se 
juzgue su responsabilidad política por lo que diga o no un 
funcionario sometido a su jerarquía; si ese es el motivo del 
llamado a responsabilidad política, nunca se debe llamar al 
funcionario, sino al señor Ministro para que éste responda po- 
líticamente. 


Eso me trajo un recuerdo acerca de cuando me tocó inter- 
pelar a un Ministro del Interior por decisión de la fuerza políti- 
ca que en ese momento integraba. Interpelé a ese Ministro por 
la situación que se le había creado a un Legislador que a poco 
de puesta en marcha la democracia sus inmunidades habían 
sido desconocidas, siendo detenido y trasladado a una seccio- 
nal policial. Recuerdo que al interpelante de entonces en nin- 
gún momento se le ocurrió llamar a declarar al Comisario de la 
seccional en que fue arrestado el Legislador en cuestión ni a la 
fuerza política que integraba entonces se le ocurrió pedir que 
se trajera al Comisario. Se trajo al señor Ministro porque a 
nuestro criterio él era responsable político de lo que había 
ocurrido. Nunca pensamos que había un responsable indivi- 
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dualizado, que era quien tenía a su cargo las fuerzas policiales 
que produjeron esa detención. 


Tal como lo establece el sistema institucional del país, el 
Parlamento se maneja a través de sus Ministros, y es a ellos a 
quien se los llama a responsabilidad política. De esta manera 
el argumento de que para determinar la responsabilidad políti- 
ca sería bueno conocer la opinión de funcionarios sometidos a 
jerarquía -y no sólo la opinión, sino también la información de 
que se dispone, para no ser subjetivo en mis afirmaciones- no 
entra en la práctica ni en la naturaleza de los mecanismos 
habituales. ¿Con qué libertad viene a opinar un funcionario 
que tiene por encima suyo a un jerarca y que está sometido a 
normas disciplinarias mucho más que cualquier otro funciona- 
rio público -que vaya si lo está con respecto a su jerarca- y que 
se desempeña en una organización que ha sido pensada y esta- 
blecida para que funcione bajo el principio del mando, de la 
debida obediencia y del respeto a la jerarquía? Pensar que la 
investigación habilitaba la posibilidad de que pudiéramos con- 
tar con funcionarios que aportaran esa información va en con- 
tra del sentido natural del mecanismo de estos institutos. Más 
allá de lo que las sabias normas constitucionales establecen, 
están los testimonios de quienes tienen alguna experiencia en 
esta materia y nos explican -tal como lo hizo el señor Senador 
Pereyra- cuál es la forma en que deben asumirse estas situacio- 
nes. 


Por eso, este elemento tampoco podíamos tenerlo en cuen- 
ta; es más, nos llevaba a un pensamiento negativo, porque el 
camino que se buscaba explorar iba contra el sentido común y 
comprometía otras cosas, más allá de lo que la investigación 
había planteado. Además, en mi caso tengo experiencia parla- 
mentaria por haber integrado Comisiones Investigadoras du- 
rante años -algunas de ellas duraron meses y otras algunos 
años- y puedo decir que cuando se tratan aspectos vinculados a 
su naturaleza, en todas las oportunidades se terminó de una 
sola manera: elevando las conclusiones a la Justicia, con lo 
cual los parlamentarios muchas veces nos transformábamos en 
una especie de alguaciles, de auxiliares de algún Juez nacional 
o departamental, ya que recogíamos información, hacíamos un 
paquete que llevábamos al Juez y quedábamos muy tranquilos 
con la tarea porque dábamos a quien debía determinar elemen- 
tos para poder hacerlo. 


En este caso ni siquiera la Justicia iba a ponerse en marcha 
una vez que una Comisión Investigadora concluyera y resol- 
viera elevar sus decisiones por la sencilla razón de que ya 
había actuado en oportunidad de plantearse el tema; ya estaban 
en conocimiento tanto del Juez como del Ministerio Público de 
los acontecimientos que provocaban esta inquietud política en 
el Parlamento. Y el tan cuestionado documento del señor Mi- 
nistro del Interior remitido al Juzgado de lo Penal de Maldona- 
do cuando se desiste de la presentación de la documentación 
aprobada permitió saber que la Justicia había actuado. Asimis- 
mo se dedujo que el documento terminó siendo prácticamente 
irrelevante porque la Jueza, por razones formales, lo recibe y 
dice que aunque el documento no hubiera llegado ella ya había 
resuelto archivar el caso, sin perjuicio de las actuaciones, por- 
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que carecían de la prueba mínima que justificara un movimien- 
to que permitiera la actuación del Fiscal y de ella, en su caso. 
Y lo hace “sin perjuicio de” porque dice que de lo que le 
dieron hasta ahora, de lo que le proporcionaron, de lo que le 
aportaron, no encuentra ningún elemento que amerite una in- 
vestigación judicial. 


Pero eso sí, son hechos que no son menores. Si en su mo- 
mento se incorporan nuevos elementos de juicio, se hacen otros 
aportes y se traen nuevas pruebas, como esto se archiva sin 
perjuicio, de inmediato se reactiva la tarea judicial, se da parti- 
cipación al Ministerio Público, y esto continuará su marcha. 
Eso fue lo que ocurrió. El señor Ministro del Interior no pidió 
que se paralizara ninguna investigación; el señor Ministro no 
dijo: “Señora Jueza, le pido que no investigue”. El señor Mi- 
nistro simplemente dijo: “Mire señora Jueza, nosotros nos en- 
teramos de que sin nuestro conocimiento se ha presentado aquí 
un material que, al carecer de la menor fundamentación, un 
sentido mínimo de responsabilidad dice que se retire, porque 
ese material fue traído en forma mala, en forma errónea, en 
forma equivocada. Eso no tiene fundamento y, por lo tanto, 
nosotros lo que hacemos es retirarlo.” Entonces, aquí nadie 
pide que no se investigue; no lo pidió el señor Ministro ni 
nosotros. Fue la Jueza quien dijo que no investigaba, pero 
después, el señor Inspector Rivero dijo que él ahora creía del 
caso entregar una documentación que obra en su poder, que 
considera importante en cantidad y en calidad, y resuelve pre- 
sentarla en la Justicia. El señor Inspector Rivero sigue siendo 
funcionario del Ministerio del Interior; está bajo la jerarquía 
del señor Ministro. Nadie le dijo ni le insinuó que no presenta- 
ra la documentación; al contrario, se le incitó a que si tenía en 
su poder esa documentación, la presentara. Y el señor Inspec- 
tor Rivero la presenta, ante lo cual la Jueza dice: “Yo esto lo 
había archivado sin perjuicio. Si ahora hay nuevos elementos, 
lo que corresponde es sacar del archivo el expediente y traerlo 
a mi despacho para incorporar lo que el señor Inspector Rivero 
proporciona y, entonces, seguiremos las actuaciones.” Es lo 
que está haciendo la Jueza; está continuando las actuaciones 
que emergen de la nueva documentación, y no está cumpliendo 
un mero trámite: está citando nada más ni nada menos que a 
todos los protagonistas, voluntarios o involuntarios, de estos 
sucesos. Además, le dio participación al Ministerio Público. El 
Fiscal está en conocimiento de estos hechos y cada uno actúa 
dentro de su esfera y competencia en los nuevos elementos que 
ha aportado el señor Inspector Rivero. Es más; creo que en el 
día de hoy, el propio Inspector Rivero está declarando en el 
Juzgado de Maldonado para fundamentar aún más lo que había 
presentado y, obviamente, contestar las preguntas que la Jueza 
le pueda formular. Ayer, entre otros, declaró el periodista Pao- 
lillo. Asimismo, se señala que en esta semana sería interrogado 
el director de “Búsqueda”, señor Danilo Arbilla. Quiere decir 
que está en pleno proceso de desarrollo la actividad que a la 
Jueza se le ha pedido, en función de los elementos que se han 
presentado. 


Entonces, digo que a los elementos que teníamos cuando 
elevamos el informe del 22 de junio de este año, ahora se ha 
incorporado otra información. Pero resulta que como el tiempo 
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es un gentilhombre, desde entonces a la fecha, han surgido 
nuevos hechos. ¿Cuál fue la piedra del escándalo? El memo- 
rando de enero del Inspector Rivero. Ahí se empiezan a desen- 
cadenar estos acontecimientos; es cuando el Inspector Rivero 
señala que en función de información proveniente de los orga- 
nismos especializados de los Estados Unidos -sea la Dirección 
de Aduanas o la DEA- pone en conocimiento de la Justicia 
estos graves hechos. Es decir que todo esto se inicia porque la 
DEA o la Dirección de Aduanas de los Estados Unidos hicie- 
ron llegar comprometedora información que justificaba ese ac- 
cionar. 


El señor Ministro del Interior, entre sus tantas preocupacio- 
nes, tiene la de verificar la certeza, la veracidad de una infor- 
mación tan delicada como ésta, y entonces hace lo que efectua- 
ría cualquier Ministro del Interior si desea corroborar los da- 
tos. Se dirige por nota al señor Embajador que representa a ese 
país cuyas autoridades habrían dado aquella información, a los 
efectos de que confirme que tales datos habían sido proporcio- 
nados. El señor Ministro del Interior se dirige al señor Christo- 
pher Ashby -que es el Embajador de los Estados Unidos ante 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay- y le pre- 
gunta sobre el hecho que se menciona en el memorando de 
enero, que se puso en conocimiento de la Justicia y que era la 
pieza clave, el elemento fundamental, lo absolutamente ilevan- 
table e irreversible, es decir, si las oficinas especializadas de 
los Estados Unidos aportaron esa información que daba mérito 
a que la Justicia uruguaya interviniera. 


Con fecha 22 de junio de este año, el señor Embajador de 
los Estados Unidos de América en el Uruguay responde al 
señor Ministro, en carta que paso a leer y que, por otra parte, 
ya está en poder de los señores Senadores, porque el señor 
Ministro quiso, por delicadeza, que cada uno de los integrantes 
de este Cuerpo tuviera este antecedente. La carta del Embaja- 
dor Christopher Ashby dice, textualmente: “Señor Ministro, 
Esc. Guillermo Stirling, Ministerio del Interior, Montevideo. 
Señor Ministro: Me dirijo a usted en respuesta a su carta del 
13 de junio pasado, en la que solicita aclaración en el sentido 
de si el Servicio de Aduana de los Estados Unidos o la Admi- 
nistración para el Control de Drogas (DEA) proporcionaron 
cierta información a la Dirección General de Represión del 
Tráfico Ilícito de Drogas de este Ministerio.- Después de veri- 
ficar con nuestra oficina regional del Servicio de Aduana en 
Montevideo, y con las oficinas regionales de la Administración 
para el Control de Drogas y del Agregado Legal en Buenos 
Aires, deseo informarle que dichas oficinas han examinado sus 
archivos y no han encontrado ninguna documentación que se 
haya proporcionado a la Dirección General de Represión del 
Tráfico Ilícito de Drogas sobre las personas y la entidad que 
usted indica en su carta, a saber, Sr. Danilo Arbilla, Esc. Javier 
Mario Morassi y el Estudio Jurídico Posadas, Posadas y Veci- 
no.- Hago propicia la oportunidad para elevar a usted las segu- 
ridades de mi más alta consideración. Christopher Ashby. Em- 
bajador”. 


Hete aquí que con respecto a las informaciones que habría 
recibido la Dirección General de Represión del Tráfico lícito 
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de Drogas de los organismos de la Aduana y de la DEA de 
Estados Unidos, y que llevaron al Inspector Rivero a formular 
las denuncias, los Estados Unidos de América oficialmente 
informan al Gobierno de la República que nunca le entregaron 
ninguna información ni documentación a aquella Dirección. 


Pero además de decir que no entregaron, no aportaron ni 
hicieron llegar ninguna información, específicamente se pro- 
nuncian sobre el señor Danilo Arbilla, sobre el escribano Ja- 
vier Mario Morassi y sobre el estudio jurídico Posadas, Posa- 
das y Vecino. 


Pienso que en órganos plurales como éste a veces es nece- 
sario hacer algunos esfuerzos dialécticos para probar aquello 
sobre lo que uno íntimamente tiene el convencimiento, pero 
que a veces siente que no encuentra los recursos idóneos para 
poder convencer. Digo que en este caso sólo basta manejarse 
con hechos, con documentos, con juicios y pronunciamientos 
que no quedan librados a una libre interpretación para que le 
puedan dar un sentido determinado; no, nunca tanta tranquili- 
dad y tanta certeza para poder fundamentar una posición como 
ésta. 


¿Qué vamos a investigar? ¿Qué vamos a investigar si la 
pieza central que origina todo este proceso arranca con el ele- 
mento determinante de decir que esa información, que es la 
que explica todo esto, nunca existió, nunca se aportó y nunca 
se proporcionó? Este proceso que se inicia en enero ha queda- 
do pulverizado, no existe, pero sin perjuicio de ello, si alguna 
duda aun pudiese quedar, la certeza que tenemos nosotros es la 
tranquilidad que nos da saber que el Poder Judicial está ac- 
tuando. Asimismo, si entendemos este sistema democrático del 
que formamos parte y cuya vertebración institucional, entre 
otras cosas, parte de una separación de Poderes en donde nos 
respetemos mutuamente en cuanto a reconocer nuestra inde- 
pendencia, debemos pensar, sea o no nuestra voluntad, que si 
el Poder Judicial está investigando y al mismo tiempo lo hace 
el poder político en forma paralela, lo queramos o no habrá 
una incidencia, una interferencia y una presión política que los 
Jueces fatalmente sienten. 


Pienso que tenemos que ser cuidadosos cuando reivindica- 
mos con fuerza el respeto a nuestra independencia y a nuestra 
autonomía, cuando somos férreos custodios de que el Poder 
Ejecutivo no se inmiscuya en nuestros asuntos porque esa es la 
independencia que necesitamos para poder actuar con libertad. 
La existencia de esos valores que forman la concepción liberal 
básica del sistema democrático republicano y representativo, 
es también la que debe jugar cuando nos referimos a otro 
Poder, al Poder Judicial. Tenemos que ser muy cuidadosos. 


¿Cómo se puede sentir un Juez cuando sabe que los Parti- 
dos Políticos, los líderes y los Senadores están indagando lo 
mismo que él? ¿Quién le marca el ritmo al Juez? ¿Lo que 
surge de la sede judicial o lo que está ocurriendo en ese mundo 
que lo circunda y del que él forma parte? ¡Cuidado con estas 
cosas! Es bueno que el país siga manteniendo Jueces indepen- 
dientes como los que tiene; que siga teniendo Jueces honestos 
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como los tiene. Esa honestidad y esa independencia son pro- 
ducto del respeto mutuo que las instituciones se han tenido 
históricamente en el país. Por lo tanto, diría que si el Poder 
Judicial hubiera sido indiferente a estos hechos, de pronto po- 
dría entenderse que el poder político hiciera alguna manifesta- 
ción, pero cuando está actuando y lo está haciendo bien, cuan- 
do archiva porque tiene que archivar, cuando desarchiva por- 
que así debe ser, cuando interroga porque debe interrogar, cuan- 
do cita porque debe citar y cuando le da participación al Mi- 
nisterio Público porque ello corresponde, ¿no nos está dando 
todas las garantías de que las cosas se están haciendo bien? 
Entonces, si las cosas se están haciendo bien, no comencemos 
a incidir para que de pronto se empiecen a hacer mal. 


Pienso que es buena cosa que enfaticemos la importancia 
que tiene esa independencia con que el Poder Judicial cuenta, 
que es histórica en el país y que forma parte de una de sus 
riquezas. Siempre hemos pensado que los uruguayos tenemos 
una identidad nacional, que ella existe y que se nutre de mu- 
chas cosas, de valores humanos, culturales, políticos e institu- 
cionales. Se trata de una identidad nacional que pasa por ese 
convencimiento de respeto a las instituciones, de saber cuáles 
son nuestras competencias y cuáles las ajenas, y por el hecho 
de tener un Poder Judicial que es un ejemplo. A veces observa- 
mos en la prensa realidades muy cercanas a las nuestras, con 
Jueces cuestionados, acusados e investigados, mientras que en 
este país tenemos un conjunto de Magistrados que hacen del 
ejercicio de su actividad la vocación y motivo de su vida y 
nunca -salvo rarísimas excepciones- han sido motivo de pre- 
ocupación en las páginas policiales de los diarios. Esta es una 
riqueza colectiva que tenemos todos: Gobierno y oposición, 
fuerzas sociales y políticas, y todos la debemos cuidar. 


Por todo esto es que debemos tener la prudencia necesaria 
para saber cuáles son los escenarios políticos, con qué fuerza 
debemos jugar en ellos y, por lo tanto, debemos tener la sufi- 
ciente entereza para saber autocontrolarnos, en la medida en 
que nuestro autocontrol va a significar que otro Poder se sienta 
tranquilo, seguro y respetado como lo ha sido prácticamente a 
través de toda la historia del país. 


Señor Presidente: estas son, en líneas generales, las razones 
y los fundamentos por los cuales nosotros no aconsejamos la 
investigación. Diríamos que se trata de un convencimiento muy 
profundo, de tener la certeza de que aun comprendiendo la 
preocupación que lleva a quienes formulan las denuncias -de 
cuya honestidad no hay derecho a poner la más mínima duda- 
los caminos que se han escogido son equivocados. ¡Bastantes 
temas de debate tiene el país! ¡Bastantes adversidades tiene el 
país! Todos sabemos que este no va a ser un año fácil desde 
distintos puntos de vista. Vivimos una situación coyuntural que 
no nos es especialmente favorable, una realidad regional que 
está incidiendo más de lo que deseamos y un sector productivo 
castigado por varios factores, entre otros, hasta por la propia 
naturaleza. Hoy son los esfuerzos nacionales los que se recla- 
man para ver cómo damos respuesta a esos problemas. Tene- 
mos una agenda política cargada de temas polémicos y contro- 
versiales. ¿Qué necesidad tenemos de incorporar otro elemento 
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más de discordia, de enfrentamiento y de confrontación cuan- 
do éste resulta absolutamente innecesario porque ya están en 
marcha y en camino los procedimientos que recogen todas esas 
preocupaciones que fueron trasladadas al Parlamento? 


Por otro lado, además de salvaguardar esos valores institu- 
cionales, también tenemos que cuidar al país y su prestigio. 
Estos temas del narcotráfico y del lavado de dólares no forman 
parte de nuestras costumbres y nuestro estilo de vida, no pasan 
porque estemos conviviendo permanentemente y a diario con 
esos fenómenos. 


Son otras naciones las que tienen esas desgracias; son otros 
pueblos los que sufren esas calamidades. Ellos, que las tienen 
y que las sufren, ven afectado el prestigio de sus propios paí- 
ses. Nosotros, que no lo tenemos afectado, cuidémoslo, porque 
en esta realidad adversa que nos toca enfrentar, en esta coyun- 
tura difícil, en este año duro que vamos a tener, necesitamos 
que el Uruguay siga siendo un país creíble, confiable, que dé 
certezas y, en consecuencia, que esa inversión que en el mundo 
anda y que todos estamos ansiosos de poder captar, nos siga 
viendo como un país jurídicamente seguro, con una plaza fi- 
nanciera confiable, con una Justicia creíble y con un sistema 
institucional que funciona a plenitud. No vayamos, inconscien- 
temente, a incorporarnos a la lista de países que tienen estos 
aberrantes problemas que empañan su imagen y terminan ais- 
lándolo de la realidad del mundo. Si lo hemos logrado por ser 
una sociedad de gente honesta, honrada, mantengamos estos 
valores que ayudan a formar nuestra identidad. 


Seamos duros con todo lo que pueda darse en materia de 
narcotráfico y lavado de dólares; respaldemos a la Justicia; 
digámosle a la Jueza que estamos dispuestos a respetar todos y 
cada uno de sus veredictos y que no nos vamos a inmiscuir en 
sus asuntos. Mientras tanto, no hagamos un debate en el país 
sobre hechos que no nos hacen bien y no nos favorecen, pero 
que no tenemos que ocultar ya que forman parte del debate y 
no se dan con una gravedad y una incidencia que amerite con- 
siderarlos como fenómenos que ocurren en el Uruguay. Este es 
otro elemento que no debemos dejar de tener en cuenta. 


Termino señalando que el transcurso de los días no ha he- 
cho más que afirmar este convencimiento. Ahora; naturalmente 
que el Gobierno es responsable político de lo que hace. Por lo 
tanto, lo que hizo, lo pudo haber hecho bien o no. ¡Claro que 
cabe esa posibilidad! Si lo hizo bien, respaldemos al Gobierno; 
en caso contrario, llamémoslo a responsabilidad política. Aho- 
ra bien, si no estamos satisfechos con la forma en que explicó 
las cosas, porque lo hizo mal o no lo hizo totalmente; si no nos 
convencen los documentos que aportó; si seguimos pensando 
que no actuó como debió hacerlo; si nos preocupa la compe- 
tencia política, pongamos en marcha los mecanismos de res- 
ponsabilidad política. Además, esto lo podemos expresar con 
gran tranquilidad, porque podríamos decir: “Los estamos inci- 
tando a que interpelen, pero no lo van a poder hacer porque no 
les vamos a dar nuestros votos y, por lo tanto, no van a tener el 
respaldo para poder poner en marcha el mecanismo”. No; deci- 
mos con gran sinceridad que el camino es el llamado a Sala al 
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Ministro, porque es una decisión política que pueden tomar en 
forma autónoma las fuerzas políticas que pusieron en marcha 
este mecanismo. El importante resultado electoral obtenido le 
ha significado a esa fuerza tener una presencia parlamentaria 
de singular importancia que, entre otras cosas, en este Cuerpo 
le alcanza, sin problemas, para lograr el quórum necesario para 
llamar al Ministro y hacerlo políticamente responsable. 


Por lo tanto, aquí no hay nada clausurado, cerrado. Estos 
episodios pueden seguir, tanto desde el punto de vista parla- 
mentario como del político; pero pueden continuar por donde 
deben continuar. Si el tema es la responsabilidad política, no 
hay otra forma, no hay otro mecanismo, no hay otro recurso, 
hay uno solo: llamar al Ministro a responsabilidad política. 
Eso es lo que desde nuestro punto de vista habría que hacer 
pero, obviamente, cada uno es dueño de sus decisiones y se 
harán las cosas que se quieran hacer. A nosotros, además, nos 
da la tranquilidad de que aconsejando la no - investigación, no 
estamos liquidando el tema. ¡Vaya si estamos seguros de que 
el tema no se liquida con esta propuesta que hacemos! Estamos 
convencidos, sí, de que en lo que tiene que ver con la investi- 
gación, este tema está, desde el punto de vista parlamentario, 
concluido. Se trata de un tema, planteado en términos de in- 
vestigación, absolutamente cerrado, concluido, porque ya están 
investigando quienes deben hacerlo. Lo que resta son instan- 
cias políticas que no dependen de nosotros, que estamos satis- 
fechos con las explicaciones del señor Ministro; por lo tanto, 
no se nos ocurre poner en marcha otros mecanismos. Sin em- 
bargo, si en este Cuerpo existe insatisfacción política, tenemos 
la tranquilidad de saber que existen los procedimientos para 
terminar con ella y que no dependen de ningún factor ni ele- 
mento político y no necesitan de la confluencia de acuerdos 
con ningún partido o sector. Eso nos da, reitero, la tranquilidad 
de que la oposición va a poder cumplir una de sus tareas esen- 
ciales, que es fiscalizar los actos de la Administración que se 
relacionan con la responsabilidad política del Ministro. En con- 
secuencia, cada uno, en su momento, adoptará los procedi- 
mientos que crea del caso. 


Señor Presidente: con estas argumentaciones y otras que 
eventualmente podamos incorporar en el desarrollo del debate, 
es que aconsejamos al Senado de la República que no designe 
la Comisión Investigadora oportunamente solicitada. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: nosotros inten- 
tamos actuar, en el ámbito del Senado, con un criterio riguro- 
so, político, lo más técnico posible, pero que también implique 
el ahorro de largas discusiones siempre que tenemos el con- 
vencimiento de que los dados están más o menos echados. 


La forma en que se desarrolló la votación en el seno de la 
Comisión Preinvestigadora y la manera en que viene funcio- 
nando -casi como un solo partido- la coalición de Gobierno 
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nos hace pensar que la decisión del Senado va a ser negar el 
nombramiento de la Comisión Investigadora. Pensamos que es 
así. No estamos contra las coaliciones, no nos disgusta la disci- 
plina partidaria, incluso dentro de las coaliciones, pero por esa 
misma razón y con un criterio pragmático, vamos a ahorrarle al 
Cuerpo una larga exposición, haciéndola muy breve y, sobre 
todo, vamos a intentar no repetir argumentos a favor del nom- 
bramiento de la Comisión Investigadora que se encuentran en 
el informe en minoría que quien habla elaboró y que fue distri- 
buido entre los miembros del Cuerpo. Quienes lo lean, encon- 
trarán allí las razones que vamos a esgrimir agregando, ade- 
más, algunos elementos nuevos, que surgieron luego de la com- 
parecencia del señor Ministro del Interior a la Comisión Gene- 
ral que a pedido del Partido Colorado y probablemente tam- 
bién del Partido Nacional tuvo lugar hace unos días. En conse- 
cuencia, reitero que doy por reproducido el informe que aspi- 
raría a que fuera leído con benevolencia por parte de los miem- 
bros del Senado. 


Voy a agregar lo siguiente, en homenaje a la brevedad 
expositiva. En primer lugar, creo que ha quedado bien claro 
desde la comparecencia del señor Ministro del Interior, de que 
por lo menos mientras él ha sido Ministro -esas fueron sus 
palabras- es la primera vez que el Poder Ejecutivo se dirige al 
Poder Judicial en el sentido de que no quiere seguir la investi- 
gación, o que la denuncia que fue hecha por un funcionario 
policial no cuenta con el apoyo del Ministro o del Poder Eje- 
cutivo, o que se solicita que se archive o que no se siga la 
investigación de aquí en adelante. Aclaro que uso todas estas 
alternativas porque nunca vi la nota y esa es, justamente, la 
razón por la cual me gustaría que se creara una Comisión 
Investigadora. Creo que esto nunca ha ocurrido oficialmente, 
por lo menos que yo conozca, y no sólo me refiero al período 
de actuación de este Ministro del Interior. Esa es una opinión. 
Creo que el Poder Ejecutivo no se ha dirigido al Poder Judicial 
después de una denuncia policial, acusación o puesta en cono- 
cimiento -tampoco sé bien que hizo el Inspector Rivero porque 
no tengo el texto del documento- pero, insisto, que esto no ha 
ocurrido. Además, desde el punto de vista jurídico esto no 
debe ocurrir porque cuando la policía envía una comunicación 
al Juzgado, éste puede abrir o cerrar una investigación y se- 
guirla, sin que el Poder Ejecutivo le diga -si es que le dijo- que 
la debe continuar o no. Me parece correcto que si el Ministro o 
el Poder Ejecutivo, un funcionario policial u otro jerarca tiene 
nuevos elementos que ha indagado y que pueden ser de interés 
para la Justicia, tanto para avanzar como para archivar, que se 
los haga llegar. Eso no está mal porque la policía puede poner 
el tema en conocimiento de un juez, y quizás después pueda 
contar con otros elementos, como puede ser la carta que hoy 
nos ha hecho llegar el señor Ministro del Embajador de los 
Estados Unidos. Si le hubiera hecho llegar esa carta, segura- 
mente incidiría para el lado del archivo, hecho que me parece 
muy bien, pero no se hizo esa indagación en el Ministerio del 
Interior. Por esa razón, insisto, debería designarse una Comi- 
sión Investigadora. Se supo por vías que, a mi juicio, no fueron 
muy ortodoxas ni comunes, que ni Rivero informó a su jerarca, 
ni el señor Presidente del Senado que habló con Rivero le 
informó al señor Ministro, aunque al respecto ya dio las razo- 
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nes por las cuales no lo hizo. En determinado momento, el 
Ministerio del Interior se entera del asunto y envía una nota al 
Juzgado, aunque hasta ahora no la he conocido, como no co- 
nozco el texto de la denuncia, acusación O puesta en conoci- 
miento que hizo la policía a través de un subordinado de Rive- 
ro y del Ministro -creo que se llamaba Cozzolino- al Juzgado. 


Por todo esto, creo que estamos ante un hecho inédito en el 
país, y a mí me gustaría averiguar por qué en este caso ocurrió 
esto. Si se hubiera dado que el Ministerio averiguó una serie 
de cosas y encontró que la denuncia, acusación o puesta en 
conocimiento, que se había formulado por parte del subordina- 
do de Rivero, que era el que firmaba, estaba mal hecha, me 
parece muy bien que la policía o el Ministerio dijera que luego 
de enviar esa comunicación, le iba a enviar otra porque, proba- 
blemente, iba a servir para archivar o para avanzar en la inves- 
tigación. En realidad no lo sé, porque no sé qué fue lo que se 
hizo dentro del Ministerio del Interior y me parece que lo 
tenemos que averiguar. Esa es la razón por la cual agrego el 
informe en minoría que es un análisis de los tres requisitos que 
el reglamento solicita para que proceda la Comisión Investiga- 
dora. Me refiero a la seriedad, a la entidad y a la oportunidad 
de la denuncia. 


Quisiera hablar en este momento sobre una razón que se ha 
esgrimido con frecuencia para negar el nombramiento de una 
Comisión Investigadora. Se ha dicho, y es verdad, que en la 
petición final del denunciante -cuando dice por qué tiene que 
ser nombrada la Comisión Investigadora- se dice que es para 
verificar qué responsabilidades políticas y funcionales hay. Es- 
tas no están referidas exclusivamente al señor Ministro, como 
es Obvio, pero está claro en toda la denuncia, que se refiere a 
eventuales responsabilidades del Ministro, de funcionarios po- 
liciales -fundamentalmente Rivero y otros subordinados- inclu- 
sive a la intervención del señor Presidente del Senado y Vice- 
presidente de la República en conversaciones con el inspector 
Rivero. Si bien eso es cierto que esa era la delimitación en el 
petitorio final, cuando se dan los fundamentos del pedido de la 
investigación, que figura en la página 17 del Repartido N* 44 
de la Carpeta N* 200 de 2000, el señor Senador Rubio dice, 
bajo el título “Fundamentos de la solicitud”: “En la especie, la 
indagatoria tiene que estar motivada por las características re- 
pudiables de los delitos conexos al narcotráfico, pero también 
está determinada por la legislación vigente y los convenios 
internacionales signados por nuestro país, que establecen obli- 
gaciones en la materia. En particular nos referimos a las le- 
yes”... Y luego agrega: “Uruguay ha transitado en la última 
década un camino de creciente lucha contra el narcotráfico, 
con protagonismo internacional en ese combate. Resultan difí- 
ciles de comprender algunas afirmaciones al respecto realiza- 
das por jerarcas gubernamentales recientemente, al igual que la 
dispuesta disolución de la Brigada Antinarcóticos de Maldona- 
do”. Cuando se hacía la denuncia se terminaba diciendo por 
parte del señor Senador Rubio que se formara una Comisión 
Investigadora, con el fin de obtener el esclarecimiento de las 
eventuales responsabilidades políticas y funcionales, agregan- 
do que esto era en relación con las decisiones y medidas adop- 
tadas en el Ministerio del Interior a raíz de los hechos que 
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culminaron con el cese del Director Nacional de Policía, Ins- 
pector General Roberto Rivero. Estos hechos fueron una de- 
nuncia, una acusación o puesta en conocimiento -repito que no 
sé porque no he visto el documento ni lo tenemos ahora- al 
Juzgado sobre los temas del narcotráfico. Naturalmente, si se 
designara una Comisión Investigadora -y repito que no queda 
muy ortodoxo decirlo, pero sé que hay un acuerdo político y 
quizás convencimiento personal de todos y de cada uno de los 
señores Senadores de que no se nombre dicha Comisión- se 
estudiarían las responsabilidades políticas y funcionales a la 
luz de los hechos que motivaron que se produjeran estos acon- 
tecimientos, entre ellos nada menos que una circunstancia in- 
édita: por primera vez, por lo menos en el procedimiento pe- 
nal, que el Poder Ejecutivo, después que la policía dio cuenta 
de determinados hechos -ciertos o no, no me interesa ni corres- 
ponde calificar- se le manda decir que no se es partidario de 
continuar la investigación, o algo parecido, porque tampoco vi 
la nota que el Ministerio enviara al Juzgado. Y no la he visto 
por falta de esfuerzo para leerla, sino porque no ha sido puesta 
a disposición de los señores Legisladores. No es el primer caso 
-si fuera así, yo no lo sé- en el que la policía formula una 
denuncia, acusación o puesta en conocimiento al Juzgado sin 
pruebas y diciendo cosas absolutamente inconducentes y que 
no son ciertas. 


Este no es el primer caso. Podemos recorrer la historia de 
los memorandos policiales a los Juzgados y ver cuántos de 
ellos han dado lugar a procesamientos en los que la diferencia 
entre unos y otros no es importante. Quiere decir que en esos 
casos los jueces consideraron que no había, no prueba -y lo 
destaco, porque es bueno aclarar que no se necesita prueba- 
sino semiplena prueba. Hay que entender que esto es así por- 
que así es el proceso penal, y se requiere semiplena prueba 
para procesar. Es claro que en la práctica, en nuestro país, en 
el noventa y tanto por ciento de los casos, una vez que se 
procesa es porque todo el mundo tiene la convicción de que 
hay prueba. 


No me gustaría ser reiterativo, pero voy a mencionar un 
caso al que me referí el otro día. Hace poco, en la sucursal del 
Banco de la República de La Paloma se produjo un robo, hubo 
un tiroteo y mataron a un joven policía; lo mataron, lo asesina- 
ron. Días después había una gran alarma y una gran angustia 
en la Policía y en la gente. También días después pusieron 
preso a un ex policía -tal vez jubilado- de quien todos sabían 
que no tenía nada que ver con ese hecho. Si no me equivoco, 
este ex policía estaba en otro departamento del interior, con su 
familia. Todo el mundo sabía, desde que lo llevaron y mientras 
lo tuvieron detenido, que él estaba en el interior, y él mismo 
preguntaba qué estaba pasando. Tanto es así, que la Policía ya 
lo había comunicado al Juzgado y, a consecuencia de ello, 
cuando el Juez lo citó, el ex policía explicó eso mismo, que- 
dando en libertad enseguida. Luego de esto, salió a desmentir 
mediante notas en la prensa y en las radios locales. 


No creo que al Poder Ejecutivo, ante el caso de este policía 
que estuvo preso -si no me equivoco, estuvo dos o tres días en 
proceso de interrogación; por supuesto, se le avisó al Juez 
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dentro del plazo correspondiente- se le hubiera ocurrido en- 
viarle una nota al señor Ministro del Interior manifestándole 
que la Policía actuó mal. Y esto es porque el Juez interrogó y 
pudo comprobar que las coartadas eran clarísimas. Conozco 
una cantidad enorme de casos similares a este, inclusive algu- 
nos de condenas, como el de aquel señor que estuvo unos 
cuantos años preso en la cárcel de Canelones debido a un error 
policial y judicial. Allí se equivocó la Policía, se equivocó el 
Juez, pero tampoco el Poder Ejecutivo -aunque algún jerarca 
tuviera conocimiento de ello- mandó decir que se suspendiera 
la investigación. Por supuesto, si hubiera habido un elemento 
de juicio nuevo, habría que haberlo puesto en conocimiento de 
la Justicia. 


Sin embargo, respecto a este caso creo -por lo que he oído 
decir acá al señor Ministro- que lo que mandó decir era algo 
como que él no compartía que se hubiera hecho esa denuncia 
sin una investigación previa; a lo mejor hubo una investigación 
previa, pero nosotros no lo sabemos. Por este motivo es que 
pretendemos que se conforme una Comisión Investigadora, por- 
que lo que queremos es averiguar. No voy a insistir en los 
argumentos para probar la entidad, la seriedad y la oportuni- 
dad de la denuncia que formuló el señor Senador Rubio; sólo 
quiero agregar que entiendo procedente la conformación de 
una Comisión Investigadora. 


Cuando planteamos una solicitud de este tipo es porque nos 
parece importante escuchar la palabra de Rivero y de otra 
cantidad de gente, no sobre el tema específico que está inda- 
gando el Juez -una denuncia concreta- sino sobre la carta del 
señor Embajador de los Estados Unidos que hoy se nos entre- 
gó. Debo decir, con total seriedad, que tengo información, pero 
no sé si es verdadera. Esa información habla de que la Policía 
tiene datos brindados -no digo en forma escrita o que hayan 
sido extraídos de algún archivo- por el Servicio de Inteligencia 
de los Estados Unidos sobre el tráfico de drogas en el Uru- 
guay. He recibido esta información pero, ¿cómo puedo saber si 
es verdad? La carta del señor Embajador tiene una gramática 
tajante, pero es muy cuidadosa y dice que, revisados los archi- 
vOS, no aparece que se haya dado información. Quienes tienen 
alguna experiencia -y no soy uno de ellos- saben cómo se da la 
información respecto a estos temas y, precisamente, no se saca 
de un archivo. 


Este episodio me hace recordar otro que hoy puedo llamar 
gracioso, pero que en su momento era trágico. Había un distin- 
guidísimo preso político en la época de la dictadura a quien le 
imputaban que había recibido un arma de la subversión. Quie- 
ro aclarar que no doy el nombre de esta persona porque pienso 
que sería una descortesía salir del Senado para preguntarle si 
me autoriza a hacerlo. En esa instancia se decía que un subver- 
sivo le había dado un arma y se mencionaban la marca, el 
número y demás datos. Cuando conversamos con este distin- 
guido preso político nos hizo saber que esa arma se la había 
enviado el Comando del Ejército porque había recibido noti- 
cias del Servicio de Inteligencia de que iba a haber un atentado 
en contra suya. Es así que esa arma se la había llevado el 
Coronel Trinidad, quien se la entregó de parte del Comandante 
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en Jefe, señor Tamiel. Entonces, pedimos en el Juzgado Mili- 
tar, sin mucha esperanza, que citaran al Coronel Trinidad, quien 
además era un hombre de la dictadura. Cuando concurrió a la 
citación, manifestó que, efectivamente, por orden del Coman- 
dante en Jefe, había entregado el arma a ese preso político, 
confirmando todo lo que éste había dicho. El Fiscal y el Juez 
militar, haciendo gala de una ignorancia supina o, tal vez, de 
una viveza -creo que esta es la hipótesis más acertada- dijo que 
esa prueba no se aceptaba porque en el Servicio de Material y 
Armamento habían revisado los archivos y en los inventarios 
no figuraba que se hubiera sacado esa arma para entregársela 
al preso. 


Tal vez el Embajador de los Estados Unidos mandó revisar 
-y es probable que efectivamente se hayan revisado- los archi- 
vos y no apareció que se hubiera dado la información. Sin 
embargo, me gustaría saber si esa información fue dada o no, 
porque me han dicho que sí. Hace tiempo que me dijeron que 
estaban dando esa información, desde luego, sin actas. Es más, 
un abogado, en un almuerzo interdisciplinario realizado en la 
Embajada de los Estados Unidos -en momentos en que el Em- 
bajador no era el actual- por razones de cortesía profesional, 
tomando un café y ya de pie, me dijo que en el Uruguay había 
una vulnerabilidad tremenda en materia de narcotráfico y que 
no teníamos que desconfiar de que Estados Unidos estuviera 
siempre pensando intervenir en los países, sino que debíamos 
estudiar la legislación y analizar lo que estaba pasando. Re- 
cuerdo la anécdota, porque terminó en que le pregunté por qué 
no controlaban ellos el mercado interno de Estados Unidos. 
Me dijo que esa era una pregunta política y que tenía que 
planteársela al Embajador. Así lo hice. Quiero recordar, tam- 
bién, que en dicho almuerzo participó el doctor Batalla, ade- 
más de otros miembros del Parlamento. Ante esa pregunta, el 
Embajador dijo que para darme esa respuesta tendría que con- 
sultar a su gobierno porque era una pregunta política. Esa fue, 
entonces, la anécdota, y me lo dijo un abogado cuyo nombre 
no recuerdo pero, de pronto, buscando en los papeles lo puedo 
encontrar y en una Comisión Investigadora podemos plantear 
nuevamente este tema. 


Ahora bien, ¿cómo le podemos preguntar este tipo de cosas 
al oficial Rivero? Es obvio que, en una interpelación, a nadie 
se le va a ocurrir citar al señor Rivero, porque lo que corres- 
ponde es llamar al señor Ministro, quien podrá contestar, tal 
como lo establece la Constitución de la República, sobre temas 
vinculados, por ejemplo, a un Ente Autónomo, para lo cual 
podrá invitar también a sus respectivos Directores. Digo esto, 
porque a veces los Ministros vienen con asesores y, si hubiera 
querido, el titular de la Cartera hubiera invitado al oficial Ri- 
vero. Salvo que se planteara una cuestión constitucional, en 
cuanto a si se puede invitar a alguien que no sea un Legislador, 
un Ministro o un Director de Ente Autónomo, a lo mejor el 
Senado lo hubiera hecho, pero en una Comisión Investigadora 
se le podría plantear ese tipo de preguntas. 


Para terminar, señor Presidente, quiero decir que hace bien 
que averigilemos todas estas cosas, siempre y cuando la Comi- 
sión Investigadora no trabaje con fines de escándalo político, 
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sino con el objetivo de averiguar la verdad de los hechos. Este 
es el quid de todas las Comisiones Investigadoras; esta es la 
vieja discusión que se viene dando, desde hace dos siglos, 
sobre investigaciones parlamentarias. Los autores más destaca- 
dos dicen que las Comisiones sirven, cuando pueden averi- 
guar; si se dedican a hacer escándalos políticos, entonces, no 
sirven para nada, languidecen sin llegar a conclusiones. 


Y alguna vez, en este caso también, se ha argumentado en 
contra de las Comisiones Investigadoras. Primero se ha hecho 
una especie de recuento histórico señalándose que el procedi- 
miento más adecuado es el de la interpelación. Lo cierto es que 
procedimientos parlamentarios hay muchos y hay que elegir el 
que a uno le parezca más idóneo. Si lo que se tiene son dudas 
sobre cómo fueron los hechos, entonces se puede pedir una 
Comisión Investigadora; es decir que no sólo existe la interpe- 
lación, que es una cuestión vinculada más directamente a la 
eventual responsabilidad política de un señor Ministro. Debe- 
mos citar, también, el juicio político, el pedido de informes, la 
Comisión Investigadora -que ya he mencionado- y el procedi- 
miento de la censura previsto en los artículos 147 y 148 de la 
Constitución. Hay una gama muy grande de potestades de con- 
trol del Parlamento sobre jerarcas de la Administración y su- 
bordinados de ella por vía residual. 


Pero, cuando se pide una Comisión Investigadora debido a 
que se debe averiguar por qué pasaron algunos hechos que 
nunca habían ocurrido, pienso que se actúa de buena fe. La 
historia no es verdadera cuando se la cuenta diciendo que las 
Comisiones Investigadoras nunca sirven. Eso no es verdad. No 
sirven cuando escandalizan políticamente, pero sí sirven cuan- 
do averiguan verdades. Y, para que esto no quede como una 
entelequia, voy a recordar algunas cosas. 


¿Sirvió o no la Comisión Investigadora en el caso de las 
irregularidades del Banco de Seguros? Sirvió, efectivamente; 
en ese caso funcionó muy bien y finalmente tuvo dictámenes 
discordes. Estaba integrada por representantes de todos los 
lemas. Hubo un informe en mayoría, de nacionalistas y colora- 
dos; y dos en minoría. En lo que respecta a estos últimos, uno 
de ellos fue de Carlos Cassina y el otro de Carlos Bouzas, Lo 
cierto es que esa Comisión actuó muy bien; logró averiguar 
secretos irregulares tremendos del Banco de Seguros. Enton- 
ces, ¿se puede decir que todo aquello fue inútil? No, de ningu- 
na manera; el que actuó mal, luego, fue el Senado, porque 
cuando la Comisión Investigadora expuso todo lo que había 
averiguado, votó en contra de que esos elementos pasaran a la 
Justicia penal. Es decir, el Senado procedió de esa manera a 
pesar de que se habían hecho las averiguaciones en términos 
parlamentarios, es decir, no con fuerza de verdad definitiva 
-porque eso es cualidad de la cosa juzgada, lo que pertenece al 
ámbito de los Jueces- pero sí se logró averiguar, con criterio 
parlamentario -reitero- que había habido irregularidades muy 
fuertes en el Banco de Seguros. A pesar de esto, el Senado 
votó, por mayoría, que todo aquello no pasara a la Justicia 
penal. Recuerdo, con orgullo, que en aquella oportunidad tres 
de los Senadores que estamos hoy aquí -me refiero al señor 
Senador Rubio, hoy denunciante, al señor Senador Gargano y 
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a quien habla- y un cuarto, que era el señor Carlos Bouzas, nos 
fuimos de acá al Juzgado en lo Penal de primer turno -si no me 
equivoco- que estaba a cargo de la doctora Berro. Y aunque se 
nos hubiera podido decir que queríamos ganar en la liga lo que 
habíamos perdido en la cancha, en aquella oportunidad mani- 
festamos nuestro proceder en este ámbito. Es decir, fuimos al 
Juzgado, como ciudadanos, y presentamos la denuncia; así, fue 
procesado un ex Presidente del Banco de Seguros y ex Sena- 
dor. Reitero que, en aquel caso, el que actuó mal fue el Senado 
y no la Comisión Investigadora, que actuó muy bien pues, sin 
armar escándalo, averiguó elementos de fineza exquisita en lo 
que hacía al funcionamiento del Banco de Seguros. Si bien el 
procesamiento no fue por un delito muy grande -se trataba de 
un delito menor- sí hubo procesamiento, o sea que la Comisión 
Investigadora averiguó bien y le dio al Juez los elementos 
necesarios del caso. De todos esos elementos, la doctora Berro 
extrajo aquellos que configuraban la prueba, a juicio del Poder 
Judicial, y procesó al responsable. 


Aquí se da también la dicotomía: interpelación - Comisión 
Investigadora. En ese sentido, recordamos que el ex Ministro, 
contador Enrique Braga, fue interpelado creo que cuatro veces, 
si no fueron cinco. En aquel caso, también efectuamos una 
denuncia penal. Pero, en determinado momento -si mal no re- 
cuerdo, como resultado de una denuncia del señor Diputado 
Machiñena en el seno de la Cámara de Representantes- se 
nombró una Comisión Investigadora que finalmente envió sus 
conclusiones al Juzgado, el que procesó. Si acertó o no, no lo 
sabemos; es el Juzgado el que decide. Además, creo que toda- 
vía no hay sentencia. Sin embargo, la Comisión Investigadora 
actuó bien desde el punto de vista de la averiguación. Aclaro 
que no estoy diciendo que las Comisiones Investigadoras sa- 
quen conclusiones que adquieran fuerza de verdad definitiva. 
Digo que, cuando se trabaja en serio, con el propósito de inda- 
gar, averiguar, y no de escandalizar, esas Comisiones sirven. Y 
cuando el propósito es escandalizar, no sirven para nada. Pre- 
cisamente, con relación a este tema, en el seno de la Comisón 
Preinvestigadora hice referencia a los conceptos vertidos por 
Joseph Barthelemy -un clásico del Derecho- cuando estudia la 
conveniencia o no de las Comisiones Investigadoras. Es claro 
que cuando las mismas implican persecuciones políticas o caza 
de brujas, como en el caso de Mc.Carthy en Estados Unidos, 
son malas, porque no están inspiradas en la intención de averl- 
guar cosas, sino de perseguir gente. Pero el trabajo puede lle- 
varse a cabo con el fin de averiguar; además, se anuncia, en 
este caso, que se va a respetar lo que está investigando el 
Poder Judicial, por lo que no habrá intervención en ese tema 
concreto. Pero, en lo que se refiere al tema general, pregunta- 
mos quién puede dudar de que acá, en Uruguay, hay socieda- 
des -y digo esto con total responsabilidad- que se dedican o se 
dedicaron al lavado de dólares provenientes de ilícitos. Todos 
sabemos que eso es así. Por lo menos, existen dos o tres socie- 
dades de este tipo. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 
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SEÑORA ARISMENDI.- Mociono para que se prorrogue 
el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-19 en 22. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Gracias, señor Presidente, pero re- 
tiro la amenaza de hacer uso de todo el tiempo de que dispon- 
go, porque estoy por culminar mi exposición. 


Digo que es bueno cuando la Comisión Investigadora se 
pide con la intención de averiguar y no de generarle al país 
ningún tipo de problemas; además, en este caso, creo que son 
ciertas las afirmaciones que se realizan en la denuncia en cuan- 
to a que en Uruguay hay sociedades que se dedican al lavado 
de dólares provenientes del narcotráfico. Digo que eso es ver- 
dad, pero quiero averiguarlo más serenamente y con carácter 
oficial, en el seno de una Comisión Investigadora. Esto es algo 
que está repetido; incluso lo he podido leer hasta en las revis- 
tas internacionales que aparecen en las solapas de los asientos 
en los aviones, en las que hay mapas donde se marca, en colo- 
res, los lugares donde están esas sociedades y también se las 
nombra. 


Entonces, no estamos generando para el país absolutamente 
nada; simplemente, estamos tratando de indagar una situación 
con relación a la cual, según creemos, se actuó con irregulari- 
dades. Ahora recuerdo la palabra que emplea el jurista que 
antes mencioné. Al referirse al trabajo de las Comisiones In- 
vestigadoras él habla de que se debe actuar con circunspec- 
ción. Consideramos que éste es el mecanismo más adecuado e 
idóneo. 


¿Qué vamos a hacer ahora? ¿Vamos a interpelar al Minis- 
tro, quien ya vino a este ámbito, en el que permaneció durante 
ocho horas? En esa instancia, aclaró muchas cosas, entre ellas 
que él nunca había enviado una nota al Poder Judicial expre- 
sando que no compartía aquella denuncia o acusación. Sin em- 
bargo, le mandó decir algo parecido. Personalmente, no creo 
que le haya dicho que archivara el caso, al margen de que la 
doctora Canessa lo hubiera archivado ya, el día antes, o no. 
Ahora, está en marcha nuevamente la investigación, y por algo 
es. No afirmo que eso quiera decir que hay culpables o que no 
los hay; lo que sí digo, responsablemente, es que acá se lavan 
dólares. A ese respecto, tengo muy buena información y si ella 
no es correcta, en una Comisión Investigadora seguramente se 
podrá hacer el descargo. Sé, por las noticias, por las informa- 
ciones que trascienden y por lo que está en conocimiento de 
Jueces en el Uruguay, que el señor Di Tullio es considerado en 
Argentina, a nivel oficial y judicial, un narcotraficante. Y esta 
persona es Presidente de sociedades anónimas que están en el 
Uruguay. Esto no quiere decir que haya otros delincuentes ni 
que la denuncia de Rivero o de su subordinado sea correcta. 
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Lo que estoy diciendo es que tenemos que averiguarlo, al 
margen de que admito que puede tenerse la convicción de que 
por mejor intención que tengan los miembros de una Comisión 
Investigadora, en un país donde todo se sabe -como pasa en 
todo el mundo- puede haber repercusión política y alharaca. A 
eso se está expuesto siempre. 


Nosotros acompañamos la denuncia porque entendemos que 
es el mecanismo más idóneo. Reconozco no tener mucha espe- 
ranza de que el Senado lo vaya a votar porque estoy acostum- 
brado a estas situaciones. Recién mencioné una en la cual me 
sentí bastante frustrado porque si bien se logró que se nombra- 
ra una Comisión Investigadora -es más, los cuatro lemas apo- 
yaron su nombramiento- a la hora de votar, el Senado resolvió 
por mayoría que no había que dar cuenta al Poder Judicial. 
Con todo, en esa oportunidad el Senado -ahora estoy recordan- 
do bien la resolución- le mandó decir al Poder Ejecutivo que 
extremara -o algo parecido; recuerdo que fue una fórmula 
un poco sibilina- los controles en ese Directorio que, por 
cierto -digo esto por una cuestión de desahogo personal- luego 
fue presidido por el doctor Carlos Cassina, un estupendo parla- 
mentario y también excelente Presidente del Banco de Segu- 
ros. También recuerdo otro episodio que quiero citar y el des- 
tinatario de la frase sabrá si es verdad o no; yo tengo esa 
presunción. Otro Director del Banco de Seguros que no había 
actuado bien, creo yo que por sugerencia del líder de su parti- 
do, renunció a ese Directorio en un gesto importante que con- 
sidero honra el sentido de la ética en la función pública -no 
estoy hablando de ninguna persona integrante de mi fuerza 
política- y que fue una manera discreta y eficaz de decir que 
estas cosas no hay que hacerlas y que no hay que participar en 
ellas. En esa oportunidad creo que la Comisión Investigadora 
estuvo muy bien. 


Aspiro a no haber aburrido demasiado al Senado, a no 
haberme repetido y a mantener el consejo al Senado no muy 
esperanzado de que se designe una Comisión Investigadora, tal 
como lo pide el señor Senador Rubio en su moción. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA.- El señor Senador Korzeniak sabe que 
respeto mucho su opinión y sabe de la viejísima relación amis- 
tosa que tenemos; sin embargo, no puedo dejar de hacer una 
aclaración sobre un pasaje de su disertación. 


Dijo que no lo afirmaba, que no acusaba -o algo así- pero 
que tenía la convicción de que había un acuerdo entre los 
Legisladores colorados y todos los Legisladores blancos a los 
efectos de no votar la Comisión Investigadora que proponía el 
Frente Amplio. Yo no tengo conocimiento de que en algún 
momento se haya hablado de tal acuerdo ni por parte de Legis- 
ladores colorados ni por parte de Legisladores nacionalistas. 
Por el contrario, en una reunión de la Bancada del Partido 
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Nacional, en forma absolutamente independiente, analizamos 
si correspondía o no votar la Comisión Investigadora frente al 
anuncio que se había hecho del planteo y tomamos una resolu- 
ción en el sentido de esperar el pronunciamiento de la Comi- 
sión Preinvestigadora. Pero esto lo resolvimos por nosotros 
mismos los Legisladores nacionalistas, en forma absolutamen- 
te independiente, sin ninguna participación del Partido Colora- 
do. 


No sé cuál va a ser el resultado de la votación de esta tarde. 
Sí tengo posición en este momento, aunque el otro día no la 
tenía. Pero no hubo tal acuerdo y no quiero pasar como ha- 
biendo comprometido a priori cerrar el camino de una investi- 
gación en un compromiso con otro partido. Esto no sucedió, ni 
es el compromiso ni la decisión entorpecer una investigación 
sobre los hechos aquí enunciados. 


Al parecer, según surge de las palabras de algunos Legisla- 
dores ya no se trata, como se dijo en Comisión, de la responsa- 
bilidad política del señor Ministro, sino de investigar si existe 
o no en el Uruguay el narcotráfico y todo lo que circunda ese 
problema tan antisocial. No se quiere investigar esto, pero es 
de lo que hablan varios Senadores. Para investigar esa cuestión 
siempre estaremos dispuestos. 


Esta era la aclaración que quería hacer, señor Presidente, 
frente a las palabras del señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- No sé si en mis expresiones dije 
que hubiera habido un acuerdo de todos los Legisladores. Lo 
que manifesté fue que en la Comisión Preinvestigadora el re- 
presentante del Partido Nacional y el del Partido Colorado 
habían votado diciendo que no entendían oportuno, por lo me- 
nos, nombrar una Comisión Investigadora, y que yo de ahí no 
mantenía esperanzas de que el Senado, basado en esa circuns- 
tancia, fuera a votar por mayoría una investigación. No fui más 
allá. Además hice una mención -que creo que es correcta- de 
que hay una coalición de gobierno y eso forma un cuadro. 


Es obvio que no se va a formalizar un acuerdo entre todos 
los Legisladores, sin perjuicio de conversaciones informales, 
que las hay, como las hay dentro de nuestra Bancada o de 
nuestra Bancada con otras Bancadas. 


Esta es la aclaración que le quería hacer al señor Senador 
Pereyra para su tranquilidad personal. 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR RUBIO.- Voy a procurar hacer una recapitulación. 
Tengo la expectativa de que en una de esas convenzo al señor 
Senador Pereyra o a algún otro. Voy a hacer el esfuerzo, sin 
preconceptos acerca de posiciones adoptadas previamente. 


En principio, quiero decir que no quitaría valor a los pro- 
pios instrumentos que la Constitución de la República y los 
marcos legales en el Uruguay nos han dado a los parlamenta- 
rios. Me parece que es un error sustantivo sostener que de 
alguna manera las Comisiones Investigadoras ya fueron. Creo 
que cuando se argumenta que en realidad propician el escánda- 
lo y que sus resultados terminan siempre en sedes penales y 
por lo tanto no son aconsejables, se trata de una línea de razo- 
namiento completamente equivocada. De acuerdo con ella, iría- 
mos podando cada uno de los institutos que tenemos porque en 
algún caso hubo ejemplos que no son edificantes. En realidad, 
yo he actuado en alguna Comisión Investigadora de este Parla- 
mento y mi experiencia es otra. No tiene sentido, además, 
decir que el asunto está fuera de cuestión porque ya está en el 
Poder Judicial. Creo que la competencia es totalmente diferen- 
te. En el caso de otras Comisiones Investigadoras, los resulta- 
dos pasaron al Poder Judicial a sus efectos. Pero las responsa- 
bilidades políticas que se determinaron sobre funcionarios pú- 
blicos estuvieron en el campo específico, de modo que a mi 
juicio una cosa no está vinculada con la otra. Hay buenos y 
malos ejemplos, depende de la constitución humana que ten- 
gan, de la calidad de los parlamentarios que las integren y de 
los acuerdos que se hagan en materia de funcionamiento. Yo 
no me arrepiento de ninguna de las denuncias penales que he 
hecho, a esta altura cinco, que he firmado, algunas de ellas con 
dos, tres o cuatro parlamentarios, otras individualmente y otras 
con toda mi Bancada, por temas que en general fueron objeto 
de Comisiones Investigadoras. Varios de estos casos termina- 
ron en procesamientos. En este caso -quisiera ser preciso- el 
objeto de la Comisión Investigadora que estamos promoviendo 
tiene que ver con las responsabilidades políticas y funcionales. 


Debemos ser claros; cuando uno examina las responsabili- 
dades políticas de un Ministro de alguna manera está exami- 
nando y evaluando la naturaleza de las políticas que lleva ade- 
lante y los medios que emplea para alcanzar sus objetivos. 
Saber si el Ministro Stirling ha actuado en forma eficaz y 
acertada en lo que es la lucha contra el narcotráfico y los 
circuitos de lavado de dinero que pueden afectar al Uruguay es 
un problema sustantivo para definir si el Ministro merece con- 
tinuar contando con el respaldo político, por lo menos, de esta 
Bancada. Eso no es lo mismo que decir que la Comisión Inves- 
tigadora tiene que dedicarse a estudiar si hay narcotráfico o 
lavado de dinero en nuestro país; son dos problemas distintos. 


Hecha esta aclaración sobre el objeto de la Comisión In- 
vestigadora, creo que está muy claro que lo que está en la 
órbita del Juzgado Penal de Maldonado tiene que ver con otros 
asuntos. Insisto, nosotros deberíamos ocuparnos de las respon- 
sabilidades ante el Parlamento del Ministro y de funcionarios 
que dependen de él, e incluso de las responsabilidades del 
propio Vicepresidente de la República por su actuación en esta 
cuestión. Realmente, no se me ocurre que de eso deba ocupar- 
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se una Jueza en lo penal de un Juzgado del departamento de 
Maldonado. 


Es indudable que este episodio ha afectado profundamente 
a la sociedad uruguaya, la credibilidad del Estado, el respeto 
de los derechos ciudadanos y la salvaguarda del honor de las 
personas. En tal sentido, podemos citar el caso del periodista 
Danilo Arbilla y de algunas otras personas. Evidentemente, si 
se dice que alguien es un terrorista de Estado, creo que se está 
afectando el honor de las personas y si las imputaciones son 
públicas, es necesario que los elementos que las prueban o 
fundan también tengan ese carácter. Aclaro que no son los 
ÚNICOS Casos. 


Aquí se ha afectado la salvaguarda del honor de las perso- 
nas y la eficacia de las instituciones públicas en el combate al 
lavado de dinero proveniente del narcotráfico o de otros oríge- 
nes. ¿Por qué digo esto? Porque en realidad la nota del señor 
Embajador de los Estados Unidos no se refiere a esta cuestión. 
Son muy precisas las preguntas y también lo son las respues- 
tas; pero, insisto, no se vinculan a la existencia de sociedades 
que han operado en el Uruguay, muchas de las cuales ha presi- 
dido el señor Di Tullio y están registradas en organismos ofi- 
ciales como la Dirección General Impositiva. Parte de esa in- 
formación ha sido publicada en medios de comunicación con 
fotocopias de los documentos de dicha Dirección donde se 
determina que ese señor fue o es Presidente, que otras perso- 
nas ocuparon su lugar y que estas sociedades, repito, tenían 
actividades en nuestro país. 


No debemos confundir el alcance de las imputaciones, pero 
tampoco hagamos el papel del día de los inocentes. En reali- 
dad acá hay una sociedad que está dañada en aspectos impor- 
tantes. Hay responsabilidades políticas. Hay una Operación Ca- 
sablanca, localidad cercana a Las Vegas, que hacen los servi- 
cios del Gobierno de Estados Unidos con una celada, una tram- 
pa, y reúne a los principales ejecutivos mexicanos y otros que 
habían detectado a través de la infiltración que hicieron estos 
servicios sobre este tipo de operaciones trasnacionales. Como 
consecuencia de ello, se desata una indagación sobre la cual se 
han hecho muchas publicaciones, aparte de que a esta altura 
estos hechos están por lo menos en tres o cuatro Juzgados: en 
Argentina, en México, en Los Angeles y en el Uruguay. Qui- 
zás, la significación que ha tenido en nuestro país sea pequeña 
en comparación con lo que ha sucedido en otros países, pero 
de todas maneras establece un vínculo que permite determinar 
que esta red trasnacional operó en el Uruguay; a mi juicio, 
creo que nadie lo ha negado en forma solvente. Es así que 
deberíamos analizar si nuestro dispositivo de defensa, llevado 
a cabo por las autoridades del Gobierno y Estado uruguayos, 
ha sido eficaz o no. Creo que a todas luces ha sido ineficaz. 
Aquí ha existido una colección de errores de parte del Minis- 
tro, del Vicepresidente de la República, del Inspector Rivero y 
de otras personas que intervinieron en este asunto. 


Si eso sucede y si a fines del mes de junio todavía no 
sabemos -porque el señor Ministro no nos da información- en 
qué medida estas sociedades operaron en el Uruguay, esto nos 
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lleva a pensar que nuestro sistema de defensa ha mostrado una 
extrema debilidad. ¿Por qué lo digo? Porque hay una contra- 
dicción manifiesta, palmaria y ostensible en las manifestacio- 
nes que se han hecho. Esto lo dije en el marco de la Comisión 
General y el Subsecretario Borrelli no se dio por aludido, pero 
en realidad lo fue. En la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción dijo que en realidad el Inspector Rivero nunca había plan- 
teado que se investigaran determinadas sociedades. Confieso 
que todos los días nos asombramos de algo nuevo. Concreta- 
mente señaló: “También resalto que se hace mención a algún 
otro tipo de sociedades uruguayas, sobre las que insólitamente 
el Inspector Rivero no ha pedido ninguna información ni in- 
vestigación, a pesar de que tenía en su poder esta documenta- 
ción hace mucho tiempo”. Esto lo dijo el 14 de junio en la 
Comisión y al día siguiente se publicó un Memorándum en el 
que se pide la investigación -que es el objeto del Memorándum 
de abril- de una docena de sociedades. El señor Senador Fer- 
nández Huidobro me acota que el memorándum del 17 de abril 
nos fue entregado por el Ministro Stirling como parte de su 
versión oficial en la Comisión del otro día. En esa sesión se 
dice que se van a realizar gestiones para investigar estas socie- 
dades. Esto fue el 14 de junio y el señor Ministro concurrió 
hace pocos días. En definitiva, a fines de este mes todavía no 
sabemos nada oficialmente sobre la acción de sociedades inte- 
gradas por personas que tienen las cuentas bancarias incauta- 
das, muchas de las cuales están presas o tienen procesos abier- 
tos en Argentina, México y Estados Unidos. Advierto que no 
se trata de una afirmación que no esté sustentada en la publica- 
ción que se ha hecho. De todos modos, no voy a entrar en el 
detalle de los nombres de dichas sociedades ni del año, el mes 
y el día en que fueron registradas en el Uruguay. Esto es un 
juego de niños en materia de investigación, siempre que se 
quiera hacer. 


Es cierto que el Uruguay, comparado con Estados Unidos, 
tiene varios cuerpos de desventaja, entre otras cosas, porque 
no posee Impuesto a la Renta y por otros procedimientos que 
permiten determinar allí quién es dueño de una sociedad anó- 
nima, quiénes son sus autoridades y todo lo demás. Este es el 
tema de fondo y sobre él nosotros queremos saber si, en reali- 
dad, el señor Ministro ha actuado correctamente o no. Y lo 
planteamos porque pensamos que hay un conjunto de interro- 
gantes que no han sido despejadas y que, por lo tanto, a nues- 
tro juicio, ameritan la creación de una Comisión Investigadora 
parlamentaria. Yo no comparto, no entiendo ni me ha conven- 
cido el señor Ministro -y esto hace a las responsabilidades 
políticas- cuando solicita a la Justicia Penal, a través de un 
documento oficial del 29 de marzo, la clausura de la investiga- 
ción en curso. Como recuerda el señor Senador Korzeniak, a 
este Senado no se le entregó ninguno de los oficios presenta- 
dos hasta el día de la fecha, por lo que desconocemos la ver- 
sión oficial del documento publicado, que no fue desmentido. 
Increíblemente, se entregó la investigación administrativa, los 
documentos incluidos en ella y el memorándum del Inspector 
Rivero del 17 de abril, pero no otra cosa. Entonces el 29 de 
marzo el señor Ministro Stirling firma un documento en el que 
solicita a la Jueza que termine con esto, diciendo que viene a 
solicitar el archivo de las actuaciones judiciales porque al to- 
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mar conocimiento en el día de hoy, 29, de lo referido a ese 
escrito ha comprobado la total falta de fundamentos probato- 
rios que ameriten la investigación solicitada. Por lo tanto, se 
pide el fin de la investigación solicitada; que se anule. A esta 
altura, no estamos frente al primer y disparatado oficio del 16 
de marzo sino frente al segundo que pregunta acerca de deter- 
minadas informaciones sobre transferencias de propiedades en 
el departamento de Maldonado. Entonces, hay una clausura del 
procedimiento y una negativa del señor Ministro -que explica 
y no comparto- a la solicitud que le hace el Inspector Rivero 
para realizar nuevas actuaciones sobre las sociedades que apa- 
recen en el memorándum del 17 de abril. Estas afirmaciones 
del doctor Borrelli son absolutamente contradictorias con el 
memorándum del 17 de abril y con los hechos. Hay un conjun- 
to de sociedades cuya existencia está determinada, presididas 
en muchos casos por el señor Nicolás Di Tullio. Tenemos 
dudas sobre si existe algún otro oficio porque, en realidad, el 
documento que hizo público el señor Vicepresidente habla de 
otro oficio al Juzgado en el que se concentraría la investiga- 
ción en una tercera persona. Pensamos que se equivocó y que 
confundió este oficio con el memorándum del 17 de abril del 
Inspector Rivero al señor Ministro Stirling, pero quizás noso- 
tros estemos equivocados. 


Por otra parte, el señor Ministro Stirling no ha dado una 
respuesta pública sobre el tema de fondo de estas sociedades y 
el lavado de dinero que tenga conclusiones sobre indagaciones 
realizadas por parte de su Cartera. Tenemos muchas dudas 
acerca de por qué se disuelve una brigada -la de Maldonado- 
cuando los motivos de su creación están vigentes, en lugar de 
cambiar su constitución. Al mismo tiempo se sostiene que no 
hizo absolutamente nada en el período en el que operó. Enton- 
ces, me pregunto ¿por qué no hizo absolutamente nada esta 
brigada? ¿Cuál es la explicación acerca de esto? Quisiéramos 
escuchar el testimonio del Inspector Rivero y conocer los me- 
morandos enviados por el señor Danilo Arbilla al Presidente 
de la República y al Ministro del Interior acerca de la llamada 
telefónica en la que habría recibido amenazas o veladas ame- 
nazas. Asimismo, quisiéramos tener la fotocopia de todos los 
oficios y poder determinar, con información complementaria 
del Ministerio, que aquí no fue clarificada si procede del Juz- 
gado o de la Policía, porque esto da un encuadre de circunstan- 
cia totalmente diferente. Quisiéramos saber por qué el señor 
Ministro Stirling -a quien mucho respetamos en diferentes cam- 
pos por su actuación pero que en este episodio creemos que ha 
tenido errores muy importantes- brindó informaciones tan con- 
tradictorias a la prensa acerca del funcionario que luego cesa 
del lugar en donde estaba pero que había resuelto mantener al 
mando de una unidad jerárquicamente tan importante. Me pre- 
gunto por qué, si hace afirmaciones tan categóricas acerca de 
la conducta que tuvo, solamente recurre a la vía administrativa. 
Quisiéramos saber en qué medida todos los oficios caen bajo 
la responsabilidad del Inspector Rivero y hasta dónde. Sobre 
esto algo avanzamos con la investigación administrativa, pero 
no completamente. Á su vez, quisiéramos determinar si real- 
mente se ocultó información o no y por parte de quién. Este es 
un tema absolutamente relevante aunque reconozco que es mo- 
lesto, pero a veces lo molesto tiene que ver con la verdad o 
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con la falsedad. Durante un lapso prolongado en la Comisión 
de Constitución y Legislación se hizo un esfuerzo que después 
se siguió en el seno del Plenario -donde se le dedicó no menos 
de una hora- para reconstruir la cronología. Sin embargo, el 
resultado de dicho esfuerzo fue prácticamente estéril. En todo 
caso parece que la única explicación posible es la de que fue 
un error de un funcionario -un secretario- sobre las fechas que 
databan estos acontecimientos. De todas formas, no hay una 
explicación convincente. Nosotros tenemos crédito a favor del 
señor Ministro pero, en honor a la verdad, debemos decir que 
no es convincente que pronuncie un discurso frente a los Ofi- 
ciales de Policía en donde dice que primero se hizo una inves- 
tigación administrativa para ver si el Inspector Rivero tenía 
pruebas y después, visto que no había pruebas, se mandó el 
oficio al Juzgado pidiendo la clausura de la investigación. Si 
esto es así, es anterior al 29 de marzo, fecha en que se manda 
el oficio, dado que el señor Ministro se entera el 28. Puede 
cerrar eso del 28 y el 29 pero no lo otro. Entonces, ¿el Inspec- 
tor Rivero ocultó información? De alguna manera, esta es la 
piedra angular de la acusación que se hace. Puede ser que eso 
sea así, pero ¿por qué no se lo preguntan? No entiendo por qué 
s1 se le hacen trece preguntas en una investigación administra- 
tiva ésta no aparece. Acá hay algo que no encaja, aunque no sé 
qué es. Una versión reiterada no tiene por qué ser convincente 
s1 siempre sigue la misma línea argumental. A mi entender, la 
tesis del señor Ministro Stirling sobre la secuencia de los acon- 
tecimientos no cierra. Entonces, acá hay un problema a deter- 
minar y sólo se puede hacer a través de una investigación que 
profundice los niveles de información, documentación y testi- 
monio que tenemos al día de hoy, a menos que el Senado 
renuncie a determinar responsabilidades políticas en este acon- 
tecimiento o, por lo menos, a fundarlas mejor. 


Realmente, no sé por qué se producen los cambios entre el 
primer y el segundo oficio y tampoco sé si hubo escuchas 
telefónicas, lo que me parece que es muy importante para las 
garantías de los ciudadanos y de las instituciones del Uruguay, 
sea el semanario “Búsqueda”, una organización política o un 
ciudadano cualquiera. A su vez, tampoco está claro el tenor de 
las conversaciones y de las amenazas. Además, no sé si entre 
los protagonistas ése fue el único contacto telefónico en el día, 
pues me han informado que hubo más de uno. En realidad, 
esto podría determinarlo una indagación de las características 
que se solicitan. Tampoco sé cómo se justifica que el señor 
Vicepresidente interfiera en la escala jerárquica y convoque al 
Director Nacional de Policía a su casa y a su despacho para 
plantear la modificación de oficios policiales dirigidos al Po- 
der Judicial. Considero que esto no se puede compartir y es 
absolutamente inaceptable. 


¿Qué elemento nuevo ha aparecido después de la Comisión 
General? El único elemento nuevo se nos aporta en el día de 
hoy y es la respuesta del señor Embajador de los Estados Uni- 
dos a la pregunta que se le hace y que figura al final de la 
documentación que nos entregó el señor Ministro del Interior. 
En la carta dirigida al Embajador Ashby se pregunta si alguna 
agencia norteamericana que se dedica a la represión del narco- 
tráfico internacional y de una de sus consecuencias, la inver- 
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sión de activos provenientes del referido ilícito atinentes al 
denominado Cártel de Juárez, Operación Casablanca -o sea si 
alguna agencia que se dedica a todo esto y, en particular, a este 
episodio- ya sea la Agregaduría de Aduana de los Estados 
Unidos en Uruguay o la DEA, han proporcionado información 
a algún jerarca de la Dirección General de Represión del Tráfi- 
co Ilícito de Drogas -me pregunto qué información- de que la 
denominada organización delictiva estuviese operando en nues- 
tro país; investigando concretamente al periodista señor Danilo 
Arbilla, al escribano Javier Mario Morassi, al Estudio Jurídico 
Posadas, Posadas y Vecino e instituciones financieras del Uru- 
guay. La respuesta a esta pregunta es muy prolija, pues dice: 
“Después de verificar con nuestra oficina regional del Servicio 
de Aduana en Montevideo, y con las oficinas regionales de la 
Administración para el Control de Drogas y del Agregado Le- 
gal en Buenos Aires, deseo informarle que dichas oficinas han 
examinado sus archivos y no han encontrado ninguna docu- 
mentación que se haya proporcionado a la Dirección General 
de Represión del Tráfico lícito de Drogas sobre las personas y 
la entidad que usted indica en su carta, a saber, Sr. Danilo 
Arbilla, Esc. Javier Mario Morassi y el Estudio Jurídico Posa- 
das, Posadas y Vecino”. O sea que se responde sobre las per- 
sonas y la entidad acerca de las que se pregunta. Sin embargo, 
el problema es que acá había un conjunto de sociedades, inte- 
gradas por determinadas personas radicadas en otros países 
que compraron activos en Uruguay, giraron dinero de un lugar 
a otro y todo lo demás. Por tanto, la respuesta del señor Emba- 
jador de los Estados Unidos no tiene que ver con el memorán- 
dum del 17 de abril ni con otra documentación o elementos 
publicados, sino con que el Gobierno de los Estados Unidos, a 
través de las agencias y de los representantes en la zona, no 
comunicó absolutamente nada sobre las personas y el estudio 
mencionados. Creo que es muy importante que diga esto para 
clarificar, porque la respuesta no tiene que ver con el tema que 
ha estado en el debate. A los efectos de determinar responsabi- 
lidades políticas, esto no nos agrega cosas relevantes, aunque 
sí lo serían para la Jueza en relación con la responsabilidad de 
personas que fueron imputadas en el primer oficio sin pruebas 
de ser los jefes del lavado de dinero y del narcotráfico en el 
Uruguay. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra para una moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Formulo moción para que se prorrogue el 
tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presenta- 
da. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 


Puede continuar el señor Senador Rubio. 
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SEÑOR RUBIO.- Muchas gracias. 


Creo que los argumentos están dados y la documentación a 
favor y en contra ha sido manejada ampliamente. Por tanto 
quisiera terminar exponiendo tres o cuatro conclusiones. ¿Cuá- 
les son para mí las conclusiones al día de la fecha? Pienso que 
las mismas podrían modificarse si hubiera una Comisión In- 
vestigadora que introdujera nuevos elementos que nos permi- 
tieran llegar a conclusiones que no habíamos anticipado como 
posibles. Todos podemos equivocarnos, pero el asunto es si 
desarrollamos o implementamos los mecanismos y los disposi- 
tivos institucionales que permitan tener más solvencia en las 
afirmaciones que se realizan en lo político y en otros órdenes. 
En primer lugar, creo que al día de la fecha está claro que 
hubo y hay una serie de acontecimientos que han afectado la 
credibilidad del Estado, el honor de las personas, el derecho de 
los ciudadanos y la eficacia de las instituciones públicas para 
defenderse de este flagelo internacional, si no sabríamos más, 
pero en realidad no sabemos. 


En segundo término, considero que no hay explicación ra- 
zonable de lo sucedido en muchos aspectos y existen puntos 
muy Oscuros, ciegos, y secuencias que no cierran. Hay docu- 
mentos a los que no hemos accedido y testimonios con los que 
no contamos, que pueden ser importantes en el contraste de 
opiniones y elementos para formarse un juicio y que ameritan 
crear una Comisión Investigadora parlamentaria. 


En tercer lugar, creo que son inadmisibles -y esta es mi 
conclusión provisoria en la tarde de hoy- los niveles de desin- 
formación que el señor Ministro del Interior ha dicho que tenía 
sobre lo que estaba sucediendo, tratándose de un tema tan 
importante, trascendente y que afectó tanto. Asimismo, creo 
que es inadmisible que haya solicitado la clausura de los pro- 
cedimientos, que no haya abierto inmediatamente otros nuevos 
a instancias del Ministerio y que no tenga a la fecha algunas 
respuestas sobre el tema de fondo. También creo que son in- 
admisibles pronunciamientos tan contradictorios con las deci- 
siones tomadas en relación con el Inspector Rivero. Estimo 
que es inaceptable la conducta del señor Vicepresidente en 
este tema y creo que debe haber un pronunciamiento al final 
del proceso de esta Comisión Investigadora sobre las respon- 
sabilidades políticas. 


Para nosotros sería muy fácil utilizar el mecanismo de la 
interpelación. En realidad, muchas veces se nos ha dicho que 
hemos abusado de ese mecanismo y que quienes interpelamos 
a Ministros, porque no tenemos los votos para censurarlos, 
hacemos una gimnasia política y desacreditamos a las institu- 
ciones y a instrumentos muy importantes. Es como el dicho 
“Palos porque bogas y porque no bogas palos”. 


Aunque a otros no les guste ni les alegre demasiado que 
hayamos crecido, tenemos el cuarenta por ciento del respaldo 
ciudadano, por lo que el hecho de que un Ministro -más aun 
cuando se trata del Ministro del Interior- mantenga nuestro 
apoyo político, a mi juicio es un tema trascendente. No creo 
que en el mediano plazo un Ministro del Interior pueda desem- 
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peñar bien su cargo si no cuenta con el apoyo de todos los 
sectores políticos, porque es el Ministro garante de aspectos 
muy relevantes que hacen a los derechos de los ciudadanos, a 
las libertades públicas, al respeto de las instituciones y al tra- 
bajo de los partidos políticos en el país. En un gobierno ante- 
rior tuvimos la experiencia de un Ministro que tuvo una trayec- 
toria desastrosa, que no nos daba garantías y que puso muchas 
cosas en tela de juicio y en riesgo en materia de relaciones 
políticas y de credibilidad institucional. 


Por tanto, sería un camino fácil y en cierta medida una 
coartada que no queremos tomar; preferimos el camino de una 
Comisión Investigadora. Si este Senado no la habilita, haremos 
un pronunciamiento teniendo en cuenta los elementos con que 
contamos al día de la fecha. 


SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- El Nuevo Espacio va a votar la 
Comisión Investigadora por creer que tiene seriedad, entidad y 
oportunidad. Notoriamente, respetamos a quien cree que no se 
están dando las tres exigencias que figuran en el Reglamento 
de la Cámara Senadores; sin embargo, queremos fundamentar 
por qué entendemos que se dan estos preceptos y por qué 
estamos convencidos de que es bueno para el país que se in- 
vestigue. 


Antes de dar esos fundamentos voy a hacer algunas aclara- 
ciones que están relacionadas con la forma en que encaramos 
el tema y cómo lo razonamos. Ahora se descalifica a las Comi- 
siones Investigadoras -ya lo mencionó el señor Senador Rubio- 
quizás por el tema de la oportunidad. En el día de hoy y 
también la semana pasada -creo que fue el señor Senador Sin- 
ger quien dijo que no llegaban a nada- se dijo que no era 
oportuno porque no servían, no llegaban a nada y no tenían la 
bondad de alcanzar el objetivo que se planteaba. Incluso, se 
dijo que muchas veces no se tienen las pruebas correspondien- 
tes para formarlas. 


Se forman las Comisiones Investigadoras, justamente, por- 
que hay aspectos oscuros que se quieren investigar y si luego 
esos temas pueden aclararse, enhorabuena para el país. Natu- 
ralmente que se pide entidad, seriedad y oportunidad para el 
caso. Se dice que las Comisiones Investigadoras no llegan a 
nada pero, repito, si así ocurre es porque se clarificaron los 
preceptos y se alcanzaron los resultados y objetivos. De lo 
contrario, si aún existen aspectos oscuros, habrá que informar 
a la opinión pública y llevar el tema a la Justicia. 


El otro elemento que se utiliza es el de que al final se eleva 
todo a la Justicia. ¿Y qué se pretende? ¿Se quiere, acaso, que 
si hay delitos el tema no se eleve a la Justicia? Por supuesto, 
eso es lo que se debe hacer. 


Además, se dice que los elementos terminan en la prensa. 
Bueno; la prensa trata de conseguir la mayor información para 
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brindarla a la opinión pública y ese es su cometido. Todos 
jugamos un rol y por eso somos muy respetuosos -en mi caso, 
con más razón- de las fuentes de la prensa y de su libertad. 
Obviamente, si la prensa obtiene un documento lo da a publici- 
dad y no podemos pedirle que no informe y que no actúe 
libremente. Ello no quiere decir que no nos corresponde a 
nosotros una responsabilidad en el sentido de que la Comisión 
Investigadora que se forme sea seria y trabaje para clarificar 
los puntos oscuros. Si hiciéramos un razonamiento por el ab- 
surdo diríamos que como los oficios que se presentan en la 
Justicia terminan en la prensa -en este caso, en manos de Arbi- 
lla- no investigamos más. Por ejemplo, podríamos actuar así en 
el caso de la droga. ¿Por qué? Porque los oficios llegan a la 
prensa. Eso es ridículo, señor Presidente, porque si hay enti- 
dad, seriedad y oportunidad, debemos investigar con madurez, 
con responsabilidad y corriendo todos los riesgos. Pero en este 
caso en particular se da un elemento más con respecto a la 
oportunidad. Por supuesto, este es un tema delicado, teniendo 
en cuenta que alguien habla de una Comisión Investigadora. El 
de la droga es un asunto delicado y debemos tratarlo con cui- 
dado. Si no fuera éste, sino otro el delito, si se tratara de 
tráfico de armas, quienes no están convencidos de formar una 
Comisión Investigadora, ¿estarían dispuestos a votar a favor? 


No puede decirse que como se trata de un tema delicado no 
debemos investigar. Quiero dejar sentado ahora que no se trata 
de lo relativo al tráfico de drogas -y aquí tengo una discrepan- 
cia con el señor Senador Korzeniak- sino de otra cosa que 
luego voy a comentar. Aquellos que nos dicen que este es un 
asunto delicado llamaron a Comisión General, por lo que pue- 
do utilizar el mismo argumento, diciendo que como precisa- 
mente es así no se debe utilizar ese recurso porque provocaría- 
mos un escándalo público. 


Entonces, ¿es un tema delicado o no? Creo que lo es y, por 
lo tanto, corresponde nombrar una Comisión Investigadora, 
pero no por el tema de la droga, ya que ese no es el objetivo. 
En otras oportunidades se formaron Comisiones especiales en 
la Cámara de Representantes y al respecto consulté al señor 
Senador Rubio. En este caso concreto me dijo que no se trata- 
ba de investigar el tema de la droga, sino los cinco puntos que 
están explicitados en el informe a consideración. 


Señor Presidente: creo que el señor Senador Pereyra, en 
general, tiene razón. Difícilmente se pueda decir que no se está 
de acuerdo con él. Tiene razón cuando dice que cuando hay 
responsabilidades políticas se llama a los Ministros a Comi- 
sión General o se los interpela por los artículos que habilita la 
Constitución. Entiendo que tiene razón y además esto lo dice 
una persona que tiene una enorme experiencia parlamentaria y 
una trayectoria de la que ojalá algunos alcanzáramos aunque 
más no fuera en un porcentaje. Pero independientemente de la 
afirmación que hizo en Sala en otra oportunidad e inclusive 
hoy -aclaro que no sé qué es lo que va a votar ni la opinión que 
tiene con respecto a la Comisión Investigadora en este caso- si 
él se convence de que hay algo oscuro en este asunto, él mis- 
mo lo va a aclarar. Entonces, cuando escuchamos a alguien 
que tiene unos años más y de quien tenemos mucho para apren- 
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der, no sólo tenemos en cuenta lo que dice sobre el tema espe- 
cífico, sino toda su trayectoria. Cuando hay cosas oscuras el 
voto del señor Senador Carlos Julio Pereyra siempre ha estado 
a favor de que se aclaren; por supuesto si es que está convenci- 
do de ello. Cuando exponemos nuestros fundamentos debemos 
tomar en cuenta la trayectoria de quienes siempre han estado a 
favor de la transparencia, como es el caso del señor Senador 
Pereyra a quien difícilmente se pueda igualar. 


El objetivo no es investigar el tema de la droga, aunque a 
algunos les resulte difícil creer que yo esté diciendo eso. Sin 
embargo, si así fuera pienso que igual tendríamos que investigar. 


No es un tema de las drogas, señor Presidente, pero si lo 
fuera, igual se tiene que investigar. Está saliendo en la prensa 
argentina. No podemos acallar el mundo, no vamos a hacerlo 
y, por supuesto, queremos la mayor libertad de prensa posible. 
Pero si todos los uruguayos nos pusiéramos de acuerdo en que 
el tema de las drogas no se tocase, no se toca. Se aborda, señor 
Presidente, porque en la Argentina lo están tratando y han 
salido informes sobre el tema uruguayo. La policía investiga y 
nadie me puede decir en esta Sala que no vamos a cometer -o 
que algún funcionario policial lo hará nuevamente- un error 
gravísimo como en el que se incurrió -como lo fue este hecho- 
y que se puso en ese oficio que luego salió a la prensa y que 
digamos, por eso, que no hay que hablar del tema de la droga. 
Insisto en que no podemos acallar el mundo. Tampoco pode- 
mos quedarnos tranquilos con la información que nos manda el 
Embajador de los Estados Unidos, Christopher Ashby, no por- 
que lo que él diga no sea así; al contrario, estoy convencido de 
ello, ya que el informe lo firma un Embajador de larga trayec- 
toria, un caballero, un señor. No estoy hablando de que lo que 
nos está diciendo no sea así, sino que estoy haciendo un razo- 
namiento en el sentido de que si lo que dice él es así, cómo 
quedaría, entonces, el Oficial Guarteche, quien habló de que 
tenía información sobre el tema de las drogas. Este Oficial es 
uno de los que participó y precisamente es el que firmó el 
segundo oficio, mientras que el Ministro afirmó que no tiene 
nada que ver con la investigación que emprendieron Rivero y 
Cozzolino. Además, tampoco creo que le asiste razón al señor 
Senador Rubio cuando dice que hay que tener mucho cuidado 
y que lo que nos están diciendo no es tal cosa. No es que el 
gobierno de los Estados Unidos, a través de sus oficinas espe- 
clalizadas, no diera información al gobierno uruguayo o a la 
policía uruguaya, sino que no consta que se haya dado infor- 
mación. Esto no quiere decir que no la tenga y no creo que 
haya que meterse en ese tema. Pienso que el señor Senador 
Rubio, en este sentido, está equivocado. Digo más; se dice que 
el señor Ministro preguntó con mucho cuidado. Por supuesto 
que tiene que preguntar con mucho cuidado. La respuesta es a 
ese cuidado con que el señor Ministro preguntó. Reitero que 
creo que este no es el tema; el problema no es la droga, a pesar 
de que no se preguntó por parte del gobierno uruguayo si había 
información a ese respecto. Este es un tema que en algún mo- 
mento el país va a tener que abordar. 


¿De qué estamos hablando si no es de las drogas? ¿Qué es 
lo que tenemos que investigar? Lo que tenemos que investigar 
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es lo que dice el miembro denunciante. El señor Senador Ru- 
bio pone cinco puntos y pienso que hay que investigar el terce- 
ro y el cuarto, no porque los otros no tengan entidad. El prime- 
ro y el segundo, sin duda lo tienen pero después de la Comi- 
sión General quizás -siendo generosos- estén contestados. El 
quinto punto corresponde a este Cuerpo y hoy no quiero hablar 
de él. El tercer punto habla de cómo el señor Ministro, frente a 
ciertas denuncias que se hicieron en la prensa -que ahora voy a 
mencionar- se movió en la investigación administrativa. Aquí 
se movieron respecto a si había pruebas o no, al tema del 
Cártel de Juárez, al del señor Arbilla y demás, pero nadie 
preguntó sobre la denuncia que se estaba haciendo en la prensa 
sobre un posible complot. De eso es de lo que tenemos que 
hablar. 


El punto cuarto refiere a cómo se movió Rivero y a las 
responsabilidades que le corresponden, vinculado ya no a toda 
la actuación de la investigación, sino al complot al que perma- 
nentemente se hace referencia en los medios de comunicación 
y, sobre todo, en el semanario “Búsqueda”. Me refiero al com- 
plot del que habla el señor Arbilla. 


Considero, señor Presidente, al periodista Arbilla un hom- 
bre serio. No habla porque sí y no lo vemos en la prensa a 
pesar de que tiene un semanario de mucha importancia e in- 
fluencia en el país. No habla porque sí; habla con pruebas. No 
lo hace por indicios, por oídas o por rumores. ¿Qué es lo que 
nos dice el señor Arbilla? Esto es lo que hay que investigar: lo 
que le corresponde al Estado uruguayo y a la responsabilidad 
de la policía y del Ministerio del Interior, así como de otras 
entidades que voy a nombrar. ¿Qué es lo que nos dice el señor 
Arbilla? Nos dice que acá hubo un complot. ¿Por qué voy a 
pensar que miente? Se trata de un hombre de una enorme 
trayectoria y no tengo por qué pensar que miente. ¿Qué dice 
que hay en el complot? Que el señor Rivero no estaba solo. 
Ahora bien; ¿quiénes lo secundan en el complot? El dice que 
uno de ellos es el señor Cozzolino, que también reviste en las 
fuerzas policiales. Además, en ese complot se está implicando 
a un Senador de la República que está presente en este mo- 
mento: el señor Senador Fernández Huidobro. ¿Quiénes dice 
que lo secundan? Un ex Senador de la República que es dueño 
de un medio de comunicación, como lo es Posdata: el señor 
Flores Silva, y el editor del diario “La República”, el señor 
Fasano. El dice que ese complot, que está promovido contra él 
y contra la SIP, tiene como objetivo descalificarlo, degradarlo 
y ensuciarlo. ¿Para qué, señor Presidente? Para que se evite 
que la denuncia que están haciendo el señor Arbilla y la SIP 
prospere. 


Veamos lo que dice el señor Arbilla. Creo que no podemos 
mirar para otro lado. No se trata de una cosa menor, sino que 
estamos hablando de un Senador de la República, de alguien 
de este Cuerpo. Aquí se ha dicho que hay que lavar el honor, 
que es lo más importante que hay, pero miramos para otro lado 
cuando se dice que hay un Senador de la República que parti- 
cipa en un complot para evitar que se sepa todo el tema de la 
publicidad de los Entes Autónomos. ¡Miren qué pavada! ¡Mi- 
ren qué menor, qué cosa simple, baladí! ¿Qué es lo que dice el 
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señor Arbilla en su larga carta? Insisto en que el señor Arbilla 
es un hombre serio y, supuestamente, debe tener pruebas de 
todo esto y las va a ilustrar. El dice que han pedido a las 
autoridades que lleguen al fondo de la cosa, es decir, de por 
qué el señor Rivero lo hizo y quiénes son sus socios. Hay que 
llegar al fondo. Por supuesto, a esta altura, ¿quién va a tener 
dudas sobre la existencia de la campaña de sus artífices? El 
señor Rivero no está solo, tiene socios, hay un objetivo y este 
es el tema de la publicidad. Además, el señor Arbilla alude a la 
publicidad, a ANTEL, lo cual me llamó la atención porque lo 
de este organismo era más conocido. Vuelvo una y otra vez a 
leer la carta, y me pregunto cómo se nos está pasando esto. 
Insisto en que se refiere a la publicidad y a ANTEL y, en este 
sentido, luego de que termina de hablar de dicho Ente, dice 
que están hablando de centenas y millones de dólares. A conti- 
nuación, dice que es necesario que se investigue a fondo la 
forma en que el BROU dio la publicidad y créditos especiales. 
Quiere decir que no refiere sólo a ANTEL, sino también al 
BROU. Hay un complot y gente que quiere taparlo. Además de 
esto, él sabe cuáles son los créditos especiales. Además, agre- 
ga que es preciso que se investigue por qué la DGI no ha 
actuado en casos de evasión flagrante. Es decir que la DGI 
actúa o no según el criterio de algunos. Cuando hablamos de 
que todos paguen los impuestos y de que la carga impositiva es 
muy alta para todos, nos enteramos de que la Dirección Gene- 
ral Impositiva a veces actúa y otras no. ¿Quién la manda a 
actuar o no cuando hay casos flagrantes a la vista? Mi pequeño 
Partido dentro de este Parlamento mira para otro lado. Se po- 
drá decir que esto es una cosa del señor Arbilla que no sabe lo 
que dice. Es preciso saber si el Banco de Previsión Social ha 
dado certificados de estar al día, que nada responden a la 
realidad. De ser así, se habrían permitido irregularidades tre- 
mendas en perjuicio de los intereses del Estado, de los cuales 
los propios Directores del Banco de Previsión Social serían los 
responsables, al igual que las autoridades de los organismos y 
las oficinas de las investigaciones que resultaran positivas. 


No sé lo que habló el señor Arbilla con el señor Ministro ni 
con el señor Rivero. No lo conozco ni lo quiero saber. De 
todas maneras, sé lo que el señor Arbilla está diciendo. ¿Qué 
es lo que nos dice? Que el señor Rivero es un hombre muy 
ducho, muy formado, que no hace las cosas por azar, que 
difícilmente se le haya pasado ese primer oficio, que tampoco 
por azar hizo el segundo oficio, que no actúa solo, que tiene 
socios y que entre ellos están dos de los más importantes co- 
municadores del país. Además, se incluye a un Senador de la 
República. ¿Y todo para qué? Para tapar, para que no se sepa, 
es decir, para que la ciudadanía no sepa que acá hay publici- 
dad dada a dedo con diferentes criterios. 


Repito que aquí se nombra a ANTEL, al BROU, al BPS, a 
la DGI y también se hace referencia a créditos especiales -que 
seguramente los servicios técnicos no aprobarían- y nosotros 
miramos para otro lado. 


Es probable que yo no vaya a lograr nada, porque se sigue 
por el camino equivocado ya que en lugar de actuar y enfrentar 
los temas, se los elude creyendo que de ese modo se van a 
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diluir y a desaparecer. No es así, señor Presidente. La imagen 
del país se cuida cuando los tres Poderes del Estado y las 
instituciones actúan. Nadie dice que en Francia no haya deli- 
tos. ¿A quién se le pasa por la mente que en Estados Unidos no 
haya delitos? ¿Acaso alguien puede pensar que en Alemania 
no hay delitos? Sí los hay, y las instituciones funcionan. En el 
Uruguay también ocurre lo mismo y habrá o no lavado, pero 
ese no es el tema, sino cómo las instituciones públicas reaccio- 
nan frente a los diferentes problemas. 


¿Qué está investigando la Justicia? Está investigando las 
denuncias del Inspector Rivero. Allá ella; nosotros no nos me- 
temos, ni estamos hablando de la droga. Si la Justicia está 
investigando ese tema, nosotros no estamos presionándola, por 
más que algún señor Senador diga que sí. 


¿Estamos investigando las llamadas? No; no lo estamos 
haciendo. En ese sentido hubo una denuncia de algunos perio- 
distas y el asunto está transitando los canales correspondientes. 


Entonces, ¿qué es lo que tenemos que investigar? Si tiene 
razón el señor Arbilla, esto es, si hay un complot. Si es así, por 
ejemplo, me gustaría saber si el Ministro lo sabe, si ha investi- 
gado al respecto, si lo tengo codo a codo conmigo para evitar 
esas cosas; y saber, también, de qué lado está. Asimismo, me 
gustaría saber si ya antes el señor Ministro opinaba que el 
Inspector Rivero es un terrorista y si, en caso de que hubiera 
existido un complot, las medidas tomadas son suficientes o si, 
por el contrario, no hay que hacer algo más duro. Si no hay un 
complot, pregunto por qué voy a dejar que enchastren el nom- 
bre del señor Senador Fernández Huidobro, persona que inte- 
gra este Cuerpo. Por otra parte, ¿por qué voy a pensar que el 
señor Fernández Huidobro está influyendo en el Banco de la 
República para que se concedan créditos? ¿Por qué voy a dejar 
que supuestamente esté influyendo en la DGI o en el Banco de 
Previsión Social -quizá con un Director más afín- para que 
cierta gente no sea inspeccionada? 


(Hilaridad) 


-Sé que esto puede producir cierta hilaridad; pero también 
hay que ponerse en el lugar del otro, que está siendo nombrado 
permanentemente. Se dice que hay un complot y parece que 
nosotros miramos para otro lado. Reitero que se ha hecho refe- 
rencia a créditos especiales, a que el Banco de Previsión So- 
cial y la Dirección General Impositiva no realizan determina- 
das inspecciones, a la publicidad de ANTEL y del Banco de la 
República, todo armado por un grupo de hombres que tratan 
de parar a Arbilla y a la SIP. Yo no quiero hacer eso; en buena 
hora todo lo que sea transparencia. 


Si es cierto lo que dice Arbilla -y tiene razón- que el señor 
Rivero es un policía muy inteligente y serio como para que se 
le hayan pasado esos oficios, que no actúa solo, sino que tiene 
socios -sin pelos en la lengua, los nombra y supongo que ten- 
drá las pruebas correspondientes- lo que corresponde es que 
investiguemos. 
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SEÑOR PEREYRA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Ante todo, agradezco la generosa men- 
ción que ha hecho el señor Senador Michelini, que no creo 
merecer. Estamos aquí para defender lo que pensamos y para 
tratar de servir a la colectividad, o sea, a la sociedad uruguaya. 


Una vez más insistimos en decir que el camino de la inves- 
tigación es el adecuado para cierto tipo de irregularidades ocu- 
rridas en la Administración pública. Por ejemplo, recién el 
señor Senador Michelini señalaba casos de irregularidades o 
de incumplimientos de sus funciones por parte de la DGI. Si 
fuere así, no tenemos que traer aquí a los jerarcas de esa ofici- 
na estatal, sino que lo que corresponde es llamar al señor Mi- 
nistro de Economía y Finanzas e interpelarlo por las irregulari- 
dades que hay en sus dependencias. Ese es el camino y no el 
de la investigación. Por aquí voy señalando, entonces, por dón- 
de debemos transitar. 


Pienso que dar vuelta la cara frente a irregularidades signi- 
ficaría el incumplimiento de nuestros deberes. No estamos dis- 
puestos a eso; sería una actitud, tal vez, cómplice o cobarde en 
la que no podemos incurrir. No se trata de eso, sino de enfocar 
éste, como todos los problemas, en su justa dimensión. 


¿Qué corresponde hacer para juzgar políticamente la res- 
ponsabilidad de un Ministro? ¿Investigarlo a través de sus su- 
bordinados o juzgar esa conducta política por la vía que señala 
la Constitución de la República? 


No es que no crea en las Comisiones Investigadoras; por el 
contrario, creo que muchas veces han sido muy útiles. Inclusi- 
ve, yo mismo he propuesto la creación de algunas. Digo más: 
como creo que no tienen las suficientes atribuciones, con el 
señor Senador Korzeniak y con el ex Senador Mallo tratamos 
de dar mayores facultades a las Comisiones Investigadoras, 
porque creemos en ellas. 


Esas son aclaraciones que, al pasar y a raíz de las manifes- 
taciones del señor Senador Michelini y de algunas otras, nos 
parecía importante que constaran en la versión taquigráfica. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Con todo respeto digo que aquí no 
se trata de cómplices ni de cobardes; ni una cosa ni la otra. No 
tengo pruebas para decirle al señor Ministro de Economía y 
Finanzas que ha habido irregularidades en la DGI. Eso lo dice 
el señor Arbilla, que supongo lo hace con la mayor seriedad y 
por ello quiero instalar una Comisión Investigadora para que él 


28 de Junio de 2000 


mismo relate los hechos y aporte las pruebas. Y si no las tiene, 
pues que se calle. También quiero que me diga quiénes son los 
implicados en tales y cuales complots; quiero que me lo diga 
en forma institucional. Por supuesto que yo puedo hablar con 
Arbilla, al igual que cualquier otro Senador; pero repito que lo 
que estoy pidiendo es que el Estado tome esto en forma institu- 
cional. 


Podré estar equivocado, pero la mía no es una actitud ca- 
prichosa, ni cómplice ni cobarde. Es, en definitiva, una actitud 
seria frente a un problema, también, serio. Aquí se trata de un 
señor que tiene una trayectoria en el país, que maneja un me- 
dio de comunicación serio y que ha dicho una cantidad de 
cosas. Por eso, personalmente, no quiero mirar para otro lado; 
no creo que ello corresponda. No se trata de adjudicar respon- 
sabilidades cuando hoy nadie puede hacer eso. 


En fin, lo que quiero saber es qué está ocurriendo, si hay un 
complot, si en él están involucrados funcionarios públicos. No 
se me puede decir que la Comisión Investigadora citará, habi- 
da cuenta de lo que es la pirámide funcional, a determinadas 
jerarquías. Al revés: el propio Estado debe preocuparse y for- 
mar una Comisión parlamentaria -en este caso sería en el Sena- 
do- para que dé las mayores garantías posibles a quienes apor- 
ten las informaciones correspondientes, sean o no policías, sean 
o no funcionarios de la DGI. Así se ha actuado, porque no hay 
que olvidar que cuando aquí se analizó el tema del Banco de 
Seguros del Estado, se habló con funcionarios de esa institu- 
ción. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA.- Formulo moción para que se prorro- 
gue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota:) 

-18 en 19. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- No sé si vamos a poder convencer 
al resto de los señores Senadores, pero quisiera que, por lo 
menos, se nos otorgue la posibilidad de la duda y al menos se 
nos reconozca que hay seriedad para la investigación, hay enti- 
dad y para muchos hay oportunidad, aunque otros integrantes 
del Cuerpo no lo consideren así. 


Digo que no se ponga arriba de la mesa el tema de la droga 
-u otra cosa- cuando acá hay algo más profundo, porque el 
señor Arbilla, todos los días que puede, está denunciando que 
aquí hay un complot, e incluye a un Senador de la República, 
para evitar que se hagan determinadas investigaciones y de- 
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nuncias. 


SEÑOR SINGER.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SINGER.- Como creo que al señor Senador le va a 
sobrar tiempo para culminar su exposición, luego de la prórro- 
ga que se le otorgó, le solicité una interrupción para aclarar 
algo respecto de una mención que formuló sobre mi mala pre- 
disposición para con las Comisiones Investigadoras. Efectiva- 
mente, es cierto; más que mala es pésima por la experiencia 
que hemos tenido en 40 años en el Parlamento. En ese período 
nunca he visto una Comisión Investigadora cuyos resultados 
hayan sido buenos. Ni en el Parlamento ni en el país se ha 
podido decir nunca que una Comisión Investigadora realizó un 
buen trabajo sobre determinado asunto ni que contribuyó a 
aclarar alguna denuncia o a determinar, por ejemplo, quiénes 
fueron, efectivamente, los culpables de algún hecho o mandar- 
los a la justicia donde terminaran procesados o condenados, o 
que contribuyó a legislar en una materia importante. No suce- 
dió tal cosa, pero eso no quiere decir que esté en contra de las 
Comisiones Investigadoras. Si por ejemplo el día de mañana 
me hacen un planteamiento que incluya las condiciones exigi- 
das por el Reglamento del Senado, es decir, seriedad de la 
denuncia, entidad, y sobre todo procedencia y oportunidad de 
la investigación, estoy dispuesto a considerarlo. Pero aprove- 
cho para decir que todos los argumentos que he oído hasta 
ahora hacen que me incline cada vez más en contra de votar 
esta Comisión Investigadora. Teniendo en cuenta la hipótesis 
de que efectivamente se nombre la Comisión Investigadora, 
me veo trabajando en todo lo que tiene que ver con una inves- 
tigación para determinar si el señor Ministro es políticamente 
responsable de que el Gobierno no actúe con suficiente efica- 
cia en la lucha contra el narcotráfico o contra la drogadicción, 
o contra el lavado de narcodólares; y pienso en el tiempo que 
ello insumiría. Vamos a solicitarles informes a todos los Ban- 
cos, vamos a revisar en la Dirección General Impositiva todas 
las sociedades anónimas y otras sociedades existentes para de- 
terminar en cuál de ellas puede haber alguien que, directa o 
indirectamente en este o en otro país, tiene algo que ver con el 
narcotráfico. ¡Es un temazo! Podemos estar años investigando. 


Además, el señor Senador Michelini agrega otras cosas, es 
decir, todo lo que tiene que ver en cuanto a si ha habido 
publicidad oficial bien dada o mal dada. ¡Otro temazo! Vamos 
a tener que hacer una investigación fabulosa en esta materia y, 
seguramente, habrá un gran desfile de personas en el Parla- 
mento. Personalmente digo que va a ser una fiesta para los 
periodistas en general y, sobre todo, para algunos en particu- 
lar. Pero me pregunto a qué conclusiones vamos a llegar en 
esta materia después de un largo período de 6 ó 7 prórrogas. 
Por supuesto que al principio le vamos a dar un plazo más o 
menos perentorio a la Comisión Investigadora y diremos que 
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tiene que terminar en poco tiempo, por ejemplo, 60 días, un 
tiempo razonable. Sin embargo, seguramente luego vendrán 
los pedidos de prórroga y no alcanzará la Legislatura para 
concluir la investigación. Imagínense los dos grandes temas 
que vamos a tener que investigar: publicidad oficial mal dada y 
lucha contra el narcotráfico y el narcolavado de dólares. 


Esas son las razones por las que, de pasada, mencioné mi 
mala disposición para el nombramiento de una Comisión In- 
vestigadora. Efectivamente, tengo mala disposición para ello, 
pero no quiero decir que esté en contra de la institución Comi- 
sión Investigadora. El día que se traiga un argumento con fun- 
damentos claros en los que se incluya esos cuatro componentes 
que exige con claridad el Reglamento del Senado es decir, 
seriedad y origen de la denuncia, entidad de la misma, oportu- 
nidad y procedencia de la investigación relacionada con la 
materia de la denuncia, la voy a votar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no voy a hacer 
agravios gratuitos a ningún señor Senador y decir que no va a 
votar una Comisión Investigadora porque da mucho trabajo. 
Habrá algunos señores Senadores que estamos convencidos de 
que hay que investigar y otros a los que les parece que está 
claro que no corresponde, pero no porque la investigación in- 
suma tres meses o un año. Ese agravio tampoco se lo hago al 
señor Senador Singer. Estoy seguro que si éste estuviera con- 
vencido de que aquí hay cosas oscuras, votaría la creación de 
una Comisión Investigadora, independientemente del tiempo 
que insuma. Por lo menos, propondría un canal para que estas 
cosas se clarifiquen. Lo digo porque lo conozco desde hace 
mucho tiempo y sé de su adicción al trabajo. No es un proble- 
ma de trabajo. Es un problema entre los que estamos convenci- 
dos de que hay cosas que no están claras y aquellos que consi- 
deran que las cosas están suficientemente claras y que no ame- 
ritan la investigación. 


Termino diciendo que si ello es así, es decir, si aquellos 
que no votan la creación de una Comisión Investigadora creen 
que no hay que investigar porque consideran que las cosas 
están suficientemente claras -porque el Ministro fue elocuente, 
cosa que respeto, nobleza obliga- deberían hacer una declara- 
ción que diga que a este Cuerpo no le consta que el señor 
Senador Fernández Huidobro estuviera haciendo tráfico de in- 
fluencias para todas las denuncias que se le están formulando 
en la prensa. Parecería absolutamente lógico que la mayoría 
del Cuerpo -si se vota que no hay que investigar, ni clarificar 
el asunto- debería tener muy en cuenta que hay un señor Sena- 
dor que está acusado de realizar un complot y que trata de 
influir en la Dirección General Impositiva, en el Banco de 
Previsión Social y en el Banco de la República Oriental del 
Uruguay; y se aclare que considera que dicho señor Senador 
no tiene nada que ver. Debería hacerse esa declaración porque 
corresponde. Habría que aclarar que acá no hay nada más para 
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investigar, que está todo claro y que de ninguna manera se 
puede deducir que esas cosas que están saliendo en la prensa y 
que afectan a un señor Senador de este Cuerpo en su honor, 
sean ciertas. 


SEÑOR MILLOR.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- Agradezco la interrupción que me con- 
cede porque observo que el señor Senador está redondeando 
su intervención. Voy a hacer uso de la palabra por algunas 
afirmaciones que se hicieron anteriormente. Reconozco que el 
elemento nuevo de todo lo que se vino diciendo desde que 
empezamos a tratar el asunto, lo ha aportado el enfoque del 
señor Senador Michelini que, en mi modesta opinión, ha situa- 
do el tema hacia otra dirección a la cual no me voy a referir. 


Solicité la interrupción porque desde que comenzó la se- 
sión he observado que se ha hecho hincapié en una serie de 
temas que los señores Senadores preopinantes, que propician 
la Comisión Preinvestigadora, enfatizan. 


Entonces, pretendo hacer algún aporte nuevo, porque hasta 
ahora venimos escuchando siempre lo mismo, y lo digo con el 
mayor respeto. Escuchamos esto cuando vino el señor Ministro 
a la Comisión de Constitución y Legislación y cuando concu- 
rrió a la Comisión General, y hoy hemos vuelto a escuchar lo 
mismo. El señor Senador Korzeniak convocó a los señores 
Senadores a leer su informe, y en lo personal lo he leído y lo 
he subrayado, porque se trata de una persona que me merece 
respeto y que además tuvo que elaborar en muy pocas horas un 
extenso informe escrito. Pero lo leí partiendo de la base de que 
es anterior a su comparecencia en Comisión General. Como 
dije, voy a realizar muy pequeños aportes. 


Varias veces se ha dicho que sería útil que una Comisión 
Investigadora escuchara lo que tiene para decir el Inspector 
Rivero; se ha dicho varias veces. Creo que tal como están las 
cosas y después de haber oído las palabras del señor Ministro 
en dos oportunidades, en la Comisión de Constitución y Legis- 
lación y en Comisión General, si hay alguien que debe escu- 
char al señor Rivero es la Justicia uruguaya. Por lo que tengo 
entendido, en día de hoy a la hora 14 comenzó a declarar el 
Inspector Rivero en el Juzgado departamental de Maldonado, 
que es donde está radicada la causa. O sea que si existe interés 
por saber qué opina el Inspector Rivero, el Cuerpo puede que- 
darse tranquilo por el hecho de que en el lugar que debe ac- 
tuar, que es en el Poder Judicial -respetando la separación de 
Poderes- este funcionario comenzó a declarar hoy a las 14 
horas, reitero, en el Juzgado donde está radicada la causa. 
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También he escuchado varias veces que los señores Sena- 
dores no conocen los oficios. Á este respecto, insisto en lo que 
dijimos en Comisión General, en el sentido de que el Ministro 
no puede repartir oficios que están en el Juzgado en la etapa 
reservada del presumario. No obstante esto, de una manera 
muy inteligente, en este Senado se preguntó al señor Ministro 
si los oficios eran los mismos que habían aparecido publicados 
en la prensa, en el semanario “Búsqueda”, a lo cual contestó 
que sí. No hay por qué dudar de que el señor Ministro dijo la 
verdad. El no puede venir con los papeles, porque estaría vio- 
lando una etapa que está en la Justicia. Pero, reitero, acá se le 
preguntó si lo que se había publicado era idéntico a los oficios 
que originaron este problema y contestó afirmativamente. Por 
lo tanto, con el mayor respeto hacia los señores Senadores, 
digo que podrán no tener los papeles oficiales, pero cuentan 
con la palabra del señor Ministro de que lo que aparece publi- 
cado se ajusta exactamente al tenor de los oficios presentados 
en la Justicia. 


Por otra parte, con respecto a si se ocultó o no información 
al señor Ministro -ya que acá se habla de responsabilidades 
políticas- con mucha sinceridad manifestó -y para mí fue lo 
más importante que dijo- que él no estaba informado de todo. 
Los Inspectores Rivero y Cozzolino fueron sancionados con 
20 y 10 días de arresto respectivamente por ocultar informa- 
ción, y ninguno de los dos impugnó esa resolución. Repito, 
ninguno de los dos la impugnó, y es muy normal que en la 
Policía nacional se impugnen las sanciones. Entonces, se los 
sanciona por ocultar información y ninguno impugna dicha 
resolución, con lo cual la dan por cierta. 


Para culminar esta interrupción concedida por el señor Se- 
nador Michelini -a quien agradezco- voy a hacer unas puntua- 
lizaciones. Una y otra vez se ha insistido con respecto al tenor 
de los oficios, sobre si eran o no acusaciones, y se dijo que el 
señor Ministro pidió el archivo de dichos oficios. Entonces, el 
Ministro pidió el archivo y no que se suspendiera la investiga- 
ción, y pidió el archivo por las razones que expresó en Sala: 
para deslindar responsabilidades del Estado uruguayo frente a 
un hecho inédito, pues es un oficio inaugural que no habla en 
condicional, sino que afirma tajantemente que determinado ciu- 
dadano es el principal contacto del narcolavado en el Uruguay. 
Eso implicaba o abría las puertas a responsabilidades muy se- 
rias del Estado uruguayo, y lo que hizo el señor Ministro del 
Interior no fue tratar de detener ninguna investigación; con un 
oficio muy bien redactado en el que no imponía nada a la 
Justicia, simplemente pretendía deslindar responsabilidades del 
Estado uruguayo. 


Una vez más, agradezco la interrupción que me concedió el 
señor Senador Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINLI.- Voy a terminar, señor Presidente, 
porque no creo que a esta altura convenza a nadie. Quizás sea 
una voz solitaria en este Senado. 
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He leído la investigación administrativa que realizó el se- 
ñor Ministro, y en ningún momento le pregunta sobre las afir- 
maciones que hace el señor Arbilla acerca del complot con 
otros funcionarios policiales y con figuras de los medios de 
comunicación. La Justicia está analizando el tema de las dro- 
gas o el de las llamadas, y no otros. Sinceramente, me siento 
un poco frustrado y veo que no se encuentra un diálogo, por- 
que se trata de una persona de la cual todo el mundo dice que 
puede estar en juego su honor, que incluso se hizo un oficio 
que puede afectar sus derechos humanos y que se entrevistó 
con el señor Vicepresidente de la República -a quien conocía 
desde hace mucho tiempo- y con el señor Presidente de la 
República. Y a una parte de lo que él dice se le da toda credi- 
bilidad y se actúa en consecuencia, y en cuanto a la otra parte, 
la que habla de complot, del tráfico de influencias y que inclu- 
ye a un Senador de la República, no la comentamos, cerramos 
los ojos y miramos para otro lado. Entonces, sinceramente, me 
parece que estoy viviendo en un mundo que no entiendo. El 
Miembro Informante dice que no hablamos del tema de las 
drogas y hace referencia a cinco puntos. Entonces, no se habla 
del tema de las drogas y sí de estos otros temas. Los puntos 
tres y cuatro describen esta secuencia e incluyen el complot 
denunciado por Arbilla y a un señor Senador de este Cuerpo. 
Ante eso, miramos para otro lado; sinceramente, el equivocado 
debo de ser yo y seguramente también el señor Arbilla. Él 
porque está convencido y seguramente tiene pruebas, y yo por- 
que pretendo que se investigue lo que se está diciendo. 


Finalmente, exhorto a quienes creen que está todo claro a 
que digan, por lo menos, que no les consta que un señor Sena- 
dor de este Cuerpo está en el tráfico de influencias, y nadie 
recoge ese guante. Está bien; es así: las mayorías mandan, pero 
este Partido y este hombre van a seguir levantando su voz para 
que se exija transparencia y se investigue. Y cuando hay un 
señor Senador de este Cuerpo que es acusado de cosas tremen- 
das, mientras nadie lo pruebe, voy a seguir diciendo que es 
inocente. 


Nada más, señor Presidente. 
9) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Presidente del Senado solicita licencia por 
el día 29 de junio de 2000.” 


-Léase. 


(Se lee:) 
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“Montevideo, 29 de junio de 2000. 

Señor Vicepresidente del Senado. 

En virtud del artículo 153 de la Constitución de la 
República, solicito al Senado licencia por el día 29 de 
junio de 2000. 

Saluda atentamente, 


Luis Hierro López. Presidente.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-28 en 29. Afirmativa. 


Corresponde convocar al suplente del señor Senador José 
Luis Batlle, el señor Jorge Sanguinetti, quien ya ha prestado el 
juramento de estilo. 


Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Malaquina solicita licencia por el 
día 29 de junio de 2000, por razones de índole particu- 


“Montevideo, 28 de junio de 2000. 


Señor Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente 


Me dirijo a Ud. a los efectos de solicitar licencia por 
el día de mañana, jueves 29 de junio de 2000, por razo- 
nes de índole particular. 


Lo saluda a Ud. muy atentamente y quedo a sus 
órdenes. 


Eduardo Malaquina. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 


Corresponde convocar al suplente respectivo, señor Sena- 
dor Correa Freitas, quien ya ha prestado el juramento de estilo. 
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10) INFORMES DE LA COMISION PREINVESTIGADO- 
RA A FIN DE ANALIZAR LAS ACTUACIONES Y 
DECISIONES ADOPTADAS POR EL SEÑOR MI- 
NISTRO DEL INTERIOR QUE CULMINARON CON 
EL CESE DEL INSPECTOR GENERAL ROBERTO 
RIVERO. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la discusión del infor- 
me de la Comisión Preinvestigadora. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: 
agradezco muchísimo las palabras de defensa del colega, Sena- 
dor Michelini. Pienso que la cosa es peor; el señor Arbilla dijo 
que estaba protegido por la policía, porque yo le podía hacer 
un atentado. Esto lo expresó en CX 14 hace poco tiempo. 


En este país, desde el 9 de junio a la fecha, han pasado 
vertiginosamente una cantidad enorme de problemas. Antes 
del 9, es decir, antes de que “Brecha” en la contratapa publica- 
ra lo que ya sabemos, pasaron una cantidad enorme de proble- 
mas, pero nadie sabía nada; no estábamos enterados de nada. 
Creo que conviene recordar eso. Se me podrá decir que las 
declaraciones del señor de Arbilla son de ahora, de junio, es 
decir, después que se publicó la contratapa en “Brecha”, que 
ha cometido muchos errores en sus declaraciones, que ha di- 
cho muchas cosas disparatadas y que hay que comprenderlo; el 
hombre estaba nervioso. 


Cuando digo que, a mi juicio, la cosa es peor es porque el 
señor Arbilla dijo esto mismo -es decir, a lo que se refería el 
señor Senador Michelini- mucho antes. 


Aquí se ha dicho que el expediente que se presentó en el 
Juzgado ponía en zozobra y desprestigiaba al sistema financie- 
ro, desprestigiaba al país, y que por eso teníamos que ser seve- 
ros en la visualización de la conducta del Inspector Rivero. Sin 
embargo, el señor Arbilla en su propio semanario nos comuni- 
ca que el 28 de marzo -no cuando estaba en esta batalla perio- 
dística de estas últimas horas y podía estar nervioso- envió una 
carta nada menos que al Embajador de Estados Unidos. Recién 
la publica el 15 de junio, pero nosotros no sabíamos nada. 
Además, en esa carta le adjunta al señor Embajador de Estados 
Unidos, oficios hurtados -no acuso al señor Arbilla; no me 
interesa cómo los consiguió pero, evidentemente, son hurta- 
dos- del Ministerio del Interior o de un Juzgado de nuestro 
Poder Judicial. ¡Miren lo que dice en esa carta al Embajador 
de los Estados Unidos! “De los oficios que le adjunto, así 
como de la carta que he enviado al Inspector Rivero del Minis- 
terio del Interior, surgen claramente todos los detalles en torno 
a este insuceso, que notoriamente está dirigido, con falsedades, 
a desacreditar mi persona y mi condición de dirigente de la 
Sociedad Interamericana de Prensa” -nada menos- “y a la pro- 
pia sociedad. Todo ello, pienso, como respuesta a una denun- 
cia y reclamo hecha por la SIP en la asamblea de Houston, 
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para que se investigara en el Uruguay ataques a la libertad de 
prensa y actos de corrupción a través del uso arbitrario de los 
recursos del Estado por la vía de la publicidad oficial y de 
créditos de Bancos oficiales, todo lo cual hoy está siendo in- 
vestigado por la Justicia uruguaya.” 


Esto es grave; nos está aludiendo a todos, no sólo al Senador 
Fernández Huidobro, sino también a todos lo que estamos aquí. 
Me parece que está aludiendo al sistema político. Esto está en 
manos de la Embajada de Estados Unidos desde el 28 de marzo, 
pero recién ahora ha sido publicado y lo conocemos todos. 


Repito que me parece que la cosa es peor de lo que dijo el 
señor Senador Michelini: acá estamos aludidos todos, no sólo 
el señor Senador Fernández Huidobro. 


Ustedes me dirán que se le fue la mano en esta carta. Pero 
en el primer reportaje que se le hace en el diario “La Repúbli- 
ca”, después de la publicación realizada por “Brecha”, repite 
exactamente lo mismo. Este reportaje se hizo el sábado 10, por 
lo que estaba fresca la tinta de “Brecha”. Reitero que dice lo 
mismo: que es víctima de esta misma conjura. Y aquí no tene- 
mos que averiguar nada de la DGL, ni del Banco de Previsión 
Social. Ya lo está averiguando el Juez Contarín, desde el mes 
de octubre, cuando nada menos que la SIP radicó la denuncia 
contra el anterior gobierno. 


¿Cómo no nos damos por aludidos? ¡Están aludidos, seño- 
res Senadores! ¿A qué se refiere esto de malversación de fon- 
dos públicos, de corrupción, de ataques a la libertad de pren- 
sa? ¿Somos argentinos, acaso? Insisto en que se nos está alu- 
diendo y la denuncia fue resuelta nada menos que por la Socie- 
dad Interamericana de Prensa en setiembre, en una asamblea 
realizada en Houston, Texas, y radicada en un Juzgado. El 
señor Juez Contarín declaró en “El Observador”, no hace mu- 
chos días, que va a citar, tal como le pide la denuncia, a quie- 
nes hayan integrado Ministerios con cargos de jerarquía -acá 
hay sentados ex Ministros- y a integrantes de Entes Autóno- 
mos desde el 1” de enero de 1996 hasta el 31 de mayo de 
1999. Al mismo tiempo, está pidiendo prácticamente a todos 
los medios de prensa de nuestro país -está publicado en el 
diario “El Observador”- la lista de todos los avisos oficiales 
que hayan recibido o contratado, directa o indirectamente, no 
importa cómo. 


La denuncia se radica en octubre de 1999, en plena campa- 
ña electoral, señores Senadores. 


El 28 de marzo, el señor dice que es víctima de un chantaje 
y de una campaña por quienes están acusados por él; son uste- 
des, y yo también, porque después me incluye. Es el señor 
Vicepresidente de la República. Es el Ministro Stirling. 


Ustedes me dirán que esto es demasiado imaginativo, como 
dijo el señor Senador Michelini. A lo mejor soy demasiado 
imaginativo, pero cuando una cosa camina como un pato, tiene 
plumas como un pato, hace “cua-cua” como un pato y defeca 
como un pato, es pato. 
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Contextualicemos los acontecimientos. Va a cambiar el go- 
bierno y el nuevo Presidente de la República asumirá el 1” de 
marzo, quien le otorga una audiencia para el 28 de marzo a la 
SIP. Entonces, no se sabe bien si el Oficial Principal Cozzoli- 
no o el Inspector General Rivero presenta un tremebundo ofi- 
cio en un Juzgado que extrañamente enseguida llega a manos 
del señor Arbilla, quien corre presuroso. ¿Adónde? A hablar 
con el señor Vicepresidente de la República. El asunto parece 
“pato”. Entonces, se cambia el oficio. Pero no queda satisfe- 
cho; él mismo acaba de declarar en estos días que no quedó 
satisfecho y que dándose cuenta en qué estaba la cosa, se lo 
fue a contar al Presidente. Por ahora el único que se va salvan- 
do acá es el Presidente, porque éste llamó al Ministro, que 
recién se enteró -el Presidente lo despertó- y entonces, se man- 
dó de urgencia ese horroroso tercer oficio diciéndole al Juez 
que archivara todo. 


Esto es lo que tenemos que investigar. Nos están acusando; 
vamos a cometer un tremendo error. Están acusando al sistema 
político, a todos nosotros. 


Posteriormente a estos acontecimientos, ya en junio, queda- 
mos incorporados al complot, además del Foro Batllista, de la 
Lista 15 y del Partido Nacional, yo también, “Posdata”, “Bre- 
cha” y “La República”. ¡Y acá se han hecho alegatos diciendo 
que el señor Arbilla es un magnífico periodista, independiente, 
de renombre mundial, que tenemos que defender! Bueno, en- 
tonces, vamos a creerle todo o no le creemos nada. No le 
vayamos a creer lo que nos conviene y no lo que no nos con- 
viene. 


Acabo de recibir -y esto es interesante a propósito del se- 
ñor Embajador Ashby, porque aquí se dijo que había enviado 
una respuesta- la contestación de los señores Ministros del 
Interior y de Defensa Nacional -también las recibió el señor 
Representante Chifflet- al pedido de informes que formulára- 
mos. Como ustedes saben, el semanario “Búsqueda” publicó el 
seguimiento que se había hecho a mi persona, al señor Senador 
Mujica -no vi que tampoco se conmovieran muchas fibras ins- 
titucionales- y a un Edil, mencionando que los Servicios de 
Inteligencia informaron supuestamente a los señores Ministros 
del Interior y de Defensa Nacional sobre la naturaleza de esa 
marcha del silencio, sobre cuántos habíamos asistido, si era 
mejor o peor que las anteriores, y se hacían valoraciones polí- 
ticas. Esto fue lo que publicó “Búsqueda”. El señor Ministro 
de Defensa Nacional me acaba de responder, en una contesta- 
ción contundente, que en ninguno de sus Servicios de Inteli- 
gencia, ni en los Registros, figura que se haya destinado gente 
a vigilar esa manifestación, ni que se haya ordenado seguirme. 
Y el señor Ministro del Interior, la Dirección Nacional de In- 
formación e Inteligencia, me contesta lo mismo; nos contesta 
lo mismo. 


Entonces, ¿habrá Servicios de Inteligencia paralelos, supo- 
niendo que el señor Arbilla no mienta y sea un gran periodista? 
Tenemos que averiguar si los hay o no porque, de lo contrario, 
tendremos que concluir que el señor Arbilla es un formidable 
mentiroso e intrigante, que está comprometiendo los Servicios 
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de Inteligencia de mi país y a dos señores Ministros. Esto llegó 
hoy. 


En consecuencia, señores Senadores, ha quedado muy mal 
parado el señor Ministro Stirling. Porque también podemos 
pensar lo siguiente. Aquí se alega que hubo un chantaje para 
detener al Juez Contarín -hablando en plata- a efectos de que 
no se investigue una operación de lavado, porque malversar 
fondos del Estado y disfrazarlos en materia de publicidad es 
una operación de lavado; es una operación de lavado que está 
investigando el Juez Contarín desde octubre. ¡Qué papita para 
mí! ¿Quién puede quedarla? La actual coalición de Gobierno; 
no, nosotros. Estoy muy tranquilo en relación con mi semana- 
rio, que ya no sale más desde hace meses; además en “Mate 
Amargo” jamás -o muy pocas veces- teníamos la oportunidad 
de festejar cuando recibíamos algún aviso. Pero eso no impor- 
ta, señores Senadores. 


Me parece que acá tenemos que tener bien claro qué es lo 
que esta Comisión Investigadora quiere; aquí tiene que haber 
más cristalinidad que nunca y todos nosotros tenemos que ge- 
nerar una Comisión Investigadora para que se aclare bien si 
participamos en un chantaje para defender esa operación de 
lavado de millones de dólares, según dice el señor Arbilla. 


SEÑOR FAU.- ¿Me permite una interrupción, señor Sena- 
dor? 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FAU.- Señor Presidente: para los que nos hemos 
formado en la cultura del debate pensando que el intercambio 
de ideas enriquece a todos y permite esclarecer lo que se desea 
saber, se nos está planteando una crisis en la sesión del día de 
hoy del Senado. Digo esto porque cuanto más avanzamos en el 
debate, la cosa se hace más confusa en lugar de clarificarse. 


Acá, lo que el Senado está debatiendo es el pedido de una 
Comisión Investigadora en los términos que hasta el cansancio 
se han señalado una y cien veces, con las precisiones verbales 
y escritas del denunciante y los informes que oportunamente se 
elevaron. Al Senado lo convocamos hoy para saber si está 
dispuesto o no a investigar las responsabilidades políticas que 
le pueden caber al señor Ministro del Interior por las medidas 
que tomó con el Inspector de Policía, señor Rivero. Resulta 
que ahora lo que se nos reclama con insistencia y con voz 
firme es que investiguemos hechos vinculados a la publicidad 
y a las empresas del Estado; que se investigue, también, si hay 
Servicios de Inteligencia paralelos a los que tiene el país. 


Digo, señor Presidente, que este Cuerpo tiene derecho a 
pedirle al sector político que está planteando la investigación 
que diga qué es lo que quiere investigar, que aclare y que 
defina. De lo contrario, no sé en qué va a degenerar este deba- 
te. Ustedes nos convocaron para que digamos si queremos in- 
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vestigar al señor Ministro Stirling sobre lo que hizo, y en nin- 
gún momento, ni en los documentos que presentaron ni en las 
intervenciones que hicieron, señalaron que había que investi- 
gar el lavado de dólares, el narcotráfico, las políticas de publi- 
cidad en las empresas públicas, ni los Servicios de Inteligen- 
cia. Entonces, tenemos derecho a pedirles que hablemos de lo 
que tenemos que hablar. 


Si el señor Senador piensa que son otros hechos los que 
tenemos que investigar, propóngalo, volveremos a discutir y 
nombraremos Comisiones Preinvestigadoras, pero un mínimo 
de orden este Senado tiene que tener. El Senado de la Repúbli- 
ca no es cualquier cosa, es el órgano superior que a nivel 
institucional tenemos como Parlamento de la República. En 
consecuencia, el debate tiene derecho a ser reclamado en los 
términos que deba reclamarse. ¿Qué quieren que se investi- 
gue? 


Sobre lo único que tenemos que pronunciarnos hoy, porque 
así lo dijeron ustedes, así lo establecieron en sus denuncias y 
así lo fundamentaron en la Comisión Preinvestigadora, es so- 
bre las responsabilidades políticas del señor Ministro. Sin em- 
bargo, acá se están introduciendo elementos absolutamente aje- 
nos al debate, que nos hacen perder la mínima sensación de 
estar hablando de algo que, por lo menos, nos resulte común. 


Agradezco la interrupción que me ha concedido el señor 
Senador y deseo que comprenda que el ánimo es darle orden a 
estas cosas. Si hay que investigar otros hechos, deben propo- 
nerlo y fundamentarlo, pero hoy lo que tenemos que hacer es 
lo que ustedes nos pidieron que hiciéramos: pronunciarnos so- 
bre si hay que investigar o no al señor Ministro Stirling. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Fernández Huidobro. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Simplemente quiero 
decir que para cuidar el orden en este Palacio Legislativo hay 
bastante Policía, un Batallón de Infantería y el señor que está 
conduciendo este debate. Por lo tanto, no necesitamos que el 
señor Senador Fau se ponga el gorro, el chifle y el reflector. 
Ya hay bastante gente para guardar el orden acá. Tampoco 
necesito -salvo que quiera volver al Frente Amplio y allí sí lo 
discutiríamos en la Mesa Política- que me digan qué cosas 
tiene que hacer o no este Senador acá; en todo caso, eso lo 
discutiré con mis compañeros. 


Voy a tratar de seguir mi exposición -más allá de las mo- 
lestias fastidiosas- y trataré de ser breve, porque creo que to- 
dos lo merecemos. No hay que temer por la malversación de 
fondos con los avisos oficiales, la corrupción y los préstamos 
que haya hecho o no el anterior Gobierno; es algo que está 
siendo investigado por el señor Juez Contarín; no es necesaria 
ninguna Comisión Investigadora, no tenemos por qué investi- 
garlo nosotros. El tráfico de drogas y el lavado de dólares es 
un tema que está siendo investigado en Punta del Este. Acá, 
nosotros tenemos que organizar una Comisión Investigadora 
para que el señor Ministro Stirling, el señor Hierro López y 
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todos nosotros -lo más cristalinamente posible- exijamos prue- 
bas de que nos vimos involucrados en un chantaje político, en 
un tráfico de influencias al tratar de impedir que el Juez Conta- 
rín O la Jueza Canessa investiguen. De otra manera, el mensaje 
que vamos a dar a nuestra población es que este es un lío entre 
“ellos”, entre los políticos investigados en el Juzgado de Con- 
tarín, o un lío con los grandes periodistas de este país, investl- 
gados tal vez en otros Juzgados, y se pusieron de acuerdo. 


Arreglaron todito; se tapó todo. Este es el mensaje que le 
vamos a dar a la opinión pública. 


Me temo que hoy cometamos todos un grave error. Reitero 
que no se trata de una Comisión Investigadora -¿a quién le 
puede caber eso en la cabeza?- que investigue los avisos, el 
manejo de los fondos públicos, el tráfico de drogas, el lavado 
de dinero proveniente de ese delito, porque ya existen Juzga- 
dos que se ocupan de ello. Quiero dar la oportunidad al señor 
Ministro, a mí mismo, a los señores Senadores que también 
son miembros de los partidos políticos que han gobernado, de 
demostrar que no es así, que las acusaciones son falsas; quiero 
darles la oportunidad de demostrar al Embajador de los Esta- 
dos Unidos que la acusación que se ha lanzado contra el siste- 
ma político es falsa y que, además, estamos dispuestos a que se 
nos investigue. Es por estas razones que importa hacer pregun- 
tas al señor Inspector General Rivero. Seguramente, muchos 
periodistas pronto van a estar haciendo esta interpretación de 
los acontecimientos, la que está más allá del tráfico de drogas, 
del lavado de dinero proveniente de él y de todo lo demás que 
se está investigando en los Juzgados. 


11) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un proyecto lle- 
gado a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Alejandro Atchugarry presenta, 
con exposición de motivos, un proyecto de ley por el 
que se prohibe la venta callejera de artículos importa- 
dos.” 

- ALA COMISION DE HACIENDA. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley se inspira en promover 
una competencia más leal para los comerciantes instala- 
dos y la defensa de las fuentes de trabajo nacional. 


En efecto, la venta callejera de mercadería, cuyo 
origen es el extranjero produce un doble perjuicio: 


El comerciante instalado, que es normalmente contro- 
lado en el buen cumplimiento, en el pago de dichos im- 
puestos, se ve lesionado por quien, no cumpliendo con 
dichas obligaciones puede vender a un precio inferior. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-223 


A su vez la manufactura nacional, que ya enfrenta 
una fuerte competencia de los productos importados, no 
podrá sobrevivir a la competencia desleal de dichos pro- 
ductos por la vía de eludir el pago de los impuestos. 


La solución planteada, parte de la dificultad de con- 
tralor de puestos de venta ambulantes, sin contabilidad, 
ni stock verificables. En efecto, una sola boleta de com- 
pra, a un distribuidor o en un remate público, puede ser 
usada reiteradas veces como justificación de esta moda- 
lidad de venta. Modalidad que en su origen siempre 
estuvo orientada a permitir al pequeño productor agro- 
pecuario, al artesano y situaciones similares acceder di- 
rectamente al público consumidor. 


Los motivos notoriamente son fomentar el trabajo 
de estas micro empresas, por el contrario la distribución 
de productos manufacturados importados tiende a des- 
truir puestos de trabajo y no a crearlos. 


Por tales fundamentos se promueve una autorización 
para el decomiso de los vehículos de transporte y su 
mercadería, en tanto abastezcan la venta callejera; esto 
es tratar de inhibir al distribuidor más que al feriante. 


Alejandro Atchugarry. Senador- 
VENTA CALLEJERA 


Artículo 1”.- Prohíbese la venta callejera de artícu- 
los importados. La infracción a esta disposición será 
sancionada con una multa de hasta diez veces el valor 
de la mercadería, la que será decomisada en todos los 
casos. La Dirección General Impositiva graduará la san- 
ción por resolución fundada, atendiendo las circunstan- 
cias del caso y el carácter de reincidente del infractor. 


Artículo 2*.- Los vehículos que transporten merca- 
dería en infracción a lo dispuesto en esta ley quedan 
sujetos al mismo régimen que el previsto para la situa- 
ción de transporte de mercadería en infracción aduane- 


” 


ra. 


12) INFORMES DE LA COMISION PREINVESTIGADO- 
RA A FIN DE ANALIZAR LAS ACTUACIONES Y 
DECISIONES ADOPTADAS POR EL SEÑOR MI- 
NISTRO DEL INTERIOR QUE CULMINARON CON 
EL CESE DEL INSPECTOR GENERAL ROBERTO 
RIVERO. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con el debate, tiene 
la palabra el señor Senador Mujica. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: voy a obviar esta in- 
tervención, dada la hora y ciertas circunstancias que rodean a 
nuestra sociedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 
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SEÑOR GARGANO.-- Que se llame a Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se está haciendo, señor Sena- 
dor. 


Se va a votar el informe en mayoría. 


Los señores Senadores que voten por la afirmativa lo esta- 
rán haciendo en el sentido que indica el informe en mayoría de 
la Comisión, en cuanto a desistir de la Comisión Investigadora. 


(Se vota:) 
-17 en 30. Afirmativa. 
SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: he votado en con- 
tra de la Comisión Investigadora, fundamentalmente, porque 
creo que las responsabilidades políticas de un Ministro se esta- 
blecen, no por medio de una Comisión Investigadora, sino ha- 
ciendo jugar el llamado a Sala y solicitándole las explicaciones 
correspondientes. 


Para juzgar la responsabilidad de un Ministro no hay que 
investigar a sus subordinados; no es a ellos a quienes hay que 
traer, sino al señor Ministro. 


Por otra parte, es frecuente que cuando se plantea una in- 
terpelación se busquen los datos necesarios, incluso entre las 
mismas personas que pueden ser subordinadas al jerarca. Sin 
embargo, lo que no se debe hacer es sustituir la persona del 
Ministro por la del subordinado en el momento de juzgar su 
acción política y de gobierno. 


Lo que creo, sí, es que aquí el funcionario Rivero y los 
demás que hayan intervenido no deben ser investigados por 
nosotros, sino por el señor Ministro, y espero que esas averi- 
guaciones sean a fondo. Si en algún momento se plantea una 
instancia para exigir que se cumpla esta investigación -que, 
reitero, no debemos efectuar nosotros sino el jerarca- estare- 
mos dispuestos a votarla. 


Queremos dejar constancia de que en este Recinto se ha 
señalado reiteradamente que no iba a ser cometido de la Comi- 
sión Investigadora el tema del narcotráfico. Digo esto porque 
no es difícil que luego en la prensa se diga que quienes vota- 
mos en contra de la Comisión Investigadora no queríamos in- 
vestigar el narcotráfico. Aquí se ha planteado el hecho de es- 
clarecer la actitud del señor Ministro y hacerlo responsable de 
los errores que hubiera cometido. Esa es nuestra función, que 
debemos cumplir: controlar a los representantes del Poder Eje- 
cutivo. No es nuestro cometido investigar a los subordinados 
de un Ministro, por las actitudes de éste. 


SEÑOR LESCANO.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LESCANO.- Señor Presidente: la circunstancia de 
encontrarme cumpliendo una suplencia momentánea podría su- 
gerir que yo no hiciera uso de la palabra; sin embargo, creo 
que el debate y lo que está en juego es tan importante que hoy 
no me iría tranquilo si en los tres minutos que poseo no fijara 
una posición comprometida con respecto a este tema, al menos 
por tres razones. En primer lugar, por los motivos que han 
expuesto mis compañeros de Bancada, informantes en minoría, 
sobre esta situación, argumentando a favor de las razones que 
aconsejan la integración de una Comisión Investigadora. No 
tendría nada más que agregar a sus manifestaciones, ni dispon- 
go del tiempo necesario. 


En segundo término, lamento que haya pasado inadvertido, 
quizás, el anuncio que hiciera público en su intervención el 
señor Senador Rubio. Luego de haber compartido con él du- 
rante diez años una banca en este Parlamento y conociendo la 
sensibilidad del señor Ministro del Interior, mucho me temo 
que esta actitud rígida que impide la instalación de una Comi- 
sión Investigadora en los hechos esté determinando que la coa- 
lición de gobierno está marcando el destino, más temprano o 
más tarde, de un buen Ministro que ha tenido nuestro país, 
como es el escribano Stirling. Nos vemos frente a la situación 
dramática de tener que optar entre las cuestiones del juicio 
personal, la responsabilidad ética, la cuestión política y la res- 
ponsabilidad frente a la ciudadanía. Lamentablemente, en este 
caso no hay opción; y, con franqueza, es algo que digo con 
tristeza. 


En tercer lugar, deseo reivindicar la importancia de las Co- 
misiones Investigadoras, que han sido duramente atacadas en 
esta jornada parlamentaria. Se las ha acusado de emplear mu- 
cho tiempo en sus deliberaciones, de estar en competencia con 
la Justicia y de circo político. Sin embargo, debemos recordar 
que hace muy poco que enmendamos la Carta Constitucional y 
nadie propuso siquiera revisar la vigencia de los artículos 120 
y 121, que otorgan rango constitucional a las Comisiones In- 
vestigadoras que, cuando son asumidas con responsabilidad 
política, contribuyen a lo que todos estamos obligados, es de- 
cir, a fortalecer las competencias, los cometidos y el papel del 
Parlamento, en tanto ámbito de la soberanía popular. 


SEÑOR MUJICA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: un poco lateralmen- 
te, creo que nunca tenemos que asustarnos de que la plaza 
financiera pueda verse afectada, en mayor o menor medida, 
por comentarios o estudios a propósito del lavado financiero. 


Creo que es un error, porque la plaza financiera se asustará 
si su tasa de ganancia baja. 
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Uruguay tampoco debe cargar con un pecado de culpa. No 
existe ninguna plaza financiera en el mundo que esté lavada de 
culpa frente a uno de los negocios que está significando algo 
así como el 20% del comercio mundial y que trasvasa las 
fronteras de cualquier plaza financiera. El fenómeno del lava- 
do de dinero vino como el SIDA: para quedarse. Pienso que no 
somos ni más ni menos honrados que otros, y seguramente 
somos mucho más honrados por una cuestión de dimensiones. 
En su momento hablaremos de esto, porque no es un asunto 
que desprestigie a nadie. 


Se fomenta la existencia de Estados insulares que viven 
como un collar alrededor de los países industriales, donde pasa 
de todo. Este es un mundo donde se cercan países como Libia, 
Cuba e Irak por razones políticas; sin embargo, a los Estados 
insulares no les pasa nada. La cifra de U$S 50.000:000.000 
por la isla de Jersey, en el Canal de la Mancha, tal vez sirvió 
para que un grupo de Rusia traficara durante todos estos años, 
con conocimiento mundial. Entonces, nunca aceptemos que 
nuestra plaza se va a derrumbar por estos hechos, porque son 
del mundo contemporáneo. 


Muchas gracias. 
13) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra para formular una 
moción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: formulo moción 
para que el Senado pase a cuarto intermedio hasta mañana a 
las 16 horas, a los efectos de completar el tratamiento del 
segundo punto del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-16 en 29. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta mañana a la hora 
16. 


(Así se hace, siendo la hora 19 y 47 minutos, presidiendo 
don Luis Hierro López y estando presentes los señores Sena- 
dores Arismendi, Atchugarry, Batlle, Carminatti, Chiesa, 
Chiruchi, Cid, Couriel, Fau, Fernández Huidobro, García 
Costa, Gargano, Heber, Korzeniak, Lescano, Malaquina, 
Michelini, Millor, Mujica, Núñez, Pereira, Riesgo, Rubio, 
Sanabria, Segovia, Singer, Virgili y Xavier) 
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